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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

Concurrieron, además, los señores Ministros de Relaciones Exteriores, Secretaria General de la Presidencia, de Justicia y del Trabajo y Previsión Social, y el señor Subsecretario de la Secretaría General de la Presidencia.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:21, en presencia de 19 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Las actas de las sesiones 13ª, ordinaria, en 9 de mayo; 14ª, especial, y 15ª, ordinaria, ambas en 10 de mayo, todas del año en curso, se encuentran en secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cuatro de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto del proyecto, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Senadores señores Navarro, Girardi y Letelier, sobre concesión de libertad condicional a condenados por conductas terroristas y otros delitos, en causas relacionadas con reivindicaciones violentas de derechos consagrados en la ley N° 19.253 (boletín N° 4.188-07).



--Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Con los dos siguientes retira la urgencia y la hace presente nuevamente, en el carácter de “discusión inmediata”, en relación con los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, sobre el trabajo en régimen de subcontratación, el funcionamiento de las empresas de servicios transitorios y el contrato de trabajo de servicios transitorios (boletín Nº 2.943-13), y



2) Proyecto, en primer trámite constitucional, relativo a modificación del plazo de entrada en vigencia de la ley N° 20.084, sobre responsabilidad penal juvenil (boletín N° 4.197-07).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.


Con el cuarto retira la urgencia y la hace presente nuevamente, en el carácter de “suma”, respecto del proyecto, en segundo trámite constitucional, sobre modificación de la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (boletín N° 4.059-07).



--Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.
Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que ha dado su aprobación a la enmienda propuesta por el Senado al proyecto de ley que obliga a los bancos a repartir dividendos en casos que indica (boletín N° 3.894-05).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.


Con el segundo comunica que ha prestado su aprobación, con las enmiendas que indica, al proyecto, iniciado en moción del Senador señor Horvath y del entonces Senador señor Ruiz (don José), sobre modificación de la ley Nº 18.892, General de Pesca y Acuicultura, con la finalidad de prohibir o regular, en su caso, la importación o cultivo de especies hidrobiológicas genéticamente modificadas (boletín Nº 2.753-03). (Véase en los Anexos, documento       1  ).


--Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.


De la Excelentísima Corte Suprema, con  el que emite su parecer respecto del proyecto, en primer trámite constitucional, referente a modificación del plazo de entrada en vigencia de la ley N° 20.084, sobre responsabilidad penal juvenil (boletín N° 4.197-07)



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Del Excelentísimo Tribunal Constitucional, mediante el cual, con relación a un requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad presentado, informa que ha sido acogido a tramitación, y que se ha decretado remitir copia del mismo y de dicha resolución al Senado, a fin de que en el plazo de diez días presente sus observaciones y acompañe los antecedentes que estime pertinentes. 



--Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, para que se agreguen a los previamente remitidos en consulta por la Sala.


De la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, en el que señala que, en sesión del Tribunal Pleno, al tomar conocimiento del Rol N° 1.291-2006, relativa a la solicitud de informe que se  hiciera llegar por parte del Senado al Juzgado de Familia de Pudahuel, acordó dar respuesta al referido oficio comunicando que el conducto regular para requerir este tipo de información es la Excelentísima Corte Suprema, en atención a que constitucionalmente le corresponde la superintendencia directiva, correccional y económica de todos los tribunales de la nación.



Del señor Contralor General de la República, con el cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, sobre investigación de diversas irregularidades administrativas en la Municipalidad de Victoria, relacionadas con la ejecución del Proyecto Reparación de la Sede Comunitaria de la Junta de Vecinos N° 17, René Schneider.



De la señora Contralora General de la República, subrogante, por medio del que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Prokurica, acerca de investigación de irregularidades en el Centro de Salud de CAPREDENA en Valparaíso.



De la señora Ministra de Economía, Fomento y Reconstrucción, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Prokurica, relativo al monto de los gastos por concepto de publicidad y difusión de políticas públicas realizados por la Secretaría de Estado a su cargo, en el período comprendido entre el 11 de septiembre de 2005 y 15 de enero de 2006.



De la señora Ministra de Planificación y Cooperación, a través del cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Prokurica, sobre los gastos en campañas de publicidad o difusión de políticas públicas efectuados por la Secretaría de Estado a su cargo, entre el 11 de septiembre de 2005 y el 15 de enero de 2006.



Del señor Ministro de Obras Públicas, mediante el cual responde un oficio dirigido en nombre de los Senadores señores Horvath, Cantero, García y Prokurica, en cuanto a los gastos en publicidad efectuados por la Secretaría de Estado a su cargo en 2005, por Regiones, y los recursos comprometidos durante la primera quincena de 2006.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Larraín, sobre la forma en que la Secretaría de Estado a su cargo da cumplimiento a la ley N° 19.284, sobre Integración Social de las Personas con Discapacidad.



Tres de la señora Ministra de Bienes Nacionales:



Con el primero da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, acerca de la realización de un estudio para considerar la factibilidad de declarar de interés turístico al sector comprendido en la confluencia de los ríos Neff y Baker, en la Región de Aisén.



Con el segundo contesta un oficio dirigido en nombre del Senador señor Prokurica, relativo a los gastos en publicidad y difusión de políticas públicas de la Secretaría de Estado a su cargo, durante el período comprendido entre el 11 de septiembre de 2005 y el 15 de enero de 2006.



Con el tercero responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, respecto de la elaboración  de estudios para dar protección a los humedales de la cuenca del río Baker.



De la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, mediante el que contesta un oficio dirigido en nombre del Senador señor Bianchi, sobre recursos destinados a programas de empleo en la ciudad de Puerto Natales.



Del señor Subsecretario de Previsión Social, por el cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor García, respecto de la aplicación diferenciada del Índice de Precios al Consumidor por parte del Instituto de Normalización Previsional para el cálculo de los reajustes de pensiones de los jubilados y montepiadas.



Del señor Subsecretario de Obras Públicas, con el que da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Senador señor Larraín, sobre los antecedentes que explican la caída del puente sobre el río Maule y las sanciones aplicadas a responsables de la caída del puente Loncomilla.



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones, por intermedio del cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Cantero, con relación a la cobertura del servicio de telefonía e Internet en la comuna de río Hurtado, Cuarta Región.



Del señor Superintendente de Valores y Seguros, por medio del cual contesta un oficio dirigido en nombre del Senador señor Espina, acera del sistema de rentas vitalicias.



Del señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, con el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, sobre solicitud de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras A.G. para atender en horario especial y en días inhábiles.



Del señor Director del Fondo Nacional de Salud, por el cual contesta un oficio dirigido en nombre del Senador señor Navarro, relativo a los gastos del Servicio a su cargo como resultado de accidentes de tránsito.



De la señora Directora Nacional del Servicio Nacional de Menores, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, sobre el funcionamiento de hogares que reciben subvención del Servicio a su cargo.



De la señora Intendenta de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, con el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, respecto del subsidio a la contratación de mano de obra en las zonas extremas del país y  la posibilidad de prorrogar dicho beneficio.



Del señor Secretario General del Ejército, mediante el cual contesta un oficio dirigido en nombre del Senador señor Espina, tocante a traspaso de terrenos del fundo Chumay para construcción de viviendas sociales en la ciudad de Traiguén.



Dos del señor Secretario  Ministerial de Obras Públicas de la Región de La Araucanía:



Con el primero responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, sobre obras adicionales a la Ruta 5 Sur, en el tramo de la concesión Collipulli-Temuco.



Con el segundo contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Espina, respecto de desmalezamiento y limpieza de sitio eriazo que indica, en la ciudad de Victoria.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Salud de la Región de Antofagasta, por el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Cantero, relativo a su Resolución N° 3.982, que obliga a CODELCO Chile División CODELCO Norte, a exigir Programas de Salud Ocupacional de sus empresas contratistas.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Transportes de Antofagasta, por medio del cual contesta un oficio dirigido en nombre del Senador señor Cantero, sobre carencias del servicio de locomoción colectiva en la Población Independencia Norte, de la ciudad de Antofagasta.



Del señor Fiscal Regional del Ministerio Público de Valparaíso, con el que responde un oficio enviado en nombre de los Senadores señores Espina y Romero, referente a delitos de robo cometidos en la Región durante el año 2005.



De la señora Directora  de CHILEDEPORTES de la Región del Maule, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Larraín, concerniente a la inversión de los recursos en la zona, los criterios utilizados para su asignación y la forma en que ellos se entregan.



Del señor Director  de Vialidad, subrogante, de la Región de La Araucanía, con el que contesta un oficio dirigido en nombre del Senador señor Espina, sobre mejoramiento del camino vecinal de la Reducción Lorenzo Necul, en la comuna de Perquenco.



Del General de Carabineros Jefe de la Novena Zona Araucanía, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Espina, respecto a presencia policial en el sector de la pasarela “Zafira”, de la comuna de Perquenco.



Del señor Director suplente del Servicio de Salud Araucanía Sur, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor García sobre el trámite de la autorización que debe dar el Servicio a su cargo para la reposición y traslado de la Posta Camagüey a Pocoyán, en la comuna de Toltén.



Del Juzgado de Familia de San Bernardo, con el cual responde un oficio dirigido en nombre del Senador señor Espina, relativo al trámite de causas ingresadas al tribunal entre el 1 de octubre de 2005 y 31 de marzo de 2006.



Del Segundo Juzgado de Familia de San Miguel, por intermedio del que da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Senador señor Espina, sobre el trámite de causas ingresadas al tribunal entre el 1 de octubre de 2005 y el 31 de marzo de 2006.



Del señor Prefecto de Carabineros de Linares, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Larraín, acerca de reposición de vehículo policial para el Retén Copihue, en la comuna de Retiro.



Del señor Administrador del 4° Juzgado de Familia de Santiago, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, acerca del trámite de causas ingresadas al tribunal entre el 1 de octubre de 2005 y el 31 de marzo de 2006.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.
Informes



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre políticas de fomento y resguardo de la actividad circense nacional (boletín Nº 2.579-06). (Véase en los Anexos, documento        2 ).



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República mediante el cual recaba el acuerdo del Senado para prorrogar la autorización concedida para la salida de tropas del territorio nacional, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití por un nuevo período de seis meses, con la urgencia establecida en el número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (boletín Nº S 852-05). (Véase en los Anexos, documento       3  ).



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, sobre el trabajo en régimen de subcontratación, el funcionamiento de las empresas de servicios transitorios y el contrato de trabajo de servicios transitorios, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (boletín Nº 2.943-13). (Véase en los Anexos, documento        4 ).


Segundo informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre creación de  nuevos escalafones en las Plantas de la Policía de Investigaciones de Chile, con urgencia calificada de “simple” (boletín N° 4.001-02). (Véase en los Anexos, documento       5  ).


--Quedan para tabla.

Moción



De los Senadores señores Horvath, Bianchi, Girardi, Kuschel y Navarro, con la que inician un proyecto de ley sobre protección de glaciares (boletín N° 4.205-12). (Véase en los Anexos, documento        6 ).



--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

Proyectos de acuerdo



De diversos señores Senadores, mediante el cual proponen solicitar a Su Excelencia la  Presidenta de la República que considere la adquisición de un nuevo buque de investigación científica para reemplazar al “Vidal Gormaz”  (boletín N° S 856-12). (Véase en los Anexos, documento       7  ).



De diversos señores Senadores, con el cual proponen solicitar al señor Ministro del Interior que instruya al delegado de esa Secretaría de Estado en la ex Colonia Dignidad, a fin de acordar con sus colonos la construcción, en terrenos de la Villa Baviera, de un memorial en recuerdo de las víctimas de violaciones de los derechos humanos ocurridas en ese lugar (boletín N° S 857-12). (Véase en los Anexos, documento       8  ).



--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Comunicación



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con la que informa su parecer respecto de los diversos requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad que el Excelentísimo Tribunal Constitucional ha puesto en conocimiento de la Corporación, haciendo presente que, por ahora, procede acusar recibo de los antecedentes y resolver el rol que pueda corresponder al Senado cuando se estudie en particular el proyecto que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (boletín N° 4.059-07).



--Se acuerda seguir el procedimiento señalado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El señor Secretario dará cuenta de los acuerdos adoptados por los Comités.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Los Comités, en reunión de hoy, acordaron por unanimidad lo siguiente:



1.- Pedir al señor Presidente del Senado que proponga a los siguientes Senadores como integrantes de las Comisiones que se indican:



Comisión de Ética: Honorables señora Alvear y señores Novoa, Ominami, Prokurica y Flores.



Comisión Revisora de Cuentas: Honorables señora Matthei y señores Kuschel, Sabag, Muñoz Aburto y Vásquez.



Comisión Especial Mixta de Presupuestos: Honorables señora Matthei y señores Orpis, Naranjo, Vásquez, Horvath, Pizarro, Muñoz Barra y Kuschel. Esta Comisión será integrada además, como corresponde reglamentariamente, por los miembros de la Comisión de Hacienda,  Senadores señores Ominami, Sabag, Escalona, Novoa y García.



--Se aprueban.

El señor HOFFMANN (Secretario).- 2.- Tratar, en el primer lugar de la tabla de hoy, como si fuera de Fácil Despacho y sin debate, el proyecto signado con el número 4, es decir, que amplía el plazo para reclamar por el avalúo de bienes raíces no agrícolas.



3.- Tratar y despachar mañana el proyecto sobre subcontratación -citando a sesión especial de la Corporación a las 20 horas, si  fuere necesario- , suprimiéndose, en todo caso, la hora de Incidentes de la sesión ordinaria.



4.- Enviar el proyecto sobre fondo de innovación para la competitividad, primero a una Comisión especial de Ciencia, Tecnología e Innovación; y luego a Comisiones de Educación y de Minería, unidas.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero hacer una consulta.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, según escuché se habría suspendido la hora de Incidentes para tratar el proyecto sobre subcontratación.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La hora de Incidentes de la sesión ordinaria de mañana, señor Senador.

El señor ESPINA.- ¿Y es un acuerdo unánime?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Sí, Su Señoría.

El señor ESPINA.- ¿Y eso obliga a la Sala?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Sí, por tratarse de un acuerdo unánime de los Comités.

El señor HORVATH.- En todo caso, señor Presidente, la suspensión de la hora de Incidentes no impide despachar los oficios reglamentarios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Evidentemente, señor Senador.

V. ORDEN DEL DÍA

AMPLIACIÓN DE PLAZO PARA PROCEDIMIENTO DE RECLAMO POR AVALÚOS DE BIENES RAÍCES NO AGRÍCOLAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional e iniciado en moción de los Senadores señores Chadwick, Longueira, Novoa y Pérez Varela, que amplia el plazo para reclamar por el avalúo de bienes raíces no agrícolas, con informe de la Comisión de Hacienda.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4134-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los señores Chadwick, Coloma, Longueira, Novoa y Pérez Varela).


En primer trámite, sesión 5ª, en 5 de abril de 2006.


Informe de Comisión:


Hacienda, sesión 15ª, en 10 de mayo de 2006

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Su objetivo es ampliar, para el actual proceso de reavalúo, el plazo contemplado en el artículo 149 del Código Tributario, que establece el procedimiento de reclamo de los avalúos de bienes raíces.



La Comisión de Hacienda discutió en general y particular la iniciativa por ser de artículo único, y propone al señor Presidente que la Sala adopte igual criterio.



El mencionado órgano técnico la aprobó en general y en particular por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores Escalona, García, Novoa, Ominami y Sabag. 



Y consigna su texto en la parte pertinente del informe, donde se establece que el plazo de reclamación de los avalúos de bienes raíces no agrícolas se extenderá hasta el 30 de junio del presente año.



Debo recordar a la Sala que los Comités acordaron tratar este proyecto sin debate.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación electrónica.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y particular el proyecto (25 votos afirmativos), y queda despachado en este trámite.



Votaron los señores Allamand, Alvear, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Espina, Flores, Frei (don Eduardo), García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Matthei, Muñoz Aburto, Naranjo, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Romero, Sabag y Vásquez.

POSTERGACIÓN DE ENTRADA EN VIGENCIA

DE LEY SOBRE RESPONSABILIDAD PENAL JUVENIL

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica el plazo de entrada en vigencia de la ley N° 20.084, sobre Responsabilidad Penal Juvenil, con urgencia calificada de “discusión inmediata” e informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4197-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 13ª, en 9 de mayo de 2006.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 15ª, en 10 de mayo de 2006.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El objetivo principal de la iniciativa es prorrogar, hasta junio de 2007, la entrada en vigencia de la ley Nº 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal. 



Se propone, además, agregar a dicho cuerpo legal un nuevo artículo transitorio con el propósito de instituir una Comisión de expertos encargada de evaluar su puesta en práctica. Ésta deberá informar trimestralmente acerca del estado de avance de la normativa  a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado y a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Honorable Cámara de Diputados.



La Comisión de Constitución discutió en general y particular el proyecto por ser de artículo único y le dio su aprobación en los mismos términos por tres votos a favor (Senadores señora Alvear y señores Gómez y Muñoz Aburto) y dos abstenciones (Honorables señores Chadwick y Espina).



El texto correspondiente se consigna en la parte pertinente del informe.



Finalmente, cabe señalar que la Excelentísima Corte Suprema, consultada acerca del tenor de la iniciativa, informó que no ve inconveniente en su aprobación.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Pido autorización para que ingrese a la Sala el Subsecretario General de la Presidencia, señor Edgardo Riveros Marín.

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Por supuesto, Su Señoría.

El señor ESPINA.- Atendido que el Ministro de Hacienda asistió a la Comisión de Agricultura, no tengo impedimento alguno para que entren los Subsecretarios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Gracias, señor Senador.



--Se accede a lo solicitado.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto.



Tiene la palabra al Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, la Comisión analizó esta iniciativa presentada por el Ejecutivo cuyo objetivo es extender el plazo para la entrada en vigencia de la ley Nº 20.084, sobre Responsabilidad Penal Juvenil, lo cual fue solicitado por el Ministerio de Justicia.



El referido órgano legislativo, preocupado por el plazo fijado para la puesta en práctica de la ley, invitó al Ministro de dicha Cartera a fin de examinar las condiciones existentes para su implementación: la infraestructura, los programas de rehabilitación y de educación, los proyectos de construcción de algunos centros semicerrados, las capacitaciones y los medios con que contaban los diversos organismos dependientes de esa Secretaría de Estado, de la Fiscalía Nacional, de la Defensoría Pública y del propio Poder Judicial para que pueda entrar en vigencia la Ley sobre Responsabilidad Penal Juvenil. 



El Ministro de Justicia estudió la situación y observó que había dificultades en tal sentido. Y, en función de eso, el Ejecutivo presentó este proyecto para postergar la entrada en vigor de la referida normativa. Dicho texto fue aprobado en la Comisión por tres votos a favor y dos abstenciones, determinándose, además, que no requiere quórum especial.



Es importante destacar, señor Presidente, que la ley entrará a regir el próximo 8 de junio. Por eso resulta necesario, de acuerdo con los antecedentes recibidos en la Comisión -que fueron escuchados y debatidos por todos los Senadores-, la postergación de su puesta en marcha.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, señores Senadores, el proyecto en estudio tiene por objeto, como se ha señalado, aplazar la aplicación de una normativa muy importante, cual es la nueva Ley sobre Responsabilidad Penal Juvenil.



No hace falta ahondar en la magnitud de dicha reforma, que viene a dejar atrás el subjetivo y tantas veces criticado procedimiento del discernimiento; que culmina con la impunidad de muchos hechos ilícitos de connotación social, y que implica mecanismos de protección y sanción que velen por una adecuada reinserción y rehabilitación de los menores.



Todo ello se encuentra contenido en la ley Nº 20.084, publicada en diciembre recién pasado y que debía entrar a regir en junio del presente año.



Sin duda, este aplazamiento significa no cumplir con el objetivo original propuesto y, en tal sentido, no es lo que idealmente hubiésemos querido. Sin embargo, me parece que tampoco hay que extremar los argumentos y caer en una crítica pequeña que no valore la trascendencia del cambio que tenemos enfrente y que se endose exclusivamente al Gobierno responsabilidades que, a lo menos, hemos compartido.



No es otro fracaso del Gobierno de Lagos, como algunos han señalado.

El señor CHADWICK.- ¡Es un éxito!

El señor PROKURICA.- Un éxito atrasado.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Cualquiera que aprecie la magnitud de esa modificación legal y su impacto, tanto para los miles de jóvenes infractores como para la sociedad toda, tendrá que darse cuenta y reconocer que, probablemente,  era muy utópico que dicha normativa entrara en vigencia en seis meses. Ello pudo y debió ser advertido no sólo por el Ejecutivo, sino también por los Parlamentarios que la revisamos en sus numerosos trámites.



Tal vez, la necesidad de contar con esta legislación y la presión de la ciudadanía produjeron cierta confusión y apresuramiento. Pero me parece que no corresponde ahondar en ello. La actitud que cabe esperar de actores políticos serios es reiterar la trascendencia de lo que se está haciendo y adoptar, en consecuencia, las medidas necesarias para que la ley sea implementada adecuadamente y a la brevedad posible.



Cuando se acometen grandes obras es factible incurrir en errores y es habitual que tengan lugar ciertos retrasos. Sin embargo, mucho peor es, por no emprenderlas, caer en la inercia, mantener las cosas en la forma en que están, como ocurrió en Chile por tanto tiempo.



¿Quién se atrevería hoy, por ejemplo, a cuestionar el retraso que experimentó la aplicación de la reforma procesal penal en la Región Metropolitana, frente a la contundencia de contar con un nuevo sistema de enjuiciamiento criminal que se halla en vigor en todo el país y para el cual los chilenos debieron esperar más de un siglo?



¿Quién puede cuestionar el retraso que sufrió la tramitación legislativa del Plan AUGE, frente a la realidad de más de un millón de chilenos que se benefician con sus disposiciones?



Como dije, lo ideal en todas esas materias, y también en ésta, hubiera sido cumplir con los plazos. Pero ello no ha sido posible.



Sin embargo, me parece completamente atendible acceder a una prórroga de un año, considerando que ello permitirá la plena aplicación del texto en todos sus alcances, contándose con elementos tan importantes como la nueva infraestructura en centros semicerrados y los programas de rehabilitación en el consumo problemático de drogas.



Por esas razones, votaré a favor.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, éste debe ser uno de los casos más emblemáticos de la actuación negligente, y diría de negligencia inexcusable, por parte de los funcionarios del Gobierno del ex Presidente Ricardo Lagos.



El proyecto que dio origen a esta ley se inició el 6 de agosto de 2002. Tres años y ocho meses después fue despachado por el Parlamento.



Me imagino que las autoridades de Gobierno, cuando presentaron la iniciativa, ya tenían previstos los medios materiales y humanos que se requerían para su puesta en marcha.



En octubre de 2005, al despacharse la iniciativa, los miembros de la Comisión de Constitución de ese entonces (Senadores señores Andrés Zaldívar -actual Ministro del Interior-, Chadwick, Viera-Gallo y quien habla) preguntamos al Ministro de Justicia, señor Luis Bates, a la Directora Nacional del Servicio Nacional de Menores y a los representantes del Ministerio de Hacienda si podían garantizar que en el plazo de seis meses previsto para la entrada en vigencia de la ley estarían construidos los recintos cerrados y los recintos semicerrados –estos últimos constituyen el corazón de este cuerpo legal-; si se encontrarían preparados y capacitados los delegados para la libertad asistida; si se hallarían elaborados los programas de educación para la reinserción social; si se encontrarían preparadas las normas para capacitar a los jóvenes que fueran detenidos, de manera de hacerlos útiles a la sociedad y de insertarlos en el mundo laboral, y si estarían listos los programas de rehabilitación relativos al consumo de drogas. Y la respuesta unánime del Ministro Bates, de la Directora Nacional del SENAME y de los representantes del Ministerio de Hacienda fue que todo estaba en regla, que no nos preocupáramos.



Y al día siguiente de la promulgación de esta ley por parte del Presidente Lagos, efectuada en un período electoral y con bombos y platillos, el Ministro Bates sostuvo, en declaración de noviembre del año pasado: “Cuando en Junio próximo comience a regir la nueva ley, el Estado habrá invertido 41 mil millones de pesos en recintos para cumplir las sanciones privativas de libertad, 3 mil millones para contratar” a los fiscales, a los jueces, a los miembros del tribunal oral, y “9.600 millones” para cumplir con las normas de rehabilitación y reinserción social de los jóvenes.



Al iniciar sus sesiones el nuevo Senado, pedí al Presidente de la Comisión de Constitución, Senador señor Gómez, que invitara al Ministro señor Solís para que se refiriera al avance de cada una de las etapas.



Y las conclusiones, señor Presidente, son lapidarias.



Se señala que estaría concluido un recinto cerrado por Región. En cuanto a los recintos semicerrados -insisto en que constituyen lo más importante de la ley, porque se trata del lugar donde los jóvenes alojarán acompañados de un delegado que los preparará y capacitará para ser útiles a la sociedad-, de los 18 contemplados, sólo cinco se hallan terminados, y la construcción de los restantes finalizará en seis o siete meses, o en un año más. 



En efecto, el de Antofagasta quedará terminado en enero de 2007; el de Copiapó, ni siquiera se ha definido el programa arquitectónico; el de La Serena, en enero de 2007; el de Limache, en enero de 2007; el de Concepción, debe determinarse su emplazamiento; es decir, aún no se empieza a construir. 



Sin embargo, lo peor es que se está edificando sólo un recinto semicerrado por Región, cuando en aquel entonces la señora Directora Nacional del Sename nos dijo que ya existía uno. 



En la Comisión nos preguntamos cómo haría un joven para rehabilitarse si tuviera que ir a dormir a un recinto semicerrado que, a veces, se encuentra a 200 ó 300 kilómetros de distancia del lugar donde él vive. 



Y no sólo eso, señor Presidente. 



¿Qué ha pasado con los programas de educación? 



El artículo 17 de la ley Nº 20.084, cuando se refiere a la internación en régimen cerrado o semicerrado, dice que "considerará necesariamente la plena garantía de la continuidad de sus estudios básicos, medios y especializados, incluyendo su reinserción escolar, en el caso de haber desertado del sistema escolar formal, y la participación en actividades de carácter socioeducativo, de formación, de preparación para la vida laboral y de desarrollo personal.".



¿Qué nos contestan respecto del tema educacional? 



Nos responden, lisa y llanamente, que no hay nada de nada. 



El SENAME, por su parte, sostiene que no se disponía de los mecanismos que constituyeran respuestas eficaces para la educación -que es un elemento vital-, a fin de que los menores de edad, respecto de los cuales se manifiesta tanta preocupación, puedan reinsertarse socialmente.



Pero no sólo eso.



Todos sabemos que los jóvenes, en un alto porcentaje, caen en la delincuencia porque son adictos a la pasta base o a las drogas, y que rehabilitarlos es un deber de la sociedad. Pero nos dicen que "faltan dispositivos especializados para la atención de consumidores problemáticos y o abusivos de drogas en la mayoría de las regiones del país.". O sea, no existe un programa de rehabilitación. 



En cuanto a la capacitación laboral, se señala como gran novedad que el SENCE y el SENAME elaboran "estrategias para favorecer al acceso de los y las adolescentes a la oferta de capacitación existente, mediante un trabajo a nivel local con los Organismos Técnicos Capacitadores.". 



De otro lado, se nos informó que la fecha de licitación del programa es noviembre de 2006, pero la ley comienza a regir en junio.



Prácticamente todos los aspectos de la normativa en comento no se cumplen: se ofreció al país una legislación que entraría en vigencia en junio; se comprometió la palabra de honor de las autoridades del Gobierno, en el sentido de que todos los requisitos estaban cumplidos; se dijo que la aplicación de la ley era urgente -y así lo creo- para evitar el círculo vicioso de que los jóvenes, a muy temprana edad –como sucede en la actualidad-, perpetren delitos y a los pocos días estén de vuelta en las calles para transformarse en delincuentes habituales.



Por lo tanto, señor Presidente, todas las promesas hechas quedaron en nada. Y hoy nos encontramos con que el nuevo Gobierno se ve obligado a pedir la postergación por un año de la entrada en vigencia de estas normas.



Yo me pregunto: 



¿Quién responde durante ese año por esos jóvenes que habrían tenido oportunidad de rehabilitarse, de ser útiles, de capacitarse, de poder contar con educación? 



¿Quién responde por los cientos de jóvenes que quedarán en la calle y que carecerán de un proceso de reinserción social por ese lapso? 



¿Quién responde por los ciudadanos honestos y honrados de Chile que seguirán siendo víctimas de delitos atroces, muchas veces cometidos por menores de edad que, a los pocos días de ser detenidos, son declarados sin discernimiento por un tribunal, mediante un procedimiento arcaico, sin ninguna medida de protección para ellos, y que luego vuelven a la calle y acaban convirtiéndose en delincuentes habituales? 



¿Quién asume la responsabilidad política? 



Todos levantan las manos, miran hacia atrás y dicen: “Nadie responde”. 



Por lo tanto, éste es el caso emblemático de autoridades de un Gobierno que actuaron con negligencia inexcusable, burlaron la fe pública, no cumplieron sus obligaciones, defraudaron al Parlamento y a la ciudadanía. Y, a consecuencia de ello, hoy nos vemos forzados a postergar una ley porque, de echarla a andar en las circunstancias actuales, ocurriría lo mismo que con los tribunales de familia: el colapso del sistema.



Y probablemente lo propio sucederá con los tribunales laborales: un sistema colapsado. 



Igual ocurre con los tribunales de cobranza laboral y previsional, que son distintos: se hallan colapsados.



En consecuencia, yo sólo quiero señalar que éste es un fracaso rotundo de un Gobierno que al final de su período fue extraordinariamente bueno para cortar cintas, pero extraordinariamente malo para cumplir las obligaciones que asumió ante el país.



Éste es un grave retroceso en la lucha contra la delincuencia y, sobre todo, en los programas de rehabilitación y reinserción social para jóvenes.



Muy distinto era el caso de la reforma procesal penal, porque, en su época, se echó a andar de manera gradual y porque, sin duda, la gradualidad puede exigir perfeccionamientos.



Sin embargo, en este caso no hay gradualidad. Se dijo al país entero que la reforma entraba a regir en junio de 2006. Pero la realidad es que no sólo tiene que postergarse por seis meses, sino por un año más. 



Debe, pues, quedar constancia de que la responsabilidad política de esa negligencia inexcusable corresponde a los Ministros que se comprometieron a poner en marcha la ley y no lo hicieron. Y la responsabilidad política de los hechos que ocurran durante el próximo año en materia de seguridad ciudadana y donde aparezcan involucrados menores también les cabrá a los Gobiernos de la Concertación, porque no cumplieron su compromiso ante el país.



Señor Presidente, me encuentro en la disyuntiva de rechazar la iniciativa en debate o abstenerme. En realidad, uno debería votarla en contra y decir: “¡Que el Gobierno asuma las consecuencias!”. Pero, como quienes trabajamos en el proyecto pertinente sabemos que echar a andar el sistema en las circunstancias actuales implica colapsarlo porque no podrá operar, a lo menos yo me voy a abstener, como una clara señal de rechazo a la conducta reprobable de las autoridades de la Administración anterior que prometieron, frente a todos los chilenos, poner en marcha la legislación llamada “gran revolución del sistema procesal penal y regulación de las conductas ilícitas de los menores” y, al cabo de un tiempo, dejaron en evidencia que no se trataba más que de otra promesa incumplida.



Por las razones expuestas, anuncio mi abstención.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, muy bien recordaba el Senador señor Espina que la ley que creó el nuevo sistema de responsabilidad penal juvenil inició su tramitación a mediados del año 2002. Desde ese preciso momento, en distintas instancias, tanto durante el trámite legislativo como en forma pública, permanentemente se les fue planteando a las autoridades del Gobierno anterior que, dada la importancia de la normativa, se debían tomar las medidas necesarias para garantizar y asegurar su adecuada implementación. Porque era una reforma de gran envergadura.



Me tocó formular un planteamiento a ese respecto en septiembre de 2004. En esa ocasión, como Senador y miembro de la Comisión de Constitución, expuse públicamente mi preocupación por los problemas de implementación de la futura reforma y por la garantía en cuanto a la existencia de los recursos indispensables para llevarla a cabo. El Subsecretario de Justicia de entonces, don Jaime Arellano, me contestó de manera también pública, aunque con una novedad: me dijo que estaba politizando el tema. ¡Vaya novedad y sorpresa en la respuesta! Y agregó que el primer semestre del 2006 el sistema estaría en pleno funcionamiento. 



Con posterioridad, ante nuevas dudas e inquietudes que fuimos manifestando durante la tramitación del proyecto, en agosto de 2005 la Directora del SENAME del Gobierno pasado, doña Delia del Gatto, declaró públicamente que se encontraba por completo asegurada la capacidad para atender la nueva demanda que originaba la iniciativa, con un total de 1.610 plazas en el país. Y agregó algo que suena muy grave al escucharlo hoy: que sólo faltaba un centro en la Región Metropolitana…

El señor PROKURICA.- Se confundió: estaba hecho.

El señor CHADWICK.- Al parecer, la señora Directora se confundió.



A fines de noviembre, cuando el Presidente de la República promulga la ley en el Palacio de la Moneda, le garantiza al país su pronta e inmediata implementación y que todo iba a estar listo en junio del 2006. Y ese mismo día -lo recordaba el Senador señor Espina- el Ministro señor Bates da a conocer pormenorizadamente los recursos comprometidos para que en junio de este año empezara a regir el nuevo sistema de responsabilidad penal juvenil: 41 mil millones de pesos en recintos para cumplir las sanciones privativas de libertad; 3 mil millones para contratar fiscales, jueces, etcétera, y  9 mil 600 millones para el SENAME.



Todo estaba listo, comprometido públicamente, y en junio de 2006 -en pocas semanas más- el país podría ver la implementación de esa gran reforma.



Sin embargo, señor Presidente -y esto me parece también de especial gravedad-, al menos hasta el 11 de marzo último, cuando dejaron de cumplir sus funciones, luego de tres o cuatro meses de promulgada la ley, ni una de las autoridades del Gobierno pasado dijo nada sobre los problemas que se podrían estar viviendo: ni el Ministro Bates, ni el Subsecretario de Justicia, ni la Directora del SENAME, ni el Presidente de la República. ¡No se dijo nada!



¿Y qué ocurrió? Que la Comisión de Constitución del Senado planteó al Ministro de Justicia actual -lo hizo la Honorable señora Alvear- su preocupación por la implementación de la reforma. Nada habían dicho las autoridades pasadas. Y el Ministro señor Solís nos sorprendió al señalarnos con franqueza -porque nunca antes se nos señaló lo que estaba pasando-: “Es imposible implementarla. Se requiere una prórroga de la vigencia de la ley, y por un año más”.



Le pregunté al Ministro de Justicia qué estaba ocurriendo, a su entender. Con mucha diplomacia, me expresó: “Deficiente programación”. 



Yo no tengo compromisos con la Concertación,...

El señor LETELIER.- ¡Algunos…!

El señor CHADWICK.- …y me parece que en este caso no hay que ser diplomático.



¿Deficiente programación? No, señor Ministro. Algo más: total y completa ineptitud.



Más aun, como lo decía el Senador señor Espina: negligencia que no tiene justificación alguna. Porque estamos frente a una reforma de verdad trascendente, que contó siempre con el pleno respaldo de las fuerzas políticas existentes al interior del Congreso; respecto de la cual se hicieron todas las advertencias previas, públicamente y durante el trámite legislativo, en cuanto al financiamiento y a su implementación; en la que se asumió de manera pública todo tipo de compromisos, incluso informando sobre las cifras involucradas y la infraestructura que se estaba construyendo; que se firmó con toda una fanfarria, con bombos y platillos, en La Moneda -obviamente: era el 27 de noviembre, dos semanas antes de la elección presidencial-; acerca de la cual las autoridades del Gobierno pasado guardaron completo silencio con posterioridad a la promulgación de la ley; y en torno de la que, gracias a la inquietud del Senado, se comprobó que no se había hecho prácticamente nada.


Algunos ejemplos.



Me referiré primero a la infraestructura necesaria, y específicamente a los centros de reclusión semicerrados, elementos esenciales para el cumplimiento de la pena (el corazón de la reforma está quizá en esos lugares de reclusión). Y, a este respecto, debo corregir al Senador señor Espina, quien habló de 18. Entiendo que Su Señoría se haya equivocado, porque el listado oficial que nos entregó el Ministerio de Justicia dice “18”; pero se saltaron el número 16 (esto es bastante delicado; espero que lo corrijan; supongo que habrá sido un problema de secretaría). Entonces -para que no se vayan a equivocar después-, se trata de sólo 17 centros. De ellos, únicamente 5 están listos: 3 que ya existían y 2 nuevos. De los otros 12, recién se han iniciado las obras en 3. Y de los 9 restantes, sólo hay proyectos. O sea, en más de la mitad de los centros de reclusión semicerrados ni siquiera se habían iniciado las obras cuando faltaban dos a tres semanas para que la ley entrara en ejecución.



En materia de programas para la rehabilitación del consumo de drogas -otro elemento fundamental en el cumplimiento de la penalidad y de la rehabilitación de los jóvenes-, sólo se han implementado 9 programas: menos de 10 por ciento de lo que se dijo que se iba a implementar, no de lo que se necesita. En cinco Regiones no existe ningún programa de esa índole. Y en la mayoría de las Regiones no hay programas de rehabilitación para los consumidores problemáticos o abusivos, precisamente los que tienen problemas de delincuencia motivados por la droga.



Por último, tocante a la capacitación, en materia de monitores para la libertad vigilada asistida no existe prácticamente nada. ¿Programas para la ejecución de cursos laborales? ¡Ninguno! ¿Programas especiales para enseñanza en las escuelas? ¡Nada!



Y todos ésos son elementos esenciales de la reforma. Porque lo que hace ésta es cambiar el sistema tradicional de régimen cerrado por uno totalmente distinto, donde el centro del cumplimiento de la pena dice relación a la rehabilitación de los jóvenes. Pero en el hecho no se ha avanzado nada ni en materia de edificios ni en lo concerniente a capacitación.



Señor Presidente, en un tema de esta naturaleza no se puede argumentar que aquí hay críticas políticas, críticas menores, responsabilidades compartidas. Estamos en presencia de una de las reformas más importantes a nuestro sistema judicial, que contó con el respaldo de todos, que fue objeto de un trabajo muy bueno y que apunta a un elemento hoy día esencial en nuestra sociedad: cómo buscar mayor eficiencia para combatir la delincuencia juvenil -que en los últimos cinco años se ha triplicado-, pero, al mismo tiempo, cómo establecer un sistema que considere con dignidad la condición de la persona en relación a su edad y a sus circunstancias sociales, poniendo especial énfasis, no en un sistema estrictamente sancionatorio, sino en un sistema de justicia dirigido fundamentalmente a la rehabilitación de una vez por todas de los jóvenes y a su posible reinserción social. Y frente a una cuestión de tal envergadura no se pueden permitir ineptitudes como las descritas ni compromisos que no son reales.



Pero hay un hecho aún más grave, señor Presidente: aquí estamos en presencia de una conducta de incumplimiento de la ley a sabiendas. Porque, cuando veo el cronograma que nos entregó el actual Ministerio de Justicia con respecto a la construcción de los centros semicerrados, me resulta imposible concluir que las autoridades del Gobierno anterior hayan pensado o creído que se le podía dar cumplimiento en el plazo de seis meses. ¡Imposible!



Por lo tanto, considero que se dejó de cumplir una ley a sabiendas de que no se podía cumplir. Y eso, para una autoridad, es muy grave.



Tan claro era que no se iba a cumplir la ley y que era imposible ponerla en marcha, que el actual Ministro de Justicia nos propone un proyecto mediante el cual se prorroga la entrada en vigencia de la ley en un año. ¡El doble de los seis meses que planteó la Administración precedente! ¿Por qué? Porque era evidente que se necesitaba un plazo mucho mayor y porque sabían que no iban a poder cumplir.



¿Qué buscaron? ¿Qué pretendieron? ¿Por qué actuaron así? ¿Por qué hasta asumieron compromisos que no eran reales, sino falsos?



La única explicación posible es que sólo importaba la promulgación de la reforma antes de que terminara el Gobierno anterior. No hay otra explicación.



Por eso, señor Presidente, concluyo señalando que no se trata tan sólo de una deficiente programación. Aquí existe una burla al país, porque se comprometieron recursos e iniciativas que no eran verdaderos. Ha habido sobre el particular una ineptitud irritante, pues no se hizo ni lo mínimo. Y existe además un incumplimiento de la ley con plena conciencia, una irregularidad a sabiendas con respecto a las responsabilidades legales.



¿Quiénes se benefician? Los delincuentes. ¿Quiénes se perjudican? Las víctimas de la delincuencia, pero también los jóvenes que están en la situación irregular abordada por la ley, quienes deberán seguir y seguir esperando.



Señor Presidente -lo decía asimismo el Senador señor Espina-, no tengo más alternativa que abstenerme. Porque, sin duda, debe darse la prórroga solicitada, ya que de lo contrario los efectos serán aún más graves, peores. Pero me abstengo para manifestar nuestra protesta frente a esta burla, a esta ineptitud y a este incumplimiento de la ley, e igualmente, para dejar la puerta abierta, si existe la posibilidad institucional, a los fines de acreditar las responsabilidades de las autoridades que no dieron cumplimiento a la ley a sabiendas de que era imposible cumplirla.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor SOLÍS (Ministro de Justicia).- Señor Presidente, habiendo hecho uso de la palabra todos los señores Senadores miembros de la Comisión,…

La señora ALVEAR.- Yo, no.

El señor SOLÍS (Ministro de Justicia).- Perdón, Su Señoría. Me habría encantado escucharla.

La señora ALVEAR.- En seguida, señor Ministro. 

El señor SOLÍS (Ministro de Justicia).- Señor Presidente, debo hacer presente al Honorable Senado que el Ejecutivo presentó este proyecto fundado en los principios globales de la ley N° 20.084.



En general, en nuestro ordenamiento no existe una definición conceptual ni legal acerca de las finalidades propias de la pena. Ni en la Constitución, ni en el Código Penal, ni en legislación alguna donde se definan sanciones penales está contemplado el propósito que la sociedad ha tenido en vista en el momento de aplicar una medida de tal naturaleza a quien delinque.



Y ésa es una de las revoluciones de la referida ley, porque en ella sí se encuentran presentes los objetivos de la pena. Ésta es una legislación donde se define la finalidad de la pena como responsabilizadora, readaptadora y reintegradora del menor. Dejamos atrás las viejas teorías retributivas, referidas sólo al castigo, a esta civilizada y moderna forma del “ojo por ojo, diente por diente”, para pasar de verdad a la aplicación de una sanción de imposición social, con una finalidad central basada en la rehabilitación. Aquí se funden las viejas teorías responsabilizadoras con las de prevención general y especial del moderno Código Penal.



Por eso, al constatar que no existe la posibilidad de aplicar de manera uniforme, en un solo momento y en todo el país, las medidas alternativas que dispone esta ley a los menores infractores, como una forma de resocializarlos, de responsabilizarlos y de reintegrarlos a la sociedad, el Ejecutivo ha estimado más que necesario, imprescindible, otorgar el plazo de un año para afinar hasta el último detalle la instalación de la reforma y el sistema que va a recibir a los menores.



Ante las palabras vertidas por el Senador señor Chadwick, en cuanto a que fui extremadamente diplomático al definir la actuación de la autoridad como  “deficiente programación”, deseo manifestar, en nombre del Gobierno, que no se trata sólo de diplomacia. Creemos que efectivamente hubo un error y una mala evaluación. Pero digámoslo con todas sus letras: la norma que hoy estamos modificando es transitoria y no dice relación con los elementos sustantivos de la ley ni altera un componente central del acuerdo político que la generó. Por lo tanto, si las autoridades de ese momento hubieran apreciado la situación debidamente y hubieran planteado al Congreso un plazo mayor a los seis meses, sin duda nadie se habría opuesto a concederlo, si era el indispensable para que las finalidades de la ley efectivamente se cumplieran.



Sin embargo, señor Presidente, ese error no es un fundamento para que este proyecto fracase. Las consecuencias de no aprobarlo son extraordinariamente graves en cualquiera de las dos hipótesis siguientes: una, que entre en funcionamiento un sistema, concebido para rehabilitar, que no está dotado aún para cumplir los objetivos que el Parlamento tuvo en vista al momento de aprobar la ley, y otra, que, si tuviéramos que corregir la norma legal en el futuro y suspendiéramos su aplicación, el vacío de jurisdicción que se generaría respecto de los menores que hoy día se enfrentan a la sanción penal sería tremendo. Por lo tanto, la aprobación de esta iniciativa es absolutamente indispensable.



Por ello, hago presente a los señores Senadores de Oposición, con todo respeto, que las posibilidades no son sólo votar en contra o abstenerse. 



Lo que hoy día estamos construyendo entre todos es un sistema de jurisdicción penal para los menores, cuya finalidad es ejercer la prevención general en favor de las víctimas y la especial para rehabilitar a los infractores. Es un objetivo que tiene carácter nacional, que va más allá de las bancadas, más allá de las banderías, y que resulta indispensable, por un lado, para controlar el flagelo de la delincuencia y, por el otro, para recuperar a estos menores.



Señor Presidente, el Ejecutivo solicita respetuosamente al Senado la aprobación del proyecto, calificado con urgencia de “discusión inmediata”, como un elemento esencial para terminar de construir, de manera reflexiva y pausada, un sistema de justicia penal responsabilizador de los menores, que de verdad cumpla con todos los objetivos que el Parlamento ha determinado.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, quiero centrarme en el tema de la infraestructura, respecto al cual el Ministro señor Solís informó que el sector justicia, a través de la Subsecretaría de Justicia, ha efectuado inversiones que alcanzan los 38 mil millones de pesos, en orden a garantizar que en todo el país se cuente con centros especiales para adolescentes, que les permitan estar totalmente separados de los adultos.



Restan por gastar, pero están contemplados en el presupuesto del área, unos 3.700 millones de pesos en el diseño y construcción de un centro cerrado de privación de libertad en la Región Metropolitana.



El Secretario de Estado señala que, por primera vez en nuestra historia, se cuenta con un centro cerrado por Región (17 en total), exclusivo para adolescentes del nuevo sistema de justicia penal, y que se está en la fase de diseño de un nuevo centro para la Región Metropolitana, que vendrá a complementar los existentes.



Al mes de junio de 2006, en el país existe un total de 5 centros semicerrados, en las Regiones Primera (Arica e Iquique), Décima (Puerto Montt), Undécima (Coihaique) y Duodécima (Punta Arenas). Ello, sin contar que en enero de 2007 se entregarán, en teoría, 7 centros más, en las Regiones Segunda, Cuarta, Quinta, Sexta, Décima (Valdivia) y Metropolitana (Calera de Tango y uno femenino). Los centros de las restantes Regiones se entregarán también durante ese año.



El Ministro de Justicia señaló que el SENAME preparó y capacitó al personal de los centros de administración directa y a los programas en medio libre, en las Nuevas Orientaciones Técnicas, que son el instrumento que contiene los modelos técnicos de intervención psicosocial, según línea programática. A ello hay que sumar que las defensorías públicas llamaron a licitación y los funcionarios del Poder Judicial se capacitaron en la materia, al igual que los fiscales.



En consecuencia, hay organismos y Regiones donde el trabajo ya se ha realizado. Entonces, ¿por qué se castiga a éstas si dieron total cumplimiento a su obligación?



Finalmente, señor Presidente, permítame consultar al Ministro de Justicia lo siguiente: ¿cuáles son los aspectos técnicos tan importantes que han impedido iniciar la vigencia de la ley en forma paulatina en las Regiones que cumplen con los requerimientos para su implementación?



¿Qué va a pasar con la infraestructura ya construida y entregada al SENAME durante el período de prórroga que se está pidiendo para la entrada en vigencia de la ley? ¿Cuáles serán los costos de mantener esos verdaderos “elefantes blancos” en cinco Regiones del país?



¿Esto quiere decir que, después del 8 de junio, los menores infractores de la ley seguirán paseándose libres y sin ser intervenidos por los organismos del Estado, que no han respondido cabalmente a la súplica nacional de sancionar a los menores que cometen delitos?



Estimo que debe buscarse una instancia intermedia para que no se piense que se concede un año sabático a estos menores para que sigan siendo impunes ante la ley, considerando que la actual legislación sólo sanciona livianamente a los mayores de 16 años por delitos de gravedad.



Por lo antes expuesto, opino que la ley debería ponerse en vigencia en las Regiones que cuentan con la infraestructura suficiente y con los organismos competentes debidamente capacitados para que ello ocurra, teniendo como principal base la experiencia de la reforma procesal penal, que se implementó progresivamente por Regiones.



En consecuencia, sólo me queda anunciar mi abstención y esperar que, en lo posible, dentro del año de postergación que se ha solicitado se dé cumplimiento de verdad al compromiso asumido.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, durante los Gobiernos de la Concertación se han llevado adelante los procesos de modernización al sistema de administración de justicia más importantes de los últimos cien años. De hecho, actualmente funciona en todo el país el nuevo sistema procesal penal, que ha significado un cambio radical desde una justicia inquisitiva a una acusatoria, transparente, con procesos públicos, donde quienes son víctimas tienen la posibilidad de contar con un fiscal que los represente en nombre del Estado, y en que existen defensores públicos eficientes.



Todo ello partió en la época en que el señor Presidente del Senado era el Primer Mandatario, y se logró concretar gradualmente, como se estipuló, durante el período del Presidente Lagos. 



Quiero señalar que las miradas en torno a las obras de Gobierno deben ser hechas en su globalidad. Nunca antes se habían llevado adelante procesos de reformas tan sustantivos en diversos ámbitos.



Qué duda cabe acerca de que la modificación al sistema sobre responsabilidad penal juvenil es una tremenda necesidad, por cuanto la ley permite -¡ojo!- no que los adolescentes queden libres, como afirmó un señor Senador, sino que, por el contrario, se establezca como única sanción la pena privativa de libertad, lo cual es extraordinariamente complejo, a mi juicio, porque en muchos casos se trata sólo de primerizos. 



Hecha esta afirmación, señor Presidente, me parece sumamente responsable de nuestra parte haber analizado la situación, a la luz de los antecedentes existentes hoy día, con el objeto de buscar la mejor forma para que la iniciativa pueda ser concretada de manera eficiente en el país.



No me cabe la menor duda de que la decisión -que el Senado debe tomar- de aplazar esta reforma en un año es inteligente, porque nos va a permitir aplicar una ley novedosa. Dicho sea de paso, yo no participé en esa discusión; si no, habría tenido tremendos reparos en que la responsabilidad penal partiera a los 14 años. Y hasta el día de hoy los tengo. Con mayor razón, entonces, debemos preocuparnos por que su implementación sea la adecuada.



También quiero agregar -porque aquí se trata de responsabilidades comunes- que el proyecto original del mensaje era distinto del que aprobó el Senado y, finalmente, el Congreso Nacional, lo cual es atendible, pues éste debe legislar a la luz de lo que el Ejecutivo propone, agregando lo que estime pertinente. Sin perjuicio de ello, modificaciones acordadas especialmente en el Senado, a mi juicio, introdujeron efectos preocupantes en la ley. 



En primer lugar, se estableció que la privación de libertad no es una medida de último recurso. Se permite su utilización en muchas infracciones distintas, no todas ellas de gravedad. Ello me parece alarmante, y fue agregado en esta Corporación. 



En la iniciativa del Ejecutivo, las sanciones en el medio libre eran la regla general, reservándose la privación de libertad para todos aquellos delitos que la propia normativa calificaba taxativamente de graves. Es más, incluso en dicha hipótesis, el proyecto original del Gobierno otorgaba al juez, cumpliendo ciertos requisitos, la posibilidad de sustituir la sanción por otra menos gravosa, e incluso revocarla cuando ello fuera más adecuado para la integración social del infractor. Estas últimas facultades judiciales fueron severamente limitadas en el Senado.



Cabe preguntarse si extender y aumentar la privación de libertad es una solución que previene de manera eficaz y sostenida en el tiempo la comisión de delitos o, por el contrario, perturba -como yo creo- seriamente la reintegración social del adolescente y provoca un daño irreparable en el desarrollo de su persona. Además, todos conocemos los efectos criminológicos que genera el encarcelamiento para todas las personas y, con mayor razón, para los adolescentes. 



La ley despachada por el Senado no establece un sistema de sanciones autónomo distinto del de adultos, como sí lo hacía el proyecto del Ejecutivo. De manera tal que se ha creado un método híbrido en el que las sanciones de los jóvenes se fijan con relación a las que el Código Penal contempla para los adultos, rebajadas en un grado del mínimo previsto. 



Por otra parte, falta un sistema diferenciado para sancionar a los jóvenes de 14 y 15 años, y los de 16 y 17 años. Tal materia sólo se trata de manera distinta para los efectos de la privación de libertad, única y exclusivamente para ese caso.



También se han restringido en exceso dos elementos que originalmente contemplaba la iniciativa del Gobierno: la mediación y los acuerdos reparatorios. En general, el sistema de justicia restaurativa está ausente en esta ley. 



Por ende, señor Presidente, me parece muy importante que el proyecto se analice en su contexto global. Y no estoy eludiendo las afirmaciones realizadas en torno a algunos retrasos, que sí los hay. 



Pero también debo decir, con mucha franqueza, que no es efectivo que no se haya hecho absolutamente nada. 



Existen 17 centros cerrados listos, pero algunos semicerrados están atrasados en su construcción, lo que es preocupante, porque todos queremos que los jóvenes que infringen la ley por primera vez vayan a un recinto de este tipo.



Es probable que se haya pensado en su momento en el Servicio Nacional de Menores como medida transitoria -no estoy diciendo que fue así, pero pudo haberlo sido- para recluir a esos muchachos en los centros de la red de servicios de ese organismo.



Por otra parte, señor Presidente, no es dable sostener que nada se ha efectuado en cuanto al tratamiento de rehabilitación contra el consumo problemático de drogas. De hecho, durante este año se ejecutarán, en varias Regiones, nueve proyectos (siete financiados por el SENAME y dos, por el CONACE), con una cobertura de 460 plazas y un costo superior a 471 millones de pesos.



En relación con el SENCE y las posibilidades de trabajo de los jóvenes, desde junio de 2000 opera un convenio de colaboración que implica el traspaso de fondos al SENAME para la ejecución de cursos de capacitación laboral al interior de los centros privativos de libertad, de acuerdo con los requisitos establecidos (mínimo ocho jóvenes con permanencia superior a un mes, de 16 años y más). Contempla, además, recursos para becas individuales, en todas las Regiones, a jóvenes de programas de intervención ambulatoria. La distribución de aquéllas opera conforme a criterios de cobertura poblacional, territorial, edad y oferta.



Con esto, dejo establecido que no es efectiva la afirmación de que aquí no se ha hecho absolutamente nada. Y lo digo con mucha claridad: en primer lugar, durante la discusión de esa iniciativa -yo sé que el Ejecutivo es colegislador con el Legislativo, pero para aprobar los proyectos se requiere acuerdos-, varios de los consensos alcanzados, a mi juicio, desdibujaron muchos de los objetivos que el Gobierno contempló en el texto original.



En segundo término -y espero que todos los señores Senadores lo escuchen-, existen tremendas -¡tremendas!- dificultades para construir centros semicerrados. Pienso que ninguno de ellos se edificó sin que el alcalde de la zona, la comunidad o, incluso, Parlamentarios hayan marchado por las calles manifestando su oposición a esas instalaciones. Ello ha significado un retraso enorme en la construcción de centros para el Servicio Nacional de Menores y de recintos penitenciarios.



De manera que deseo poner en su justa dimensión la situación en la cual nos encontramos.



Señor Presidente, a diferencia de lo que ocurrió en la reforma procesal penal, en este caso lamentablemente no es posible la implementación gradual. Y no lo es, porque sería inconstitucional. Dicha reforma se refiere sólo a normas de procedimiento.



En cuanto a la normativa en comento, no puede haber un sistema que contemple la responsabilidad penal a partir de los 14 años en algunas Regiones, y en otras, uno que lo haga a partir de los 16. Francamente, eso no tiene viabilidad, aun cuando se considere aconsejable.



Por último, señor Presidente, señalo que se deben abordar varios temas para que la ley comience a funcionar en forma eficiente. Pero es extraordinariamente exagerado que, existiendo una obra tan importante como la emprendida en los últimos años en el país respecto de una reforma de la justicia tan contundente y reconociendo que se han producido retrasos en varios aspectos de la implementación de esta ley, se ponga en cuestión su cumplimiento o se afirme que se promulgaron iniciativas legales a sabiendas de que se iban a incumplir. Me parece que ése es un juicio extraordinariamente apresurado.



Finalmente, quiero recordar que el proyecto de ley enviado por el Ejecutivo, en su momento, tuvo severas modificaciones al interior del Congreso Nacional.



Por ello, votaré a favor de la postergación de la entrada en vigencia de la ley sobre responsabilidad penal juvenil.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- 
Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, seré muy breve, puesto que las intervenciones de los Senadores señores Chadwick y Espina me ahorran gran parte de los comentarios que iba a exponer.



Sin embargo, considero necesario formular algunas reflexiones que pueden ser útiles por lo menos para entender cuál es nuestra inquietud y qué tan grave es el asunto.



Antes debo esclarecer que hay dos cosas que ahora no son objeto de controversia. No lo es, por un lado, el contenido de la ley original, cuyo diseño obedeció a un trabajo que tomó tiempo. Por cierto, se pueden haber buscado opciones consideradas discutibles, pero, con mucha voluntad, al final se llegó a consensos en cuanto a los contenidos legislativos que hoy día están o deberían estar a punto de entrar en vigencia. Siempre es posible abrir una discusión, pero a mi juicio no es éste el momento para hacerlo.



Y, respecto de los objetivos en sí mismos, tanto el Gobierno anterior como el Congreso Nacional llegaron a un acuerdo acerca de un proyecto que hoy día tampoco se procura modificar mediante la iniciativa que ha presentado el Ejecutivo.



Por otra parte, tampoco están en debate los enormes cambios en la administración de justicia, los cuales, además, son positivos. Muchos de ellos se han concretado con la gran participación y el aporte constructivo del Parlamento, donde la Oposición tuvo siempre la mejor disposición para trabajar. Incluso entidades privadas que no forman parte de la línea oficialista hicieron una tremenda contribución.



Lo anterior es importante y efectivo. Nadie lo está poniendo en tela de juicio.



Estamos hablando simplemente de la razón por la cual hoy día una ley de tanta envergadura, de larga tramitación, debe ser postergada. Y los antecedentes que conocemos sólo permiten arribar a una afirmación clara y definitiva: ha existido una gravísima negligencia, que demuestra una tremenda ineptitud de las personas que condujeron los aspectos ejecutivos del sistema. Porque si bien es posible realizar una discusión sobre algunos contenidos legislativos, el diseño de la normativa está bien hecho, bien pensado. Sin embargo, no están bien hechas ni bien pensadas la ejecución y la implementación del texto legal, ya aprobado por el Parlamento y a punto de entrar en vigencia.



Esto es lo que pienso que debe llamar la atención del Senado.



No parece razonable que proyectos de ley de esta envergadura, que deben ser implementados y ejecutados por el Gobierno -puesto que ésa es su tarea específica-, no puedan aplicarse porque no se hace bien el trabajo. Opino que es importante, por doloroso que sea desde un punto de vista político, admitir que eso es lo que ha ocurrido.



Es cierto que no todo está mal hecho; algunas cosas sí se hicieron bien. Pero de los informes que recibimos en la Comisión de Constitución -y participé en sus sesiones- queda claro que hay incumplimientos, totales o parciales, en varias materias. Los hay -como ya se ha dicho- en los centros cerrados de privación de libertad; los hay en los recintos para la internación en régimen semicerrado; los hay en la educación de los jóvenes privados de libertad; los hay en el tratamiento y rehabilitación del consumo de droga; los hay respecto de la institución de los delegados para el control de libertad asistida; los hay en los programas de capacitación laboral de los jóvenes infractores; los hay en la necesidad de reglamentos y otras normas para implementar la ley; los hay en los procesos de especialización y capacitación en distintas instituciones. Es decir, el diseño de ejecución de la normativa es un desastre. La anterior Administración no dio cumplimiento a aquello a lo cual se comprometió.



Lo insólito es que en agosto de 2005, durante la tramitación de ese proyecto, el Ejecutivo de entonces presentó la indicación número 210, tendiente a reemplazar el inciso primero del artículo 1º transitorio, la cual expresaba: "La presente ley entrará en vigencia el 2 de enero del año 2006".



¡Eso es lo que propiciaba el Gobierno anterior!



Y lo cierto es que, gracias a la intervención de algunas autoridades que pidieron mayor plazo para implementar el texto legal -entre otras, el Fiscal Nacional-, se fijaron seis meses.



La verdad es que ha habido una profunda negligencia de parte de quienes tuvieron la responsabilidad de llevar a cabo la transformación de una de las materias de responsabilidad penal más complejas y delicadas que existen, cual es la de los jóvenes. Ello, por las razones que aquí se han dicho, a algunas de las cuales se refería, al fundamentar sus inquietudes, la señora Senadora que me antecedió en el uso de la palabra.



La gravedad de la situación estriba en que hoy día nos hallamos postergando la necesaria legislación que debe regular la responsabilidad penal juvenil y, sin embargo, no vemos quién responde por esta negligencia, por esta ineptitud. Yo no he visto a nadie todavía hacerse cargo del hecho y decir: "Sí, lo hicimos mal. Fracasamos. No hemos sido competentes".



Y cuando en días pasados nosotros hemos formulado la denuncia pertinente mediante el análisis de varias obras que responden a la misma inquietud, se nos ha calificado de hacer una crítica mezquina o una crítica política.



Díganme Sus Señorías cuál es la mezquindad o cuál es el aspecto político al señalar que aquí hubo un tremendo fracaso en la implementación. ¿Dónde está la mezquindad? ¿Dónde aparece el aspecto político?



Lamentablemente, en varias obras de esta naturaleza podemos encontrar distinto nivel de gravedad en el incumplimiento. Son iniciativas que, desgraciadamente, se han desmoronado.



Cuando hicimos esas denuncias, el Ministro Secretario General de Gobierno, señor Ricardo Lagos Weber, respondió: "Bueno, no se ha desmoronado todo".

El señor PROKURICA.- ¡Casi todo!

El señor LARRAÍN.- Y el vocero de Gobierno tiene razón. Sería injusto decir que se ha desmoronado todo. Pero su respuesta admite que algunas cosas sí lo han hecho. Resulta una paradoja, pero es así.



Me parece justo que alguien se vaya haciendo cargo de cada una de estas inquietudes, porque tenemos el derecho de hacer presente esta situación.



Además, lo ocurrido tiene que ver con otro problema que nos aqueja como país: no hacemos las cosas bien. La preocupación de trabajar bien debería ser parte fundamental de cualquier función, en todo ámbito: en la labor de un joven, de un adulto, de un profesional, de una madre. Siempre debemos hacer bien lo que emprendemos.



Aquí no ocurrió así, porque en lugar de perseguirse tal objetivo primó la intención, al final del Gobierno pasado, de hacer una obra electoralmente conveniente. El apresuramiento por sacar adelante iniciativas que no estaban maduras -como la ley de responsabilidad penal juvenil- llevó, por el vértigo electoral, por el vértigo del poder, al resultado que conocemos.



Algunos han dicho que se pretende dañar la imagen del ex Presidente Lagos. Por mi parte, deseo consignar que tengo gran respeto por su persona. Nadie podría decir que fue un mal gobernante. Pero seamos honestos: ello no significa que todas las realizaciones de su Gobierno estuvieron bien hechas. Y menos todavía aquellas más emblemáticas efectuadas al final de su mandato y que no resultaron bien, no por su responsabilidad, probablemente, sino por la de sus equipos de trabajo o de algunos niveles de Gobierno. Ciertamente hay responsabilidades compartidas.



Sin embargo, el dato del cual el país debe tomar conciencia es que cuando llegan las elecciones importa más ganar los comicios que un trabajo bien hecho. Y ese criterio electoralista, esa ambición ilimitada por el poder, son extremadamente dañinos.



No digo que solamente sea algo que padezcan algunos. Quizás sea un vicio más generalizado, porque responde a la condición humana. Pero lo cierto es que ocurrió.



La única explicación posible respecto de la situación que hoy día estamos viendo tiene que ver con un afán electoralista de avanzar más allá de lo posible solamente porque lo que interesa es el poder. Pienso que esta deformación debe ser corregida.



Y es bueno hacerlo presente ahora, cuando no hay elecciones por delante, sobre todo para que el actual Gobierno pueda disponer de tiempo y realizar bien su obra, de modo que no se llegue al final del período y, en la búsqueda desesperada de perpetuarse en el poder, se lleve a cabo cualquier cosa, a costa de engañar a la gente en el sentido de que existen iniciativas listas para entrar en acción, en circunstancias de que la realidad demuestra exactamente lo contrario.



Por eso me resulta muy difícil dar mi aprobación a este proyecto, pues, al igual que muchos colegas, no quiero hacerme responsable de la situación. Negar esta última sería peor, por cuanto significaría aceptar que se pusiera en vigencia un sistema malo, que se ha convertido en un desastre y que la actual Administración, según sus propios dichos, no se encuentra en condiciones de implementar. En consecuencia, no me queda otra opción que abstenerme, a pesar de que mi voto tendría que ser de rechazo, para dejar constancia ante el país de que las cosas mal hechas siempre deben ser repudiadas.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, creo que el único adjetivo calificativo que merece un proyecto de esta naturaleza es el de bochornoso. Me cuesta imaginar que su fin sea la postergación de una legislación tan relevante y debatida en este Senado como la concerniente a la responsabilidad penal juvenil.



Y corrijo a algunos Honorables colegas que me antecedieron en el uso de la palabra, pues la discusión del tema ni siquiera partió el año 2002. Recuerdo bien que cuando se vio la reforma procesal penal se señaló que el segundo pilar clave para modernizar el país y combatir la delincuencia era, precisamente, enfrentar esta última en el ámbito de la juventud y, en particular, a partir de la responsabilidad penal. Por lo tanto, su análisis comenzó hace por lo menos 10 años. Porque se planteó que ya a esa altura no era posible mantener un sistema en el cual la responsabilidad real nacía a los 18 años y donde, en la práctica, el amplio espectro de la delincuencia entre los 14 y los 18 años quedaba impune, ya sea a través de la figura del discernimiento, ya sea por resoluciones judiciales basadas en esa concepción.



Ello ha generado que en la última década y hasta ahora la delincuencia juvenil haya subido más de 500 por ciento. ¡Más de 500 por ciento! Ése es el costo país que ha significado la falta de una nueva normativa al respecto. Porque se ha producido el círculo vicioso, explicado por todos los especialistas, consistente en que, ante la evidencia de la impunidad de una conducta criminal que puede resultar lucrativa, quienes se encuentran en tal situación incurren en actos delictuales o son contratados por delincuentes mayores para cometerlos, cuestión absolutamente acreditada en todos los informes puestos en nuestro conocimiento, tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado, durante la discusión pertinente.



Entonces, cuando se tiene presente que el principal problema de Chile ha sido durante mucho tiempo el de la delincuencia; cuando parte esencial del agravamiento de esa realidad se vincula con el aumento e impunidad de la delincuencia juvenil y la falta de rehabilitación de los hechores; cuando se decide realizar un esfuerzo gigantesco y se discute un proyecto durante 4 años, después de considerar múltiples informes sobre la materia, y cuando, a la postre, en medio de la alegría y los aplausos, se logra legislar y, teóricamente, implementar una legislación que por fin combatirá el incremento de la delincuencia juvenil, a mi juicio resulta bochornoso, señor Presidente, que dos semanas antes de su entrada en vigencia se diga que se necesita a lo menos un año más para su implementación.



Yo me he involucrado en el tema, porque siento que ahí está la raíz de muchos de los problemas de nuestro país
. Es algo que tiene que ver con la formación y la rehabilitación de los jóvenes, con su inserción en la sociedad y en el campo ético, con la seguridad de miles de familias que han sido víctimas de este tipo de delincuencia, cuyo índice de crecimiento ha sido sostenido en el tiempo.



En consecuencia, cuando se presentan iniciativas como la que ahora estamos discutiendo, sólo caben dos conclusiones: o hay una ineficacia brutal o hubo una promesa demagógica electoral equivalentemente fuerte. No existe otra explicación para la ausencia de una implementación adecuada. Puedo entender que para la puesta en marcha de algún proyecto falte 10 ó 20 por ciento o se requiera gradualidad. Pero, según lo que hemos oído de los expertos, no es que aquí falte 10 ó 20 por ciento, pues hay rubros en los que la cifra asciende a 50 por ciento. Y puede mencionarse el caso de algunos de los centros de reclusión, o de la política antidrogas, o de la ejecución de planes educacionales, o del nombramiento de delegados, o de la preparación de las personas que deben participar en el procedimiento. O sea, no se trata de un asunto de 10 ó 20 por ciento, sino de un problema grueso, global, fuerte. Y eso, en lo personal, me parece inaceptable.



Por lo menos yo todavía tengo la capacidad de remecerme ante situaciones como ésta. Después de realizarse un gran esfuerzo en seminarios, en campañas, para plantear de cara a la opinión pública lo que se estaba haciendo, el que ahora resulte que todo queda para dentro de un año significa que durante 12 meses habrá muchas más posibilidades de que los delincuentes juveniles actúen con impunidad, que se registrará absoluta incapacidad para rehabilitarlos y que no contarán con ninguna alternativa educacional, a diferencia de lo que estaba previsto en los fundamentos del proyecto. Y eso -reitero- lo considero muy serio.



Por lo mismo, señor Presidente, soy contrario a la postergación. Creo que hay un minuto en que uno tiene que asumir o hacer asumir la responsabilidad. De lo contrario, se dará la sensación de que, cada vez que se falle, cada vez que se prometa lo imposible, cada vez que haya ineficiencia, habrá un Parlamento benévolo que arreglará el enredo y, como en este caso, por la vía de mayores plazos, permitirá seguir postergando la solución de uno de los principales problemas que enfrentan nuestros compatriotas.



Participo del espíritu del nuevo sistema y siempre que me lo requirió la autoridad colaboré con ideas, conceptos y puntos de vista para enriquecer el proceso. También seguí en detalle la participación de los expertos. Por otra parte, he revisado las actas y no encontré en ellas ni una consideración del Ejecutivo en cuanto a las dificultades que podría haber para la implementación de la ley en seis meses, aun con modificaciones respecto del texto original. En ninguna instancia se advirtió que la aplicación del sistema podría sufrir un retraso. Las únicas prevenciones provinieron del Ministerio Público y la Defensoría Penal Pública, que hicieron presente que ese plazo podía suponerles dificultades en sus tareas propias, desde una perspectiva económica. Sin embargo, el Gobierno de la época dijo tener solucionados esos problemas y quedó constancia de que tales aprensiones eran infundadas.



Al igual que muchos colegas, señor Presidente, llevo algún tiempo en el Parlamento, mas no recuerdo otro caso en que, a dos semanas de la entrada en vigor de un cuerpo legal, se deshagan un trabajo y una esperanza de décadas. Podrán decirme que el sistema igual va a estar implementado en un año más, pero yo pregunto quién responderá por los siguientes 12 meses, quién responderá por los delincuentes juveniles y su falta de rehabilitación, que, evidentemente, se hará sentir en millares de familias chilenas.



Por las razones expuestas, voy a votar en contra del proyecto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Arancibia.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, algunos señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra fueron elocuentes al expresar que en los Gobiernos de la Concertación se ha llevado a cabo en nuestro país la reforma más importante de los últimos cien años a la legislación penal. Y es cierto.



También se dijo que tal proceso había comenzado durante el mandato de Su Señoría como Presidente de la República. Yo recuerdo que se inició en forma efectiva, eficiente, sin gran parafernalia, pero avanzando de modo sistemático en lo que hoy se ha logrado concretar en muchos aspectos.



Y, principalmente, se planteó que la ley cuya entrada en vigencia se intenta postergar mediante la iniciativa en debate merece observaciones. 



Considero legítimo que haya distintos puntos de vista al respecto. Me consta que el esfuerzo legislativo para alcanzar ese logro fue relevante -y toda normativa es perfectible en el tiempo-; pero me quedo con lo manifestado por el propio señor Ministro de Justicia, quien resaltó las bondades de dicho cuerpo legal.



Después de esas consideraciones, quiero referirme a algo que se ha expresado en forma reiterada: nadie está cuestionando la ley en análisis, ni tampoco el esfuerzo que en el ámbito de la justicia se ha realizado en los últimos 16 años. Aquí estamos hablando -lo repito una vez más- de la incapacidad de cumplir un compromiso, una meta, un proyecto.



Me ha llamado la atención que los Honorables señores Chadwick y Espina coincidieran en señalar que, en su momento, en hacer presente que el tiempo establecido para la implementación de esta ley les parecía muy breve, pero que tal duda fue tajantemente desvirtuada por las autoridades de Gobierno de la época, en el sentido de que estaba todo acotado, todo definido, todo delimitado, todo financiado. 



Pues bien, tanto durante el período en que se discutía eso -y aun antes-, como en la actualidad, la seguridad ciudadana era, es y va a seguir siendo en el futuro inmediato un asunto central. Por consiguiente, el compromiso de llevar adelante esa legislación en un plazo de seis meses llenó de alegría y esperanza a quienes deseábamos  que se materializara.



Entonces, ¿cómo entender ahora que, a pocos días de su puesta en marcha, de su implementación, nos enteremos de que aquello que se informó de manera terminante no correspondía a la realidad? 



Podría decir que me sorprende, pero no tanto. Porque, hace poco, los Parlamentarios de la Quinta Región tuvimos conocimiento de que una obra también trascendental, emblemática para la zona, como es la del acceso sur al puerto, se encuentra atrasada, por notable coincidencia, en un año. Y esto se dio a conocer, igualmente, de la noche a la mañana. Hasta semanas antes nada hacía pensar en una demora, y de pronto nos encontramos con una postergación de doce meses. 



Así que el lapso de un año parece haberse convertido en un factor común de algunos proyectos.



Por eso, me extraña que las expresiones de descontento, molestia o inquietud vertidas esta tarde con relación a la iniciativa que nos ocupa sean calificadas como “crítica pequeña”.



Es decir, nuestras palabras constituyen una “crítica pequeña”. Y la defensa de lo indefendible pareciera ser una “defensa grande”. 



Se ha sostenido que la iniciativa que dio origen a la ley de que se trata habría sido utópica. Lo escuché aquí en la Sala. Si se parte aceptando que algunos proyectos son utópicos, indefinidos o que no existe capacidad para sacarlos adelante, no debieran llegar al ámbito del debate parlamentario.



Asimismo, creí percibir que se pretendía endosar a los legisladores alguna suerte de responsabilidad en la aptitud ejecutiva para llevar a la práctica los compromisos involucrados en los cuerpos legales. Y esto sí lo encuentro rayano en un exceso casi inaceptable dentro de la discusión en el Congreso. Nosotros participamos en el debate de las distintas iniciativas y en la elaboración de sus normas de acuerdo con la conveniencia de la sociedad en un instante determinado. Pero postular que, además, controlemos si la ejecución de las obras se está efectuando en forma adecuada excede con largueza nuestras responsabilidades. Y quiero dejar esto particularmente claro.



Si el problema central era y es la seguridad ciudadana, ¿cómo se entiende el hecho de que se haya producido una incapacidad por parte del Gobierno del ex Presidente señor Lagos precisamente en una materia atinente a un área central de aquélla? 



Y, respecto de otro punto, ¿cómo se entiende que se ponga urgencia a un proyecto para otorgar libertad condicional a gente que se encuentra condenada por acciones de carácter terrorista? 



¿Cuáles son las señales que el Gobierno está dando frente a una de las mayores preocupaciones de la gente: la seguridad ciudadana?



¿Estamos demostrando que no somos capaces de implementar los dispositivos que hemos analizado y pretendido llevar adelante? ¿Estamos tratando de modificar normas que en este momento se están aplicando por los tribunales de justicia? 



¿Qué podemos decir a los choferes de micros asaltados por muchachos en los distintos recorridos que cumplen en nuestras ciudades? ¿O al conductor del camión que transitaba por la ruta hacia el sur y que fue atacado por una horda que hablaba un extraño idioma, y a quien le incendiaron el vehículo y que ha relatado, con temor, el riesgo a que estuvo expuesta su vida?



¿Qué explicación es factible entregar a esas personas? ¿Qué señales estamos dando con este tipo de iniciativas y con la incapacidad de cumplir con lo que legislamos?



Por eso, señor Presidente, a fin de dejar testimonio en el Senado de la inquietud, indignación e impotencia de la gente a la cual represento, anuncio que votaré en contra de esta postergación.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en verdad uno no deja de tener presente la herencia que el Gobierno recién pasado dejó al actual. Por eso quiero iniciar mis observaciones haciendo una sucinta enumeración de proyectos que fueron inaugurados con notable despliegue de prensa y alto costo desde el punto de vista de la difusión,  pero que, a poco andar, se han visto postergados o no están funcionando como corresponde.



El plan Transantiago se va a retrasar por más de un año; la Alameda, principal arteria de la ciudad de Santiago, se encuentra totalmente deteriorada, según los informes técnicos pertinentes; hay vías concesionadas que en menos de un año están saturadas y no están funcionando bien; los Tribunales de Familia se hallan atochados; los trenes se descarrilan y llegan de vez en cuando -entre comillas- a Puerto Montt; las cárceles licitadas no serán entregadas dentro de los plazos fijados; el puente sobre el Cachapoal, en la ruta 5 Sur, construido hace menos de dos años, presenta fallas y está en peligro de ser cerrado. 



Y ahora estamos tratando la postergación de la reforma del procedimiento sobre responsabilidad penal juvenil. En este caso se han invertido más de 38 mil millones de pesos. Algunas localidades ya han implementado su recinto especial. Así ocurre en Arica, Iquique, Puerto Montt, Coihaique y Punta Arenas. Se me ha informado que en Coihaique, incluso, hay 4 jóvenes internados. Sólo falta que los gendarmes se integren al centro de diagnóstico y juren la próxima semana, para empezar inmediatamente a cumplir sus labores.



Entiendo la dificultad de implementar esta reforma de manera gradual. En el caso de la procesal penal, el procedimiento era distinto; sin embargo, las penas se mantuvieron. En la que nos ocupa no habría igualdad ante la ley y, por lo tanto, es muy difícil hacerlo -prácticamente imposible-, porque sería inconstitucional.



En esta materia, cabe preguntar qué destino se dará a esos recintos y si el Gobierno tiene capacidad real para implementar su uso antes de un año. 



Además, no deja de preocuparme, en términos generales, no sólo el costo de lo que va a significar para la sociedad chilena la gran cantidad de obras y proyectos postergados o que no están funcionando, sino también saber cuánto tiempo van a distraer de su corto período gubernamental las actuales autoridades en defender a la Administración anterior. Porque eso sí que me parecería muy grave, por su responsabilidad ante la ciudadanía y los otros Poderes del Estado.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, escuché con atención a los Senadores de la Concertación cuando expresaron dos órdenes de ideas. Y considero necesario precisarlas y dar a conocer una opinión absolutamente contraria.



En primer término –como decía el Honorable señor Larraín-, no está en debate el mérito de la ley cuya entrada en vigor se trata de posponer. Todos nosotros, tanto en la Cámara Baja como en el Senado, contribuimos a perfeccionar una normativa que consideramos esencial para establecer, por una parte, la responsabilidad penal de los jóvenes mayores de 14 años; y, por otra, las políticas rehabilitadoras, que son fundamentales para poner término a su carrera delictual. Eso no está en discusión. 



Todos hemos contribuido a su dictación, y queremos que una normativa de este tipo pueda verdaderamente ayudar a combatir la delincuencia y a dar tranquilidad y serenidad a nuestros hogares, familias y barrios.



En segundo lugar, ha habido –lo hizo en forma directa un señor Senador de la Concertación- el intento de atribuir responsabilidades tanto a ésta como a la otra rama legislativa.



Quiero rechazar de la manera más enérgica esa afirmación, basada en hechos absolutamente falsos. Me consta que en el debate tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado se consultó reiteradamente a las autoridades del Gobierno del Presidente Lagos acerca de un aspecto que considerábamos esencial: la infraestructura y la capacitación para poder llevar adelante la ley de responsabilidad penal juvenil. 



No se nos escapaba en ese debate la necesidad de que existieran centros de detención semicerrados en cada una de las Regiones. De hecho, consulté específicamente por la situación de la Octava Región. Y en todo momento, tanto en Comisión como en Sala, los representantes del Ejecutivo de entonces -particularmente el Ministro señor Bates- fueron reiterativos y tajantes para decir que el grado de cumplimiento del Gobierno era estricto, y que, al momento de entrar en aplicación la nueva ley de responsabilidad penal juvenil, todo lo necesario estaría disponible.



Por lo tanto, rechazo de la manera más tajante cualquier atisbo de atribuir responsabilidad a Parlamentarios de Oposición y a los congresales en su conjunto. En esta Sala y en la de la Cámara de Diputados, en las Comisiones de Constitución de ambas ramas –según consta en actas-, las autoridades de la Administración del Presidente Lagos aseveraron que era un hecho que todo lo necesario estaría disponible y que nadie debía tener dudas al respecto.



Nuestra actitud de abstenernos y no compartir la aprobación de la iniciativa junto con los Parlamentarios de la Concertación se relaciona con un elemento que estimo esencial en todo debate político y en la interacción que debe existir entre el Congreso y el Gobierno: la necesaria credibilidad que uno debe tener frente a las autoridades del Ejecutivo, en el sentido de que lo que se dice en esta Sala, en la Cámara de Diputados y en las Comisiones sea verdaderamente cierto.



Es más: ¿Alguien puede afirmar que el día en que se promulgó la ley, en un acto en La Moneda, el Ministro de Justicia de entonces desconocía la situación de que nos da cuenta el actual titular de la Cartera sobre los centros semicerrados?



Cuando uno lee ese listado y se da cuenta de que, en el mejor de los casos, las obras se van a iniciar en enero de 2007, nadie puede creer de buena fe que  ese Secretario de Estado, en noviembre del año 2005, no tenía conocimiento de esta situación. De igual forma nadie puede sostener que en ese entonces desconocía lo que pasaba con cada uno de estos centros abiertos de que da cuenta el informe.



Por lo tanto, hay un problema cierto de credibilidad, de respeto, de llegar a acuerdos y establecer políticas en conjunto. Y necesariamente nuestra bancada tiene que expresar su rechazo a esa omisión, a esa negligencia, a esa falta de respeto y a esa falta de credibilidad, porque, a pesar de tener conocimiento de que las obras no tenían posibilidad alguna de iniciarse en enero de 2007, las autoridades las daban por hechas y por ciertas sólo por un afán de anunciar una política relevante en época electoral. Eso nos lleva a expresar nuestra abstención, como una manera de protestar por tal actitud, particularmente la del Ministro de Justicia de la época, expresada en sus discursos, en especial el día en que anunció la promulgación de la ley en La Moneda. 



Es esa falta de credibilidad la que nos lleva a abstenernos, porque no podemos ser partícipes de una situación de esta naturaleza. 



La legislación que informa la nueva responsabilidad penal juvenil en nuestro país es un elemento que consideramos esencial, fundamental y absolutamente necesario. Pero, para llevarla a buen fin, tanto el Ejecutivo como el Legislativo deben confiar en que estamos caminando juntos, cada uno en sus tareas, para que esto verdaderamente funcione y se concrete de manera adecuada.



La ausencia de credibilidad está expresada en el cuadro que nos ha entregado el actual Ministro de Justicia, en que se demuestra, fuera de toda duda, que se ocultó información fundamental sólo por favorecer un criterio electoral, en una ceremonia celebrada en La Moneda, en el mes de noviembre del año 2005.



Por lo expuesto, me abstendré.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, quiero ser muy breve en esta oportunidad, básicamente porque el tema de fondo planteado en el curso del debate de esta tarde es que, sin justificación -y presumo que con los antecedentes del caso- las propias autoridades trataron de implementar un proyecto que era inviable. A ello se suman diversas iniciativas adicionales, en ese mismo contexto y en esa misma línea. 



Pero al menos quería dejar constancia en la Versión Oficial, sin ahondar en el tema, porque lo planteé el día de ayer.



A nivel regional, existen varios proyectos que han seguido la misma suerte. Como estamos muy cerca de que se cumpla un año desde el terremoto en Tarapacá –fue un 13 de junio-, particularmente me preocupa  que, en las mismas condiciones y en similar ambiente de la reforma procesal juvenil, se haya implementado el plan de reconstrucción de la Región que represento. Y si observamos lo que se ha concretado de él, en verdad no difiere demasiado de lo que ocurre esta tarde, al tener que votar la prórroga.



Por lo tanto, deseo dejar establecido que también se tendrá que rendir cuenta respecto de ese tipo de proyectos. Porque aquí las autoridades deben asumir con responsabilidad y competencia los compromisos que contraen con la comunidad y, particularmente, con el país en materias tremendamente sensibles.



Por esa razón, señor Presidente, me voy a abstener. Porque, en definitiva, sin perjuicio de que se deba implementar la legislación de fondo, ha habido serios errores en su ejecución que muchas veces escapan a las posibilidades de control del Parlamento.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación electrónica.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, ¿por qué no manda tocar los timbres?





Hagamos votación nominal, mientras llegan algunos señores Senadores que se encuentran fuera de la Sala.

El señor NÚÑEZ.- Podríamos pronunciarnos nominalmente, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Estamos en votación electrónica. No se puede cambiar.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NÚÑEZ.- Sí. Faltan varios, señor Secretario.

El señor PIZARRO.- ¿Se va a votar en forma electrónica o nominal? Porque todavía hay señores Senadores que no han llegado a la Sala.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Estamos en votación.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, suspenda la sesión por 2 minutos.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Conforme al Reglamento, por ningún motivo se puede suspender la votación.

El señor PIZARRO.- ¿Cómo que por ningún motivo, señor Secretario, si aún no estamos en votación?



Yo, como Comité, al igual como lo es el Honorable señor Sabag, pedí votación nominal. Y entendí que así se procedería.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El señor Presidente dijo “En votación”, y me dio la orden de tomarla electrónicamente.

El señor PIZARRO.- Sé que el señor Presidente expresó “En votación”. Pero si se revisa la Versión Taquigráfica se apreciará que solicité votación nominal. Ése es el enredo que existe.



Otros dos Comités han pedido lo mismo. Por lo tanto, señor Presidente, le ruego que suspenda la sesión por dos minutos.

El señor LETELIER.- Votemos altiro.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en nombre del Comité Renovación Nacional también solicito suspender la sesión por tres minutos antes de votar.

El señor LETELIER.- No se puede suspender, pues estamos votando.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Para que Sus Señorías se ordenen un poco, suspenderé la sesión por dos minutos, porque es muy caótico trabajar así.

)--------------------(



--Se suspendió a las 18:23.



--Se reanudó a las 18:24.

)------------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Continúa la sesión.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto (17 votos a favor y 14 abstenciones) y queda despachado en este trámite.



Votaron a favor los señores Alvear, Escalona, Flores, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Se abstuvieron los señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, García, Kuschel, Larraín, Matthei, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.

PRÓRROGA DE PERMANENCIA DE TROPAS CHILENAS EN HAITÍ

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República para prorrogar, por un nuevo período de seis meses, la autorización concedida para la salida de tropas del territorio de la República, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití, con informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa, unidas.


--Los antecedentes sobre la solicitud (S 852-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 13ª, en 9 de mayo de 2006.


Informe de Comisión:


R. Exteriores y Defensa, unidas, sesión 16ª, en 16 de mayo de 2006.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- La señora Presidenta de la República manifiesta que el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, con fecha 14 de febrero de 2006, resolvió prorrogar el mandato de la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití hasta el 15 de agosto del año en curso.



Señala, asimismo, que Haití ha elegido a su Presidente, y próximamente instalará a sus autoridades parlamentarias y municipales, por lo que este nuevo gobierno, encabezado por René Préval, tendrá como función primordial el restablecimiento de la institucionalidad y la consolidación de la democracia, objetivos que ha sido destacados por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas.



En consecuencia, la señora Presidenta de la República solicita al Senado la autorización necesaria para prorrogar la permanencia de tropas y medios nacionales en la República de Haití por un nuevo período de seis meses.



Las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, se pronunciaron sobre la referida solicitud, acordando, por seis votos a favor -Senadores señores Arancibia, Gazmuri (con dos votos), Muñoz Barra, Pizarro y Ruiz-Esquide- y cuatro abstenciones -Honorables señores Coloma  (con dos votos), Prokurica y Romero-, prorrogar por seis meses la permanencia de las tropas chilenas y de los medios correspondientes en Haití.



Los fundamentos de la votación se transcriben en el informe.



Cabe señalar que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para el despacho de esta solicitud, de conformidad con lo que prescribe el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión la solicitud de la Presidenta de la República.



Ofrezco la palabra al señor Ministro de Relaciones Exteriores.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, pido la palabra para rendir el informe de las Comisiones unidas. Creo que corresponde eso.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El señor Ministro tiene preferencia para intervenir, señor Senador.

El señor FOXLEY (Ministro de Relaciones Exteriores).- Señor Presidente, como informó el Secretario de la Corporación, el Gobierno está solicitando al Senado autorización para prolongar la estadía de las tropas chilenas en Haití por un período de seis meses.



Para explicar en brevísimas palabras acerca de cómo hemos llegado a este punto, habría que recordar que en febrero de 2004 el caso de Haití fue llevado a Naciones Unidas, porque ese país estaba en una profunda crisis política, económica y social que amenazaba convertirse en una guerra civil con efectos graves para todo su entorno geográfico y el continente americano.



La presencia de Chile fue solicitada por la comunidad internacional y confirmada por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas mediante resoluciones de 2004. Lo que se pidió a los países participantes fue una contribución concreta al proceso de reconstrucción integral de Haití.



Tal vez sea bueno recordar que 80 por ciento de la población de Haití vive en extrema pobreza; que la esperanza de vida allí es de 49 años; que 45 por ciento de los habitantes es portador del virus HIV/sida, y que se trata de una nación que después del año 2000, tras un proceso eleccionario, quedó completamente abandonada de ayuda internacional.



La participación de tropas chilenas en la operación de paz en comento ha coincidido con dos objetivos prioritarios de nuestra política exterior.



Primero, Chile siempre ha defendido la noción de que, para un país pequeño como el nuestro, la presencia en los organismos multilaterales resulta fundamental. Hemos querido hacer en ellos una contribución en orden a consolidar la paz y las buenas relaciones, particularmente en los países de América Latina.



Segundo, creemos que nuestra participación en la MINUSTAH nos beneficia, por un lado, en cuanto permite ayudar a garantizar en la región un entorno estable que propicie el desarrollo de los países que la conforman; y por otro, porque contribuye a la proyección internacional de Chile como nación responsable.



A modo de ejemplo, puedo señalar que recientemente estuvimos en la IV Cumbre de Viena, donde participaron Mandatarios de la Unión Europea y de Latinoamérica (asistieron también Parlamentarios, algunos de ellos aquí presentes). Y uno de los elementos que más nos llaman la atención en los foros internacionales en general -no sólo en aquél- es el de que Chile, siendo un país pequeño, tiene capacidad de irradiación e influencia, capacidad de diálogo.



A Chile se le escucha y se le respeta. Y su presencia en las misiones de paz en Haití ha ayudado a confirmar la idea de que el nuestro es un país, no sólo responsable en sus asuntos internos, sino también capaz de ser solidario en situaciones límites, críticas, como las ocurridas en aquella nación, que por lo demás pertenece a la región.



Debo señalar asimismo que, constituyendo un elemento importante de la política del Gobierno de la Presidenta Bachelet el contribuir en la mejor forma posible a construir relaciones de cooperación dentro de América Latina, en un contexto en que ellas no son fáciles -como se ha podido apreciar en los hechos de las últimas semanas-, la colaboración multilateral con Haití nos ha permitido reactivar y revivir un marco de ayuda muy activa con Argentina, Brasil y Uruguay.



Puedo señalar, por ejemplo, que el señor Preval, en cuanto fue elegido Presidente de Haití, nos hizo un llamado a los países del denominado “ABC” -Argentina, Brasil y Chile- para que pusiéramos nuestros técnicos a disposición de aquella nación y ayudáramos a articular el marco de un programa de gobierno que planea llevar adelante en el período inmediato.



Pero no sólo se nos pidió ese apoyo -y ha habido varias reuniones de trabajo en Argentina; también, en Chile-, sino que además, inmediatamente antes de la transmisión del mando en Haití -los países del ABC estuvieron presentes-, el señor Preval manifestó que la importancia que atribuía a la cooperación técnica de esas tres naciones era tan alta que, después de asumir la Presidencia, su primera reunión oficial -tuvo lugar ayer, lunes, a las 8 y media de la mañana- iba a ser con representantes de esos países -entre ellos estuvo uno de la Cancillería chilena-, para delinear los que podrían ser rasgos gruesos de prioridades en un programa de gobierno.



También puedo informar a Sus Señorías que el estrechar lazos, con Brasil particularmente, en función de la misión de paz se traduce, por ejemplo, en que el lunes próximo tendremos una reunión en Brasilia con el grupo de naciones donantes para la operación en Haití, en la cual procuraremos multilateralizar las relaciones buscando una cooperación más activa en recursos por parte de los países de la Unión Europea. En ella participarán, además, varios países latinoamericanos. Y Chile, junto con Brasil y Argentina, seguirán siendo los catalizadores del proceso destinado a fijar un marco de cooperación internacional para dar solución a los principales problemas de supervivencia que tiene Haití como nación.



El apoyo internacional a ese país hasta ahora ha sido clave, y seguirá siéndolo por un tiempo más.



Cuáles son los objetivos.



Primero, lograr que la sociedad haitiana renuncie a toda forma de violencia. Para ello es necesario continuar con presencia militar por un tiempo, que todavía no podemos determinar con precisión -me referiré a este punto dentro de un minuto-; pero, por ahora, simplemente estamos pidiendo prorrogar por seis meses la permanencia de nuestras tropas en ese país.



Y el segundo objetivo es -como lo insinué anteriormente- contribuir a delinear programas de desarrollo dirigidos a combatir la extrema pobreza, las enfermedades crónicas, la falta de infraestructura, entre otros males que aquejan al pueblo haitiano.



En lo específico, estamos construyendo cooperación de manera coordinada con los países de la Unión Europea y con naciones latinoamericanas, tal cual quedó estampado en la Declaración de la IV Cumbre de Viena, recién terminada. En un párrafo de ella se dice: “Nos comprometemos” -o sea, los países europeos y latinoamericanos- “a seguir brindando nuestro apoyo y hacemos un llamado a la comunidad internacional para que garantice e incremente su cooperación con Haití.”.



La voluntad de este Gobierno y de la Presidenta Bachelet fue expresada durante aquella Cumbre en una reunión-almuerzo en que participaron alrededor de cuarenta y cinco Jefes de Estado y Presidentes europeos y latinoamericanos. Planteamos en esa ocasión la necesidad de continuar con el apoyo a Haití, pero no sólo como un acto de voluntad chileno, sino además invitando a dichas autoridades a sumarse a esa idea. Ello tuvo una acogida general en el referido encuentro. Hubo un inmediato respaldo público de los Presidentes Lula, Chirac, Rodríguez Zapatero, y de varios otros Jefes de Estado de los dos ámbitos regionales. En concreto, se mandató a la Secretaría General Iberoamericana, que dirige el señor Enrique Iglesias, ex Presidente del BID, y a la Secretaría de la CARICOM para que elaboren un nuevo programa de apoyo a Haití.



Por lo tanto, estamos simplemente en un período de transición, durante el cual la expectativa es que la comunidad internacional en su conjunto -y particularmente los países europeos y algunos latinoamericanos, (Argentina, Brasil y Chile en primer lugar)- continúe otorgando su  respaldo y, sobre todo, que la seguridad de las personas se halle garantizada.



Lo anterior obedece a los intereses permanentes de la política exterior de Chile, que ha contribuido a fortalecer nuestra posición en la región y a que se nos reconozca como país interlocutor creíble y responsable.



Hemos demostrado nuestro compromiso con un tratamiento sistematizado por parte de las Naciones Unidas en una situación de posconflicto. Y vemos que mantener la presencia chilena en Haití no constituye ningún riesgo, sino sólo beneficios para las perspectivas de nuestra política exterior en el mediano y largo plazos.



Por tales razones, hemos conversado con distintos sectores representados políticamente en el Senado, a fin de tener un respaldo significativo en la decisión de prorrogar por seis meses la presencia de tropas chilenas en Haití. Y debo manifestar con mucha satisfacción que conversamos sobre el punto con un representante de la bancada de Renovación Nacional, el Honorable señor Romero, con quien concordamos un texto que nos planteó dicho Partido y que nos parece plenamente satisfactorio. En él se establecen criterios de permanencia de las fuerzas de paz chilenas en Haití, con el ánimo, no de dejar completamente abierta la posibilidad de una presencia indefinida, sino de reservar a las Comisiones unidas de Relaciones Exteriores y de Defensa de la Cámara Alta el que sean informadas de manera  continua por el Gobierno y por los Ministerios respectivos -es decir, los de Defensa Nacional y de Relaciones Exteriores- acerca de cómo deriva la situación hoy día existente en Haití, para ver en qué momento resulta conveniente extender o no la permanencia de las tropas.



Concordamos en un texto, que no leeré in extenso; tal vez el Senador señor Romero, que es uno de sus autores, desee explicarlo en el transcurso del debate. Pero nos parece que con los criterios allí establecidos tenemos una base de apoyo fundamental para dar una señal potente en el sentido de que Chile, frente a una situación humanitaria desesperada, de inestabilidad, que puede contagiar a otros países en el área del Caribe, asume como política de Estado su responsabilidad, expresa su espíritu solidario y, muy orgullosamente, lo hace en concordancia con nuestras Fuerzas Armadas, que nos han manifestado en forma pública y privada que estiman de alta conveniencia mantener la presencia militar en Haití.



Eso es una expresión de unidad nacional, de política de Estado, como ya señalé.



Me alegro -lo celebro- de que un Partido de la Oposición tan importante como Renovación Nacional haya acordado, a través de aquel aporte, sumarse al referido esfuerzo. Y espero que mis ex colegas Senadores de la UDI, con quienes siempre hemos mantenido una excelente relación, adhieran a la contribución que hicimos en conjunto con esa colectividad.



Gracias, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ha terminado...

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, quiero plantear una cuestión reglamentaria.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

)---------(

POSTERGACIÓN DE ENTRADA EN VIGENCIA

DE LEY SOBRE RESPONSABILIDAD PENAL JUVENIL

El señor PROKURICA.- Al votarse el proyecto sobre prórroga de la entrada en vigor de la ley sobre responsabilidad penal juvenil, dos señores Senadores de la Alianza por Chile se pronunciaron y no quedaron registrados.



Lo hago presente, no sólo a propósito de esa votación, sino también porque, a mi juicio, el sistema resulta extraordinariamente poco confiable. No es la primera vez que ocurre un problema similar.



Nadie cuenta los votos cuando no se necesitan con exactitud para cumplir cierto quórum. Pero, en ese caso, con sólo revisar se ve que faltó considerar a dos Senadores, los Honorables señores Longueira y Arancibia, quienes estaban en la Sala y se pronunciaron. 

El señor ÁVILA.- Mi voto tampoco se contó.

El señor PROKURICA.- Entiendo que lo mismo le sucedió al Senador señor Ávila.



A mi juicio, los votos de Sus Señorías modificarían el resultado de la votación.

El señor LARRAÍN.- Y aunque no lo modificaran.

El señor PROKURICA.- Aunque no lo modificaran.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Habría que agregar al resultado los votos de los tres Senadores que estaban en la Sala.

La señora MATTHEI.- ¡Que se repita la votación!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- No, señora Senadora. Proclamada la votación, no se puede repetir.

La señora MATTHEI.- En oportunidad anterior se hizo.

El señor KUSCHEL.- ¡Hoy no se puede…!

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, reglamentariamente, sí se puede repetir la votación, porque en este caso hubo Senadores que estaban en la Sala, que emitieron su voto y que no quedaron registrados. 



En consecuencia, debería procederse igual como se hizo hace dos semanas con el Senador señor Flores. Porque entiendo que el trato es el mismo para todos.

El señor KUSCHEL.- Al parecer, no es el mismo.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, sin duda hay un problema con el registro. Ya lo tuvimos en otra oportunidad con el Honorable señor Flores, quien, estando en la Sala, al momento de darse a conocer el resultado de la votación no figuraba en el listado.



La dificultad que tenemos ahora es distinta, porque, si bien se trata del mismo problema -o sea, colegas que sostienen haber votado pero no quedaron registrados-, estamos analizando otro asunto.

La señora MATTHEI.- Nos acercamos altiro a la Mesa, señor Senador.

El señor PIZARRO.- Ahora, si hubiera acuerdo unánime, podríamos votar de nuevo.



Entiendo que al Honorable señor Ávila le pasó lo mismo. 



El resultado de la votación no va a cambiar. Pero, efectivamente, tenemos un problema con el sistema electrónico.



Yo pedí en el momento oportuno que la votación fuera nominal, porque, sabiendo que normalmente los resultados son estrechos, nos habría evitado problemas en caso de que algún Senador llegara tarde, de que no funcionara el sistema o de que alguien no votara.



Imagino que en esta Corporación siempre tenemos voluntad para revisar los acuerdos. Sin embargo, el inconveniente que existe para repetir la votación ahora radica en que Senadores que sí votaron no están en la Sala en este momento. Entonces, volveríamos a tener la misma dificultad.

El señor PROKURICA.- ¡Llámenlos a todos!

El señor GAZMURI.- ¡Hay que aprender a manejar el aparato para votar…!

El señor ROMERO.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, debo recordar que cuando se produjo la situación del Senador señor Flores, quien, estando presente en la Sala, no votó, yo pedí la palabra y señalé que, conforme al precedente existente sobre la materia, no era factible repetir el proceso, porque la votación estaba terminada. Sin embargo, ese planteamiento no fue acogido por la Mesa, que ordenó efectuar de nuevo la votación.



Sólo quiero puntualizar que no es posible volver a votar, pues el proceso pertinente ya concluyó.



No obstante, existiendo claridad en cuanto a que el pronunciamiento de tres señores Senadores no quedó registrado en el sistema electrónico, propongo, no repetir la votación, sino agregar las abstenciones de los Honorables señores Arancibia y Longueira y el voto, probablemente favorable, del Senador señor Ávila.



No veo de qué otra manera se puede cumplir una norma que ha sido invariable en esta Corporación.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, cuando ocurrió la situación a que aludió el Honorable señor Romero y usted determinó que se había producido un error -era el caso del Senador señor Flores-, yo estuve de acuerdo con la Mesa en que se repitiera la votación, porque, independiente del resultado, había un error que justificaba realizarla de nuevo a fin de que se recogieran fiel y genuinamente los diversos pronunciamientos.



Ése fue el criterio de la Mesa y de todo el Senado, en particular de las bancadas de la Concertación, que veían en ese minuto un riesgo acerca de un proyecto.



Hoy no existe riesgo para la iniciativa, pero sí en cuanto al precedente. Y, en mi concepto, los senados, y en general las instituciones, se validan cuando los procedimientos son iguales en circunstancias similares.



Por eso, señor Presidente, pido que se repita la votación. Si hay dificultades porque ahora no se encuentra presente la misma cantidad de Senadores que se pronunciaron antes, podemos hacerlo mañana. Pero me parece que se debe realizar de nuevo la votación. Eso es lo que corresponde de acuerdo con el criterio de la Mesa y lo pertinente en una institución seria.

El señor PIZARRO.- Lo que interesa también es el momento del reclamo. Ésa es la gran diferencia.

La señora MATTHEI.- ¡Fuimos altiro a la Mesa!

El señor LARRAÍN.- Lo hicimos de inmediato, pero justo empezó a intervenir el Canciller.

El señor PIZARRO.- Entonces, el Presidente tendría que haberlo planteado inmediatamente.

El señor ÁVILA.- Es mejor agregar los votos.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, la diferencia con la situación que se produjo en el caso del Honorable señor Flores radica en que en dicha oportunidad nos percatamos de inmediato y la votación se repitió con los mismos Senadores que estaban en el Hemiciclo la primera vez.

La señora MATTHEI.- Hoy también fuimos altiro.

El señor GAZMURI.- En este momento, por desgracia, no existe la misma composición de la Sala, Honorable colega.

La señora MATTHEI.- Entonces, que se vote mañana.

El señor PROKURICA.- Sí.

El señor LARRAÍN.- Se hizo presente la situación de inmediato.

El señor GAZMURI.- Está bien.

El señor ÁVILA.- Es mejor agregar los votos.

El señor NÚÑEZ.- ¿Puedo hacer una pregunta al señor Secretario? Porque tengo la impresión de que en aquella oportunidad no se repitió la votación.

La señora MATTHEI.- Sí se repitió.

El señor NÚÑEZ.- Estoy preguntándole al señor Secretario. Agradezco mucho la memoria de los Senadores de enfrente,…

El señor COLOMA.- ¡Estamos ansiosos por ayudarlo…!

El señor NÚÑEZ.-…pero el Secretario es el ministro de fe para estos efectos.

El señor LARRAÍN.- ¡Su Señoría tiene memoria selectiva: se acuerda de lo que le conviene…!

El señor PIZARRO.- Se puede añadir los votos.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Efectivamente, Senador señor Núñez, en esa oportunidad se repitió la votación. Es lo que recuerdo. Y también consulté al respecto al Oficial Mayor y al Oficial de Actas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, uno de los criterios para formalizar la votación y evitar todos estos tropiezos es que, cuando se prevea un resultado estrecho, se pida que ella sea nominal, y que, ante una materia de amplio consenso, se proceda con el mecanismo electrónico.



El proyecto en que se objeta el resultado es muy especial. En determinado momento pedimos votación nominal, pero ya se había iniciado la electrónica.



Ése es el primer principio.



En segundo lugar, no veo probable repetir la votación. Al menos habría que conversar el punto y tendría que existir consenso entre las distintas bancadas, pues por la vía de la repetición podemos alterar el resultado, en la medida en que el Senador señor Flores no está… Acaba de llegar; el Senador señor Ávila, también.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, votemos ahora.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Señores Senadores, el Reglamento establece de manera clara que las votaciones no se repiten. Como la vez anterior ello se hizo, se tomará votación nominal de inmediato, sin que ello constituya precedente.



En votación nominal.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y particular el proyecto (18 votos a favor y 16 abstenciones).



Votaron por la afirmativa  la señora Alvear y los señores Ávila, Escalona, Flores, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Se abstuvieron los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, García, Kuschel, Larraín, Longueira, Matthei, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Señores Senadores, como ya ha concluido el tiempo destinado al Orden del Día, propongo a la Sala que se postergue la hora de Incidentes hasta despachar la iniciativa que prorroga por seis meses la participación de las tropas chilenas en Haití.



No hay acuerdo.



Entonces, terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)----------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor ESPINA:



A los señores Ministro de Educación, Secretario Ministerial de Educación de la Novena Región, Director Provincial de Educación de Malleco, y Alcalde y Concejales de Collipulli, solicitándoles ENTREGA URGENTE DE TEXTOS DE ESTUDIO PARA ESCOLARES DE COLLIPULLI; a los señores Ministro de Obras Públicas, Director Nacional de Vialidad, y Alcalde y Concejales de Collipulli, referente a REPARACIÓN DE CAMINO 69 E-557 EN CUESTA BAJO MALLECO; a los señores Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, Gerente General de Empresa de Telecomunicaciones Smartcom S.A., Subsecretario de Telecomunicaciones, y  Alcalde y Concejales de Los Sauces, requiriéndoles SUSPENSIÓN DE INSTALACIÓN DE ANTENA DE TELEFONÍA MÓVIL EN RADIO URBANO DE COMUNA DE LOS SAUCES; a los señores Secretario Ministerial de Educación de la Novena Región, Director Provincial de Educación de Malleco, y Alcaldes y Concejales de Angol, Collipulli y Ercilla, demandándoles medidas por GRAVES PROBLEMAS DE INFRAESTRUCTURA Y EQUIPAMIENTO DE ESCUELA G-27 “COLONIA MANUEL RODRÍGUEZ”, DE ANGOL; a los señores Secretario Ministerial de Obras Públicas de la Novena Región y Alcalde y Concejales de Lautaro, referente a MANTENCIÓN DE CAMINO “PARLAMENTO” EN PERQUENCO Y CONSTRUCCIÓN DE PUENTE EN COMUNIDAD TRIPAIÑAN, DE LAUTARO; a los señores Secretario Ministerial de Obras Públicas de la Novena Región, Gerente General de Empresa Sanitaria Aguas Araucanía S.A., y Alcalde y Concejales de Lautaro, relativo a IMPLEMENTACIÓN DE AGUA POTABLE RURAL EN QUINTRILEO; a los señores Secretario Ministerial de Obras Públicas de la Novena Región, Director del SERVIU de la Novena Región, y Alcalde y Concejales de Angol, requiriéndoles PAVIMENTACIÓN DE CALLES EN POBLACIÓN "EL RETIRO", DE ANGOL; a los señores Director del Servicio de Salud de la Araucanía Norte y Alcalde y Concejales de Lautaro, solicitándole ADQUISICIÓN DE MOTOBOMBA EXTRACTORA DE AGUA PARA POSTA RURAL DE COIHUECO, COMUNA DE LAUTARO; a los señores Director del INDAP y Alcalde y Concejales de Lautaro, referente a PROGRAMAS DE CAPACITACIÓN TÉCNICA Y DE AYUDA ECONÓMICA DE INDAP PARA COMUNIDAD TRIPAIÑAN, y a los señores Alcalde y Concejales de Lautaro, relativo a CONSTRUCCIÓN DE CASETAS SANITARIAS PARA COMUNIDAD ANTONIO QUINTRILEO, DE LAUTARO (todos de la Novena Región).



Del señor GARCÍA:



Al señor Ministro de Obras Públicas, requiriéndole información sobre PRESENTACIÓN REALIZADA POR CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL COMUNAL DE CURARREHUE (Novena Región).



De los señores HORVATH y SABAG:



Al señor Ministro de Hacienda, pidiéndole INFORME DE EVALUACIÓN DE IMPACTO DE BONIFICACION FORESTAL DEL D.L. 701, CONVENIDA EN PROTOCOLO PRESUPUESTARIO DE 2004.



Del señor ROMERO:



Al señor Ministro de Obras Públicas, referente a CONFLICTO POR CONSTRUCCIÓN DE OBRA PÚBLICA FISCAL EN SAN PEDRO (Quinta Región).

)----------(
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En Incidentes, los Comités Mixto (Partido Por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata) y Unión Demócrata Independiente no harán uso de sus respectivos tiempos.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, ¿mañana habrá sesión especial, a las 12, para tratar la iniciativa que prorroga por seis meses la participación de las tropas chilenas en Haití? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Sí, señor Senador.

El señor NÚÑEZ.- Me imagino que se va a convocar como corresponde.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se citará conforme al Reglamento.



En el turno del Comité Renovación Nacional e Independiente, tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

USO DE EXCEDENTES DEL COBRE EN REGIONES DEL NORTE

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, en el último tiempo hemos visto cómo distintas autoridades, académicos, parlamentarios y otros personajes del ambiente político y universitario sugieren -si los señores Senadores me lo permiten- qué hacer con los excedentes de los recursos del cobre.



En verdad, ideas existen muchas: hay Ministros que proponen entregar créditos blandos a otros países, como Haití; otros plantean reponer todas las obras del Gobierno anterior, que han sido un desastre y se han desmoronado como castillos de arena; algunos recomiendan continuar ampliando el Metro de Santiago. Pero lo que no he escuchado -lamentablemente ninguna autoridad de Gobierno se ha referido a ello- es la sugerencia de que, de una vez por todas, se pague la deuda histórica que existe con el norte del país, con las regiones mineras.



Deploro que siempre nos acordemos de nuestro norte y de las zonas mineras en estas ocasiones. Pero lo cierto es que esos lugares son los más abandonados de Chile. De muestra, un botón. Hace un tiempo, junto con el Senador señor Cantero, con quien siempre hemos defendido las Regiones del norte, planteamos lo poco presentable que resulta que ciudades como Calama, Tierra Amarilla, Vallenar, Copiapó, El Salado y Diego de Almagro, que se encuentran junto a enormes riquezas que le han proporcionado tanto a Chile, hayan recibido tan poco.



Éstas son algunas de las ciudades  que, no obstante estar al lado de Chuquicamata -como Calama o Diego de Almagro-, tienen tremendos atrasos en materia de infraestructura.



Estamos peleando con el Ejecutivo para que en la Tercera Región no se aplique un abusivo programa del Gobierno, consistente en cobrar peaje por circular en una sola vía. Es la única Región del país en la que se estaría inaugurando ese sistema.



Hemos entregado mucho, señor Presidente. Nuestras Regiones del norte han financiado las grandes obras de Chile. Hoy apareció en uno de los medios de comunicación de la tarde un reportaje sobre lo que se hizo con los recursos del salitre provenientes del norte. Lo mismo sucede con la plata, el hierro, el oro y todas las demás riquezas que se han extraído de esos lugares.



Me gustaría escuchar de la señora Presidenta de la República o de sus Ministros que van a preocuparse realmente de invertir en ese norte que tanto ha dado al país.



En el Senado se ha estado discutiendo una iniciativa que francamente es una vergüenza. Cuando se tramitó el denominado "proyecto del royalty", junto con el Honorable señor Cantero, lo apoyamos, porque se nos dijo que los fondos recaudados irían a compensar a las regiones mineras de donde se extraían los recursos no renovables, pues éstas se hacían cada vez más pobres.



Cuando presentamos con los Senadores del norte una indicación a dicha iniciativa para que el 80 por ciento de esos recursos se destinaran a proyectos previamente priorizados por el CORE respectivo -institución elegida democráticamente- e imputados por las empresas al pago del impuesto al royalty, se nos dijo que por ningún motivo, que se iba a enviar una iniciativa aparte.



¿Y cuál es ésta? La que se denomina “Fondo de Innovación Tecnológica”. Claro que es importante invertir en materia tecnológica. Claro que Chile está destinando poco a innovación tecnológica. Pero esas inversiones deben realizarse con los recursos contemplados en la Ley de Presupuestos. Ya hemos entregado muchos miles de millones de dólares con el cobre. ¿Quieren, además, quedarse con los dineros provenientes del royalty? Francamente, es lamentable la actitud que se tiene con una zona que ha dado tanto a Chile y que recibe tan poco.



Las regiones mineras ostentan los peores resultados del SIMCE; hay mala salud, pésimas condiciones de seguridad ciudadana, precaria situación de infraestructura. Las únicas Regiones de este país que no tienen doble vía son la Primera, la Segunda y la Tercera, las mismas que financiaron la construcción de la Carretera Panamericana de Arica a Puerto Montt.



Entonces, por una vez, no matemos “la gallina de los huevos de oro”. Por una vez, miremos hacia esas zonas que han entregado tanto a Chile y a las que, sin embargo, nuestro país les ha respondido de tan mala forma.



Por eso, señor Presidente, he querido intervenir para denunciar lo que, a mi juicio, es una nueva forma de apropiarse de nuestros recursos del norte, generados en la minería, actividad que tanto ha proporcionado a Chile, mediante el proyecto que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad, que es importante, necesario para nuestro país, pero que no tiene por qué ser financiando con los dineros del royalty.



Esa iniciativa se aprobó para compensar a las Regiones del norte por la extracción de sus recursos no renovables. Hoy es el nuevo argumento del siglo XXI para apropiarse de las riquezas de nuestro norte.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Kuschel.

USO DE EXCEDENTES DEL COBRE PARA CONSTRUCCIÓN DE CAMINO ENTRE CALETAS PICHANCO Y GONZALO EN COMUNA DE PALENA. OFICIOS
El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, en el mismo sentido señalado por el Senador señor Prokurica, pero para tratar de llevar caminos al sur de Chile, deseo pedir que se oficie a los señores Ministros de Hacienda y de Obras Públicas, y a la señora Ministra de Defensa Nacional, a fin de que consideren la posibilidad de terminar ahora, con los recursos adicionales del cobre, pero en una muy pequeña proporción, la construcción del camino entre Caleta Pichanco y Caleta Gonzalo, en la comuna de Palena, donde sólo faltan sesenta kilómetros, que permitirían unir ininterrumpidamente nuestro país por carretera desde Arica hasta Caleta Tortel o Villa O’higgins.



Cabe recordar a Sus Señorías que en la provincia de Palena existen los precios más altos y la gente más aislada de Chile. Respecto de lo primero, siempre se ha señalado que ello ocurre en la Segunda Región. Pues bien, en la nuestra las personas pagan mucho más por los combustibles y los alimentos de primera necesidad, y viven aisladas, teniendo que viajar por Argentina, donde se cobra un seguro que no se ha compatibilizado con el que se aplica en Chile. Nuestras autoridades conversan estos asuntos hasta el infinito con sus pares argentinos, pero no resuelven nada. Casi todos los meses celebramos reuniones y no somos capaces de solucionar estos problemas. Mientras tanto, en la frontera, la gente sufre las consecuencias de tener que cancelar un seguro de 20 mil pesos, aproximadamente, para viajar por un día al lado argentino a comprar combustible.



Solicito una vez más que se considere la posibilidad de concluir este camino, el cual, además, será de gran utilidad para instalar los tendidos eléctricos que se requerirán cuando se construyan las plantas hidroeléctricas en la Undécima Región.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el tiempo del Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

FINANCIAMIENTO PARA CLASES DE RELIGIÓN EVANGÉLICA EN EDUCACIÓN MUNICIPAL. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, deseo que se oficie al Ministerio de Educación, a fin de que nos remita estadísticas a nivel nacional, por Región, respecto de los establecimientos de educación pública que ofrecen clases de Religión Evangélica.



Son innumerables las ocasiones en que los Concilios Evangélicos de cada Región y comuna han manifestado que a nivel de municipio se argumenta permanentemente que no existe financiamiento para establecer horas de clases de Religión Evangélica. Aquellos organismos, en particular el Concilio Evangélico de la Octava Región, han señalado que pueden colocar profesores a disposición de manera inmediata.



Si hay recursos, bien. Si no, esperan recibir el trato equitativo consagrado en la Ley de Cultos, que estableció la igualdad de las iglesias ante la ley. Es decir, el derecho que le asiste a la Iglesia Católica de contar con un profesor de Religión financiado por el sistema municipal, también le asiste a la Iglesia Evangélica. Los padres pueden decidir libremente el tipo de educación religiosa que quieren para sus pupilos, dentro de lo que se les ofrece.



Hoy día lo que ocurre es que, en numerosas comunas de amplia ascendencia evangélica, los niños salen de la sala de clases y se quedan en el patio en las horas de Religión. Es decir, se produce una situación realmente increíble.



Por ello, solicito que se oficie al señor Ministro de Educación para que envíe a cada rincón del país las instrucciones necesarias para que los alcaldes, mediante la educación municipalizada, den cumplimiento a reiteradas circulares que la Cartera del ramo ha remitido en los últimos años, las cuales, sin embargo, han sido ineficientes al momento de implementarse.



Además, reitero la petición de que el Ministro informe de manera detallada, comuna por comuna, Región por Región, acerca de cuántas y cuáles escuelas ofrecen clases de Religión Evangélica.



Espero que cuando, en la discusión presupuestaria de este año, se analicen las glosas destinadas al financiamiento de la subvención escolar, se establezca la equidad y se dé cumplimiento a los compromisos que asumimos en la Ley de Cultos, en cuanto a tratar con igualdad de condiciones a todas las iglesias.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
IGUALDAD DE ACCESO A CENTROS HOSPITALARIOS 

PARA PASTORES EVANGÉLICOS. OFICIO

El señor NAVARRO.- Sin embargo, no sólo la Cartera de Educación tiene la oportunidad y el deber de propender a ello, también lo puede hacer el Ministerio de Salud. Por eso, pido a la titular de esta Secretaría de Estado que informe respecto de las autorizaciones otorgadas a los pastores evangélicos para acceder a los centros hospitalarios en igualdad de condiciones que la Iglesia Católica y muchas otras instituciones que brindan atención de carácter humanitario.



En muchos establecimientos los pastores están sometidos sólo al horario de visita. Sin embargo, muchas instituciones que prestan servicios al interior de los hospitales tienen libre acceso. Es difícil coordinar un horario similar al de los familiares para cumplir con la tarea pastoral en el ámbito evangélico. Y en tal sentido, lo único que solicitan los pastores es una credencial. Exigen condiciones no privilegiadas, sino iguales a las que poseen otras instituciones que brindan asistencia social y, en particular, religiosa dentro de estos centros hospitalarios.



Por eso, solicito que se oficie  a la señora Ministra de Salud para que indique cuántos y cuáles hospitales cuentan con la reglamentación que regula el acceso de pastores evangélicos para ofrecer servicio religioso o atención espiritual, a fin de tener reglas del juego claras. Si va a existir un carné que los identifique, es posible hacerlo en coordinación con los Concilios Evangélicos, de tal manera de evitar cualquier problema. Lo que se desea es facilitar el acceso.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
PREOCUPACIÓN POR NO ENTREGA DE SITIOS EN COMODATO A DIVERSAS ORGANIZACIONES SOCIALES. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Del mismo modo, deseo que se envíe un oficio al Ministerio de Vivienda, al SERVIU de la Octava Región y también al del nivel nacional, para que nos informen acerca de un conjunto de comodatos solicitados de manera reiterada para diversas organizaciones sociales, en particular, para algunas iglesias evangélicas.



Quiero que la titular de esa Cartera explicite si efectivamente existe alguna disposición del SERVIU que prohíba la entrega de comodatos a las iglesias evangélicas y que señale cuáles son las condiciones para que otras entidades sociales tengan acceso a ellos. 



Siempre se trata de retazos de sitios, de 150 ó 200 metros cuadrados, en diversos lugares de cada una de las comunas. Dichos terrenos tienen un valor comercial. Es cierto. Pero, dentro de la política pública de promoción de la participación social y comunitaria del Estado, que la propia Presidenta Michelle Bachelet ha declarado, el Ministerio de Vivienda debiera facilitar la entrega a diversas organizaciones de sitios en comodato que les permitan disponer de espacios para construir sus sedes. En muchos casos, su otorgamiento está pendiente desde hace varios años, en particular para comedores infantiles, para centros de rehabilitación de alcohólicos. Y ello causa extrañeza y preocupación en muchos concilios evangélicos.



Si no remediamos esta situación en un plazo prudente y con una explicación razonable, pensaremos derechamente en discriminación, porque hay muchas instituciones que sí acceden a comodatos. De manera inexplicable, el Ministerio de la Vivienda en el período anterior -del Gobierno del Presidente Lagos-, por una razón que todavía desconocemos, limitó la entrega de éstos y sugirió a las organizaciones que compraran los terrenos. No me parece lo más adecuado pedir a una institución que entrega de manera gratuita mano de obra profesional que pague al Estado, si desea levantar su sede.



Y lo he manifestado en diversas oportunidades. Hoy lo reitero una vez más, a fin de obtener una respuesta.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

CRÍTICAS POR FUNCIONAMIENTO DE BIOVÍAS I EN OCTAVA REGIÓN. OFICIOS 

El señor NAVARRO.- Por otra parte, pido que se oficie a la CORFO y al Directorio de la Empresa de Ferrocarriles del Estado para que informen respecto del funcionamiento del plan Biovías I, en la Región del Biobío, específicamente del tren que cubre el trayecto entre los sectores de Hualqui y Talcahuano.



Todas las informaciones señalan que dicho tren sólo está movilizando el 1 por ciento de los pasajeros en la intercomuna del Gran Concepción.



Quiero saber exactamente si esa modalidad de transporte, con el escaso número de pasajeros que moviliza, está produciendo pérdidas o ganancias. Todo indica que se está trabajando a pérdida.



Deseo conocer el rendimiento económico de dicho tren; cuáles son los diversos planes y proyecciones que se contemplan, en especial respecto de la anunciada interconexión entre Concepción, Coronel y Lota; los montos de la inversión; las copias de los programas. Todo esto, para que la comunidad pueda estar informada.



Diversas organizaciones sociales de Coronel marcharon más de 17 kilómetros a pie para reclamar por un ferrocarril intercomunal entre dichas ciudades.



También quisiera consultar a la Empresa de los Ferrocarriles del Estado -según entiendo, pertenece al Sistema de Administración de Empresas Públicas (SAE)- para que informe sobre alguna evaluación de un proyecto de tren rápido que una a Concepción y Santiago.



Se ha señalado que ese medio de transporte podría cubrir el trayecto en sólo tres horas y treinta minutos.



Se trata, sí, de un proyecto de alta inversión.



Deseo saber si existe un estudio para la concesión de ese tramo, toda vez que cada día resulta más notoria la posibilidad de que sea viable la integración territorial a través del tren rápido, sobre la base de la modernización de ferrocarriles.



En los casos de Biovías 1 y Biovías 2, en la Región del Biobío, se utiliza el equipo usado que todos conocemos.



Cabe recordar que se adquirieron en España vagones reacondicionados que no han exhibido los márgenes de operatividad esperados. Es más: han presentado dificultades.



Por tal motivo, solicito que también se informe en qué han consistido esos problemas; cuál fue el monto de la adquisición; por qué se optó por la alternativa de trenes usados y no se compraron nuevos.



Porque, en definitiva, una gran idea como la de fortalecer el ferrocarril, en la que coincidimos plenamente muchos Parlamentarios, al igual que la población, se ha visto desvirtuada por la adquisición de material, si no obsoleto -al respecto, se ha exagerado la crítica política, ya que tampoco ha fallado tanto como pareciera-, de segundo uso, que ha generado una expectativa de bajo rendimiento en la comunidad y los usuarios. Es decir, existe en las personas más bien un rechazo a emplear ese medio por temor a quedar tiradas en el trayecto -particularmente, en el de Concepción-Chillán-, dada la antigüedad del equipo.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Senador señor Navarro, en conformidad con el Reglamento.


SITUACIÓN LEGAL DE PILOTOS Y AVIONES


POLACOS ESTACIONADOS EN ANGOL. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido oficiar a la Dirección del Trabajo para que informe respecto de la situación de un conjunto de aviones (11 en total) de matrícula polaca estacionados en el Aeródromo de Angol desde hace cinco años.



De acuerdo con lo que nos ha informado la Dirección General de Aeronáutica Civil, en su momento se les otorgó autorización para operar, la cual vence en junio del año en curso.



Quiero saber si los pilotos de esas aeronaves, de nacionalidad polaca, tienen permiso de trabajo para permanecer en el país.



La Dirección de Aeronáutica Civil nos ha dicho que cuentan con licencia comercial chilena y con habilitación en el tipo de material específico, en cumplimiento de lo dispuesto por el Reglamento de Licencias al Personal Aeronáutico.



Deseo consultar si efectivamente esos pilotos están contratados de acuerdo con nuestra legislación laboral, en qué condiciones se hallan y cuál será su situación al expirar el próximo mes el plazo de utilización de los aparatos.



Por lo tanto, solicito que también se oficie a la Dirección General de Aeronáutica Civil, que en forma cordial nos ha informado en detalle sobre la situación, para que aclare la duda que se desprende de los antecedentes entregados: si todas las aeronaves se hallan autorizadas para su uso hasta junio próximo, con excepción de una que no habría operado esta temporada, ¿cuál es la situación de esta última de aquí en adelante?



Si bien los incendios forestales han declinado, particularmente por la estación climática en que estamos, resulta importante que toda operación aérea, y en particular la del combate de siniestros que cuenta con personal extranjero, cumpla con la normativa legal en cuanto a contratos de trabajo.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Honorable señor Navarro, en conformidad con el Reglamento.


DEPORTACIÓN DE ESTUDIANTES CHILENOS


DESDE MÉXICO. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido que se oficie en mi nombre al Ministerio de Relaciones Exteriores para que informe acerca de la situación que afectó a la ciudadana chilena Valentina Palma Novoa, expulsada de México el pasado 5 de mayo después de haber sido detenida en una localidad de ese país, donde se encontraba cumpliendo tareas propias de la carrera de cine, que cursaba en Ciudad de México. 



Se trata de una situación bastante irregular y que ha llamado poderosamente la atención en ese país. 



Un comunicado oficial del Gobierno de Chile, fechado el 9 de mayo, señala que nuestra compatriota y cuatro extranjeros más fueron expulsados luego de haber sido detenidos en circunstancias extraordinariamente complejas. Tengo en mis manos el diario mexicano “La Jornada”, del martes 9 de mayo, donde se consignan denuncias sumamente graves de golpes, abusos y vejaciones.



Tuve la oportunidad de conversar con Valentina Palma y con otro joven chileno deportado, y de imponerme de la situación descrita ampliamente en la prensa mexicana y en diversos comunicados elaborados por ellos con el objeto de iniciar acciones legales. La medida –que se incluye, sin duda, dentro de las atribuciones del Gobierno mexicano- tuvo lugar aun cuando ambos contaban con la visación correspondiente, pues se encontraban en calidad de estudiantes de las carreras de antropología social, en la Escuela Nacional de Antropología e Historia, en el caso de Mario Alberto Aguirre, y de realización cinematográfica, en el Centro de Capacitación Cinematográfica, en el de Valentina Palma Novoa, quien cursaba su cuarto año, habiendo egresado previamente de la citada Escuela Nacional. 



Los propios establecimientos antes mencionados han emitido comunicados -los tengo en mi poder- que señalan claramente que ambos jóvenes cursaban sus estudios sin ningún tipo de problema y que dentro de los proyectos de práctica se consideraba la toma de contacto con sucesos políticos, sociales, a fin de captar imágenes para documentales, trabajo en el que se encontraban cuando fueron detenidos. 



Lo importante es que están vivos, que regresaron.



Pero llama mucho a la reflexión, señor Presidente, el amplio relato de Valentina, en particular, respecto del trato vejatorio sufrido por ella y también por otras mujeres detenidas.



Por eso, quiero solicitar un informe al respecto de parte del Ministerio de Relaciones Exteriores, en especial de nuestro Embajador en México, señor Eduardo Aninat, con el cual me he comunicado telefónicamente y quien ha tenido la mayor preocupación por este caso. Sin embargo, sería bueno saber la posición oficial del Gobierno de Chile frente al hecho señalado y, específicamente, conocer el informe oficial del Gobierno mexicano tras la expulsión de dos jóvenes chilenos que contaban con las autorizaciones necesarias, que no se encontraban realizando ningún acto delictivo y que circunstancialmente estuvieron en el centro de una confusa situación social en ese país, quienes han debido pagar las consecuencias de ser expulsados sin haber podido recoger siquiera una sola prenda de vestir. La medida, en definitiva, truncó la posibilidad de seguir estudiando en México tanto de Valentina (en cuarto año) como de Mario Alberto Aguirre Tomic (en tercer año). 



Es importante que el Ministerio de Relaciones Exteriores pueda informar sobre las gestiones realizadas para proteger a los chilenos que se encuentran en el extranjero y, particularmente, a aquellos que se ven enfrentados al tipo de situaciones antes descrito. 



Puedo dar fe de la frustración de Valentina Palma Novoa. La conocí cuando era estudiante y presidenta del centro de alumnos del liceo fiscal de Concepción. Toda la comunidad y, particularmente, sus amigos saben de su integridad moral, ética y su gran capacidad intelectual, por lo que los motivos argumentados para su expulsión no nos parecen creíbles.



Queremos la información oficial, de tal manera de cuidar las relaciones entre dos países amigos: Chile y México. 



--Se anuncia el envío del oficio pertinente, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.


SOLICITUD DE CATASTRO DE DERECHOS DE AGUA


EN REGIONES OCTAVA, DÉCIMA Y UNDÉCIMA. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero solicitar al Ministerio de Obras Públicas, específicamente a la Dirección de Obras Hidráulicas, el catastro de propiedad de derechos de agua en la Octava, Décima y Undécima Regiones, respectivamente. 



Se ha señalado que no existe un registro público que indique de quién es el agua en nuestro país. Pero, de manera especial en las Regiones recién mencionadas, deseo conocer aquel que tiene en sus manos dicha Dirección.



Como están sujetos al régimen comercial, los derechos de agua cambian de propiedad. Hasta hace poco eran gratuitos, otorgados a perpetuidad y sin ninguna exigencia de garantía de su uso al momento de ser solicitados. Es decir, se pedían, se entregaban a perpetuidad y con costo cero y no importaba si eran utilizados.



Todos esos derechos tienen hoy día gran valor. El mercado del agua es nuevo. Por eso, quisiera que la Dirección de Obras Hidráulicas nos pudiese informar si posee antecedentes relativos al curso de la propiedad de los derechos de agua otorgados tanto en la Octava como en la Décima y Undécima Regiones.



Asimismo, deseo saber cuáles son los derechos de agua pendientes, tanto los relativos a aguas superficiales como a subterráneas, de manera de garantizar que esta información sea lo más transparente posible.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.


COSTO EXCESIVO DE ELECTRICIDAD EN ISLA SANTA MARÍA


Y AISÉN. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito que se oficie a la Comisión Nacional de Energía para saber lo que determina el costo de la electricidad en la Región de Aisén y cuáles son los proyectos diseñados para bajarlo, pues resulta elevadísimo.



En el caso de la isla Santa María (Octava Región), que queda a dos horas y media en lancha de la comuna de Coronel y que tiene cerca de tres mil habitantes, el costo del kilovatio ha superado 500 pesos, mientras que en esa última ciudad no supera 98 pesos, es decir, es cinco veces menor.



Se ha producido, entonces, una grave situación. Conversé con don José Leal, Presidente de la Junta de Vecinos de Puerto Sur -junto con la de Puerto Norte son las organizaciones sociales más importantes de la zona-, y me enteré de que la realidad es dramática.



Siento que se puede vivir una crisis social, dado que los isleños se ven imposibilitados de pagar cuentas de electricidad que alcanzan a 80 mil pesos mensuales, en circunstancias de que en el continente las de los coronelinos -los habitantes de la isla Santa María también lo son- fluctúan entre 8 mil y 16 mil. En un hogar de la isla que cuente con un televisor y un refrigerador, y sin mayores aparatos electrodomésticos adicionales, se pagan sumas que superan 60 mil pesos.



El Gobierno, a través de la Gobernación Provincial de Concepción, se comprometió a establecer un subsidio -como lo hemos hecho con el archipiélago Juan Fernández-, pues se requiere un régimen de administración política especial. Pero la verdad es que los territorios insulares cercanos se nos han quedado fuera.



Yo planteé este problema en su oportunidad en la Cámara de Diputados, así como a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, y al propio Gobierno, para hacer ver que las islas cercanas están abandonadas y, por supuesto, aisladas.



En este caso específico, la Comisión Nacional de Energía ha confirmado sólo estudios eólicos y sobre cables submarinos. Sin embargo, los pobladores de la isla Santa María no pueden esperar que se terminen esos análisis para saber si el régimen de vientos proporcionará electricidad más económica o si el cable submarino es rentable. Ellos hoy día están padeciendo un endeudamiento inusitado, imposible de absorber, y se requieren propuestas sin duda más oportunas.



Por lo tanto, solicito que se oficie también a la Municipalidad de Coronel y al Gobierno Regional, con el objeto de que hagan llegar todos los antecedentes posibles para determinar la magnitud del endeudamiento producto del alto costo de la electricidad en la isla Santa María, perteneciente a esa comuna.



Asimismo, reitero la petición de oficio tendiente a contar con la evaluación del costo de la electricidad en la Región de Aisén, dado que se presenta la paradoja impresionante de que ésta dispone de los recursos hídricos más importantes, de los ríos más grandes. La cifra por el concepto mencionado es elevadísima, sin embargo.



Por ello, quisiera que la Comisión Nacional de Energía nos proporcionase el catastro respectivo, para saber cuánta es la diferencia entre el norte, el centro y el sur del país en materia de costo de electricidad, de manera que cualquier proyecto que se desarrolle en ese ámbito pueda contemplar una situación especial de precios para las comunidades, especialmente en los lugares de generación.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.


ACREDITACIÓN DE FUNCIONARIOS DE HOSPITALES. OFICIO

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, la semana pasada sostuve una reunión con la directiva de la Federación Nacional de Trabajadores de la Salud (FENATS) en la Región que represento y uno de los puntos tratados fue que la Ley sobre Autoridad Sanitaria, que despachamos hace un tiempo, señala que los hospitales, para optar a ser autogestionados, deben acreditarse. Eso también significa acreditar a su personal.



Los paramédicos que en la actualidad laboran en todos esos establecimientos generalmente han recibido una formación consistente en mil 600 horas de instrucción, impartidas por el Ministerio de Salud. Es un largo período de estudio. Sin embargo, no cumplen con los requisitos que impone la ley, porque carecen de un título técnico entregado por un plantel de educación superior.



Tal situación afecta aproximadamente a 20 mil personas a nivel nacional.



Por eso, solicito que se oficie a la señora Ministra de Salud para que nos informe cómo se piensa solucionar este problema. Es obvio que se trata de personas con  una vasta experiencia laboral, con los conocimientos teóricos necesarios, pero que no cuentan con un requisito a que les obliga la ley: el título.



A mi juicio, hay dos posibles soluciones. Una de ellas es la realización de algún tipo de curso a distancia, negociado entre el Ministerio y algún instituto de enseñanza superior, de manera que los montos por pagar sean bajos, y ojalá asumidos por la propia Cartera, con el objeto de que se cumpla la condición mencionada.



La otra alternativa es dictar una ley para conceder el título a quienes hayan cursado las mil 600 horas de formación en el Ministerio y que tengan un cierto número de años en el ejercicio de su actividad.



Insisto: se trata de 20 mil paramédicos. O sea, muchas personas se verán afectadas fuertemente por la ley.



Además, no sería suficiente mandar a los respectivos cursos. Muchos de los funcionarios trabajan en hospitales como el de Combarbalá o el de Los Vilos, ciudades donde no existen universidades o institutos. Y, aunque no fuera así, parte importante del personal debe cumplir turnos bastante desordenados -algunos lo hacen en la mañana; otros, en la tarde o en la noche-, por lo que tampoco resultaría fácil programar su asistencia a clases.



Es un tema complejo.



Cuando estudiamos el proyecto de ley respectivo, que todos votamos a favor, nadie planteó jamás la dificultad que se podría suscitar.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre de la Honorable señora Matthei, conforme al Reglamento.


GRAVES DAÑOS ESTRUCTURALES EN NUEVO LICEO


POLITÉCNICO DE SALAMANCA. OFICIOS

La señora MATTHEI.- El otro tema que deseo plantear, señor Presidente, dice relación a que el año pasado se terminó la construcción del nuevo liceo politécnico de Salamanca, en la Cuarta Región, establecimiento que era un anhelo importante de los habitantes de la ciudad, quienes veían que por esa vía sus hijos podrían obtener algún título que les permitiera trabajar, aun cuando no pudiesen asistir después a la universidad o seguir una carrera de la educación superior.



El problema es que apenas se terminó el edificio, que costó entre 700 y mil millones de pesos, se dieron cuenta de que tenía gravísimos daños estructurales. En estos días, los expertos de la Dirección de Investigaciones Científicas y Tecnológicas  de la Pontificia Universidad Católica de Chile (DICTUC) evacuaron un informe que lo constata. La situación es de tal envergadura que el alcalde señaló que el texto era lapidario.



Lo anterior significa varias cosas.



En primer término, solicito que se envíe un oficio al señor Ministro de Educación para saber si finalmente el edificio será demolido o se tomará alguna otra decisión.



Es obvio que la estructura no está en condiciones de ser utilizada -no lo ha sido ni un solo día- y que se malgastaron aproximadamente mil millones de pesos, aparte que los salamanquinos siguen sin un liceo politécnico.



Por lo tanto, pido que se resuelva en forma rápida. Si se opta por la demolición, que el edificio se reconstruya de manera que la comunidad cuente con un establecimiento que funcione.



En segundo lugar, es obvio que deben establecerse responsabilidades. En ese sentido, solicito requerir una copia del sumario respectivo, que imagino que ya se debe de haber realizado, porque hace más de un año que se tomó conocimiento de la situación.



Si no se ha llevado a cabo, pido que se instruya, para saber quién se hará responsable de la situación: ¿el Ministerio, la municipalidad, los ingenieros a los cuales se encargó la obra, la Dirección de Obras del municipio? 



Considero necesario conocer qué sucedió para que un edificio con un costo aproximado de 1.000 millones de pesos no se haya podido utilizar ni un solo día.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre de la señora Senadora, conforme al Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:30.

Manuel Ocaña Vergara, 

Jefe de la Redacción 
A  N  E  X  O  S
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PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.892, GENERAL DE PESCA Y ACUICULTURA, CON LA FINALIDAD DE PROHIBIR O REGULAR, EN SU CASO, LA IMPORTACIÓN O CULTIVO DE ESPECIES HIDROBIOLÓGICAS GENÉTICAMENTE MODIFICADAS

(2753-03)


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de ley de ese H. Senado que modifica la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura, con la finalidad de prohibir o regular, en su caso, la importación o cultivo de especies hidrobiológicas genéticamente modificadas, boletín N° 2753-03, con las siguientes enmiendas:

Artículo único

Número 1)


Ha reemplazado el guarismo “49” por “51”, las dos veces que aparece.

Número 2)


Ha efectuado las siguientes modificaciones:


- Ha intercalado una coma (,) entre la palabras “modificados” y el artículo “la”.


- Ha reemplazado la expresión “y de” por la frase “que incluye efectos del”, precedida de una coma (,).

*****

Número nuevo


Ha intercalado el siguiente número 5), nuevo:


“5) Agrégase como artículo 118 bis, el siguiente:


“Artículo 118 bis.- El titular de la autorización otorgada por la Subsecretaría para realizar actividades de introducción, investigación, cultivo o comercialización de organismos genéticamente modificados, que no adoptare las medidas de protección y control establecidas de conformidad con el artículo 87 bis, será sancionado con multa de 50 a 1.000 UTM.


En aquellos casos en que la conducta descrita en el inciso anterior causare daño al medio ambiente acuático o a otras especies hidrobiológicas o en caso de reincidencia, el juez podrá aplicar las sanciones establecidas precedentemente, multiplicadas por tres o cuatro.”.

Número 5)


Ha pasado a ser 6), reemplazando el artículo 136 bis propuesto, por el siguiente:


“Artículo 136 bis.- El que realizare actividades de introducción, investigación, cultivo o comercialización con organismos genéticamente modificados sin contar con la autorización a que se refiere el artículo 87 bis será sancionado con multa de 100 a 3.000 UTM y con pena de presidio menor en su grado mínimo. De la misma forma será sancionado aquel que importare dichos organismos sin contar con la autorización a que se refiere el artículo 12, inciso tercero.


El que con dolo o culpa introdujere o mandare introducir organismos genéticamente modificados al mar, ríos, lagos o cualquier otro cuerpo de aguas, sin contar con la autorización a que se refiere el artículo 87 bis será sancionado con multa de 500 a 5.000 UTM y presidio menor en su grado medio.


En aquellos casos en que la conducta descrita en el inciso anterior causare daño al medio ambiente acuático o a otras especies hidrobiológicas  o en caso de reincidencia, se aplicará la pena aumentada en un grado.”.

Número 6)


Ha pasado a ser 7), sustituyendo el inciso segundo propuesto, por el siguiente:


“Si la internación se refiere a organismos genéticamente modificados, la pena será de multa de 100 a 3.000 UTM, clausura del establecimiento, temporal o definitiva, y pena de presidio menor en su grado mínimo a medio.”.

******


Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 23.120, de 12 de noviembre de 2003.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ANTONIO LEAL LABRÍN, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE POLÍTICAS DE FOMENTO Y RESGUARDO DE LA ACTIVIDAD CIRCENSE NACIONAL

(2579-06)

HONORABLE SENADO:


Esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciado en la Honorable Cámara de Diputados mediante una moción suscrita por el Honorable Diputado señor Carlos Montes y los ex Diputados señora María Rozas y señores Nelson Avila, Enrique Krauss, Juan Núñez, Luis Pareto, Edgardo Riveros, Rodolfo Seguel, Sergio Velasco y Carlos Vilches.


A la sesión en que la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa asistieron, además de sus miembros, los representantes del Sindicato de Artistas Circenses de Chile, señores Manuel López, Gastón Maluenda, Joaquín Maluenda y Moisés Santibáñez.

I. OBJETIVO DE LA INICIATIVA


El proyecto en informe tiene por finalidad promover la actividad circense nacional, estableciendo un marco regulatorio básico que incluye la definición de circo, las formas y modalidades a que estarán sujetos los circos nacionales y extranjeros y la vinculación de las municipalidades con ellos.

II. ESTRUCTURA DEL PROYECTO


La iniciativa de ley aprobada en primer trámite constitucional por la Honorable Cámara de Diputados está estructurada con seis artículos permanentes.

III. ANTECEDENTES

3.1. De Derecho


1. Código del Trabajo, (artículo 16, que permite en casos calificados y previa autorización que indica, el trabajo de menores de 15 años en actividades circenses).


2. Ley Nº 15.478, (sobre previsión social de los artistas, que incorpora el régimen de la Caja de Empleados Particulares a los actores de teatro, cine, artistas circenses y otros).


3. Ley Nº 17.439, artículos 1º y 4º (exigen que en los espectáculos vivos (circos) en idioma castellano, el 85% del elenco de artistas debe ser chileno, y sanciona las infracciones a esta y otras normas).

3.2. De Hecho


La moción con que ingresó a trámite legislativo el proyecto en informe recuerda que el circo moderno, en su actual estructura, tiene su origen a mediados del siglo XVIII, cuando los ingleses empezaron a organizar espectáculos de pruebas ecuestres con demostraciones de habilidad humana o animal.


Agrega que en Chile el circo se conoció en la misma época que en Europa y desde entonces los artistas circenses han gozado de gran prestigio, integrándose algunos a los elencos de más alto nivel en el mundo.


Expresa, también, que en la actualidad más de ciento veinte circos recorren el país dando trabajo a más de cinco mil personas ligadas a sus familias.


Enseguida, señala que ha de entenderse por circo el espectáculo que se desarrolla generalmente en una carpa, con espectadores que rodean uno a más pistas, con programaciones en que intervienen payasos, contorsionistas, trapecistas, acróbatas, magos, malabaristas, músicos y animales amaestrados. El propósito es entretener a los niños, pero también a los adultos que, además de evocar su infancia, ponderan más adecuadamente las actuaciones de los artistas circenses. El esquema descrito se mantiene vigente en el tiempo, a pesar del avance y transformaciones producidas en el plano de las telecomunicaciones y del espectáculo, y el circo sigue convocando a toda clase de público.


A continuación la moción precisa que el objetivo del proyecto es el de reconocer los méritos del circo chileno, debiendo las autoridades adoptar las medidas conducentes al desarrollo de la actividad circense, las cuales han de desenvolverse con arreglo a las disposiciones de policía y las regulaciones de la Superintendencia de Servicios Eléctricos, del Servicio Agrícola y Ganadero, los servicios de salud, los planes de higiene ambiental y de toda otra disposición que regule espectáculos públicos.


Explica, también, que la relación de los circos con las autoridades ha de canalizarse preferentemente con las autoridades de gobierno interior y con los alcaldes, y que, con el propósito de uniformar el cobro de los derechos municipales, se ha previsto que su valor no sea inferior al 10% ni superior al 25% de una unidad de fomento. También se postula que los municipios destinen predios de su propiedad o tenencia para la instalación de circos y que éstos, si funcionan por más de diez días en determinado lugar, ofrezcan funciones gratuitas para menores discapacitados o en situación irregular, hogares de ancianos o niños de escasos recursos.


Igualmente, para superar los efectos de competencia desleal con circos extranjeros, se dispone que éstos no podrán funcionar más de noventa días. De esta forma se evita la mala práctica de que perduren por años con sus espectáculos. Con el mismo propósito de evitar que se produzca competencia desleal, los circos extranjeros habrán de funcionar en las mismas condiciones que los chilenos y al menos un 20% de su elenco corresponderá a artistas nacionales.


La moción hace presente también que las limitaciones a la iniciativa parlamentaria para formular proyectos de ley impiden proponer otras normas en beneficio del circo chileno, pero sus autores esperan el patrocinio del Ejecutivo para, entre otras, crear la Escuela Nacional del Circo de Chile, que facilite la formación, el desarrollo y la dignificación de la actividad circense.


Concluye la moción señalando que esta iniciativa cuenta con el respaldo del Sindicato de Artistas Circenses de Chile, siendo el primer paso para el reconocimiento legislativo de esta actividad como expresión de la cultura popular.

IV. CONTENIDO DEL PROYECTO


Cual se señaló en un acápite precedente, la iniciativa en informe aprobada por la Honorable Cámara de Diputados está estructurada con seis artículos permanentes.


El artículo primero prevé que el objetivo de esta ley es definir las políticas de fomento y resguardo de la actividad circense nacional.


El artículo segundo, conformado por dos incisos, define el circo como espectáculo artístico y de entretención que se desarrolla preferentemente en carpas y cuya programación se orienta especialmente a los niños. Agrega este precepto que en las actividades circenses participan payasos, trapecistas, acróbatas, magos, malabaristas, contorsionistas y músicos.


Enseguida, en un segundo inciso preceptúa que la actividad circense tiene acceso a los recursos que la legislación destina al fomento de expresiones artísticas y culturales.


El artículo 3º dispone que las autoridades del Estado (nacionales, regionales y comunales) arbitrarán los medios para promover el circo chileno como instrumento de entretención y formación cultural. Señala, también, que preferentemente la relación de los circos con el Estado se hará por intermediación de las autoridades del gobierno interior y de los alcaldes.


Igualmente, impone a los circos la obligación de adecuar su funcionamiento a las disposiciones de policía y a las regulaciones de la Superintendencia de Servicios Eléctricos, del Servicio Agrícola y Ganadero, de los servicios de salud y planes de higiene ambiental, a las ordenanzas municipales y a toda otra norma vinculada a estos eventos.


El artículo 4º previene que los derechos que cobren los municipios a los circos serán regulados en una ordenanza que podrá eximir parcialmente del pago a los circos mencionados.


Agrega este precepto en un inciso segundo que la ordenanza consignará las normas básicas a las que habrán de ajustarse los convenios que celebren los circos y las municipalidades para ofrecer funciones gratuitas a los sectores de escasos recursos.


Finalmente este artículo permite autorizar la afectación de predios de dominio o tenencia del municipio, debidamente equipados, para el funcionamiento de circos y espectáculos similares, pero para este propósito el municipio involucrado solicitará la opinión de las organizaciones circenses regionales o, en su defecto, nacionales.


El artículo 5º de la iniciativa obliga a los circos extranjeros a sujetarse en todo a la legislación de extranjería; y para prorrogar la estadía de sus miembros en el territorio nacional deberán acreditar que han cumplido con la legislación chilena, especialmente en los aspectos sociales, laborales y de inmigración. Prohíbe finalmente a estos circos ser beneficiarios de privilegios tributarios, arancelarios o de otra especie.


El artículo 6º y final del proyecto remite al reglamento la instauración de las demás normas sobre fomento de la actividad circense y la forma de fiscalización de los circos nacionales y extranjeros.

V. DISCUSIÓN GENERAL


En sesión de 9 de mayo pasado, el señor Joaquín Maluenda, representante del Sindicato de Trabajadores Circenses de Chile, agradeció la posibilidad de exponer el punto de vista de sus representados ante esta Comisión. Enseguida, manifestó que la aprobación de esta ley es un avance en la valoración del aporte que ha significado el circo en la historia de Chile, por cuanto en más de 120 años sólo se han dictado normas aisladas y fragmentarias en lo que se refiere a la protección de los trabajadores del circo y de la actividad.


Agregó que el circo chileno ha trabajado de manera precaria durante toda su historia, transportando sus instrumentos de trabajo en vehículos antiguos y muchas veces faltos de los estándares de seguridad mínimos requeridos para la actividad que realizan. Recordó cómo generaciones anteriores se desplazaban por todo el país mostrando su espectáculo, llegando a lugares inhóspitos dónde incluso no existían servicios básicos. 


En el día de hoy, continuó, el circo monta su espectáculo debiendo apelar, la mayoría de las veces, a la voluntad de las autoridades municipales a efectos de instalarse en una determinada zona. Expresó que existe preocupación por parte del gremio en torno a cumplir las exigencias legales y sanitarias que les imponen diversos cuerpos legales. Sobre el particular, señaló que ya existen circos que disponen de zoológicos privados para el cuidado de sus animales asistidos por médicos veterinarios y otros profesionales.


La intención de los trabajadores del circo chileno, expresó, es mostrar la cultura que implica el espectáculo circense de manera digna y con algún grado de protección legal, como ocurre en otros países en donde los permisos para trabajar hacen más meritorio su ejercicio pues es menester acreditar la seguridad de los trabajadores y el buen trato con los animales.


Concluyó señalando que en Chile existen más de 5.000 trabajadores circenses y cerca de 120 compañías de circo que esperan una pronta solución a los obstáculos que les impiden desarrollar su labor de manera expedita, por lo que agradeció a esta instancia que le permitió expresar su planteamiento sobre el proyecto en trámite. Lo anterior no es una solución sólo para los que actualmente trabajan en el rubro, sino para todos quienes deseen integrarse a esta actividad, pues el circo no es excluyente y siempre estará abierto y disponible para enseñar su arte.

- - -


La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis y Pérez, reconoce en el circo la expresión de un arte de importancia gravitante en la cultura y un aporte de gran significación en la formación de la identidad nacional. También destacó la larga lucha que ha dado para dignificar al trabajador circense que entrega su arte para la entretención de las personas, especialmente de los niños.


La ley en trámite, a juicio de los señores Senadores, destaca la actividad circense como una expresión de la cultura popular y la encuadra en un marco de seriedad que le permite desenvolverse bajo reglas claras y objetivas.

VI. ACUERDO


Puesta en votación de la idea de legislar respecto de este proyecto de ley, resultó aprobada con los votos de los miembros presente de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis y Pérez.

- - -


En consecuencia, habida consideración de la relación y acuerdo precedentes, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala la aprobación en general de esta iniciativa de ley. Su texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


Artículo 1º.- Declárase al Circo Nacional Chileno instrumento de entretención, recreación y formación cultural básica, en virtud de lo cual las autoridades nacionales, regionales y comunales deberán adoptar las medidas que correspondiere para apoyar el desarrollo de sus actividades. Ellas, en todo caso, deberán respetar las regulaciones establecidas por las instituciones policiales, la Superintendencia de Servicios Eléctricos y Combustibles, el Servicio Agrícola Ganadero, los Servicios de Salud y los Planes de Higiene Ambiental y, en general, las disposiciones generales establecidas para la realización de esta clase de espectáculos.


Sin perjuicio de lo anterior, la relación de los circos se establecerá preferentemente con las autoridades de gobierno interior y los alcaldes de las comunas en que presenten sus espectáculos. Para tales efectos las autoridades respectivas y la Asociación Nacional de Municipalidades impartirán de oficio o a requerimiento de las organizaciones gremiales de los propietarios y artistas circenses las instrucciones que fueren necesarias.


Artículo 2º.- Para los efectos de la presente ley se entiende por circo a los espectáculos que se desarrollan preferentemente en carpas y cuya programación se orienta especialmente al mundo infantil. Participan en ella artistas tales como payasos, trapecistas, acróbatas, magos, malabaristas, contorsionistas, domadores, músicos y excéntricos musicales y animales amaestrados.


No tienen el carácter de circos los espectáculos de contenido frívolo, orientados al público maduro, aun cuando ellos sean presentados en carpas.


Artículo 3º.- Los derechos que los municipios en conformidad a lo dispuesto en la letra a) del artículo 65 de la ley Nº 18.695 cobren a los circos para autorizar su funcionamiento en la correspondiente comuna, no podrán ser inferiores al 10% ni exceder del 25% de una Unidad de Fomento Reajustable por día de funcionamiento y serán determinados, en cada caso, por el respectivo alcalde, tomando en consideración el tamaño del circo.


Los circos de procedencia extranjera pagarán por el referido concepto a lo menos el 50% de una Unidad de Fomento.


Artículo 4º.- Los circos que funcionen en una comuna por un lapso superior a diez días deberán ofrecer, a requerimiento del alcalde o en subsidio del concejo municipal, una función gratuita para menores discapacitados o en situación irregular, hogares de ancianos y niños de escasos recursos u otras instituciones similares.


Artículo 5º.- Las municipalidades podrán afectar un sitio de dominio o tenencia municipal de características y superficie adecuadas y dotado de los servicios indispensables para el funcionamiento de circos y otros espectáculos similares. Para adoptar la correspondiente resolución el Concejo Municipal deberá solicitar la opinión al Sindicato de Artistas Circenses de Chile.


Artículo 6º.- Los circos de procedencia extranjera podrán actuar en el territorio nacional hasta por un lapso de noventa días. En todo caso, deberán hacerlo en las mismas condiciones que los circos nacionales, sin contar con ninguna clase de privilegios tributarios, arancelarios o de otra especie.


Asimismo, deberán cumplir con la legislación chilena en los aspectos sociales y de inmigración y deberán incorporar en su elenco a lo menos un veinte por ciento de artistas nacionales, cuya contratación vigente deberán acreditar en la respectiva municipalidad antes de ser autorizados para funcionar en las comunas en que deseen hacerlo. El incumplimiento de cualquiera de estas normas deberá ser comunicado de inmediato al Ministerio del Interior y determinará la inmediata cancelación de los permisos de permanencia en el territorio nacional”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 9 de mayo de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Pérez (Presidente), Bianchi, Núñez y Orpis (señor Larraín).


Sala de la Comisión a 10 de mayo de 2006.

(Fdo.):Mario Tapia Guerrero,

Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LAS COMISIONES DE RELACIONES EXTERIORES Y DE DEFENSA NACIONAL, UNIDAS, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA AL SENADO PRORROGAR AUTORIZACIÓN PARA QUE TROPAS NACIONALES CONTINUEN PARTICIPANDO EN LA MISIÓN DE ESTABILIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS EN HAITÍ

(S 852-05)

HONORABLE SENADO:



Vuestras Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, tienen el honor de informaros acerca de la solicitud de S. E. la señora Presidenta de la República, cuyo objetivo es que la Corporación dé su acuerdo para prorrogar la autorización de la salida de tropas nacionales a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH).



La Sala de la Corporación acordó, en sesión de 9 de mayo de 2006, que el proyecto fuera conocido por las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.



Concurrió al estudio de esta iniciativa el Honorable Senador señor Carlos Ignacio Kuschel.



A las sesiones en que vuestras Comisiones unidas estudiaron este tema asistieron, especialmente invitados, la Ministra de Defensa Nacional, señora Vivianne Blanlot, el Ministro (S) de Relaciones Exteriores, señor Alberto Van Klaveren, el Jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional, Vicealmirante señor Jorge Huerta; el Subjefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional, General de Brigada señor Marcos López; el Director Jurídico de la Cancillería, señor Claudio Troncoso; el Jefe del Comité Asesor del Ministerio de Defensa señor Rodrigo Atria; la Jefa del Departamento de Finanzas del Estado Mayor de la Defensa, Comandante señora Leticia Martínez; el Asesor Jurídico de la Ministra de Defensa, señor Francisco Belmar; y la Jefa de Gabinete del señor Canciller (S), señora María del Carmen Domínguez.


Cabe destacar que S.E. la señora Presidenta de la República hizo presente la urgencia en el despacho del acuerdo, en uso de la facultad que le confiere el inciso segundo del número 5) del Artículo 53 de la Constitución Política de la República.
- - -

ANTECEDENTES



1.- Oficio de S.E. la señora Presidenta de la República.- En el oficio N° 341, de 3 de mayo de 2006, S.E. la señora Presidenta de la República indica que el Gobierno de Chile ha definido una política de participación nacional en operaciones de paz, bajo el mandato de la Organización de Naciones Unidas.


Agrega que, mediante Resolución CSNU Nº 1.658, del 14 de febrero de 2006, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de dicha Institución, decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en la Resolución Nº 1.608 (de 2004), hasta el 15 de agosto de 2006.


Recuerda también que por Oficio N° 25.294 de 18 de mayo de 2005, el Honorable Senado de la República autorizó “la prórroga de la permanencia de tropas nacionales en Haití, concedida hasta el 1º de junio de 2005, por seis meses prorrogables por un nuevo período de seis meses, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH)”. Dicho plazo fue nuevamente renovado hasta el 1º de junio del 2006. Así lo hizo presente el Presidente de la República al Senado, por oficio de febrero de 2006.


Indica S.E. que como es de conocimiento público Haití ha elegido a su Presidente y próximamente instalará a las nuevas autoridades parlamentarias y municipales. El nuevo gobierno haitiano tendrá como función primordial el restablecimiento pleno de la institucionalidad y la consolidación de la democracia en ese país.


De conformidad con la Declaración del Presidente del Consejo de Seguridad de fecha 18 de octubre de 2005, es necesario “mantener la estabilidad durante el período inmediatamente después de las elecciones, incluso por medio de la presencia internacional, y de asegurar que las instituciones fundamentales de Haití puedan funcionar de forma adecuada, especialmente las que promueven el imperio de la ley y el desarrollo.”.


Destaca que es importante también considerar la solicitud planteada personalmente por el Presidente electo señor René Préval en sus entrevistas con ocasión de la transmisión del mando presidencial, para que nuestro país siga integrando la Misión de Estabilización de Haití.


Considerando que la presencia de las tropas de la MINUSTAH continúan cumpliendo una función esencial para la mantención de un entorno seguro y estable que permita la paulatina rehabilitación integral de las instituciones haitianas, solicita el acuerdo del Honorable Senado de la República para prorrogar la permanencia en Haití de nuestras tropas y medios, por un nuevo período de seis meses.


Finalmente, hizo presente la urgencia en el despacho del acuerdo, en uso de la facultad que le confiere el inciso segundo del número 5) del Artículo 53 de la Constitución Política de la República.



2.- Disposiciones Legales.- Se tuvieron a la vista las siguientes normas:



a) Artículo 53, N° 5, de la Constitución Política de la República que contempla entre las atribuciones exclusivas del Senado, la de prestar o negar su consentimiento a los actos del Presidente de la República, en los casos en que la Constitución o la ley lo requieran.


Agrega la norma que si el Senado no se pronunciare dentro de treinta días después de pedida la urgencia por el Presidente de la República, se tendrá por otorgado su asentimiento.


b) Ley Nº 19.067, que establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo.



Su artículo 4º, inciso primero, dispone que la salida de tropas nacionales fuera del territorio de la República deberá ser autorizada por decreto supremo, previo acuerdo del Senado e informe o a propuesta de la Institución de la Defensa Nacional que corresponda, firmado por el Primer Mandatario y expedido por intermedio del Ministerio de Defensa Nacional y con la firma del Ministro de Relaciones Exteriores.



Su inciso segundo preceptúa que el decreto supremo aludido en el inciso anterior fijará el objeto, plazo y modalidades de la salida de tropas.



Cabe también mencionar el artículo 6º de la citada ley Nº 19.067, que, en lo atinente a la salida de tropas nacionales fuera del territorio de la República, establece que las autorizaciones que se otorguen en virtud de esa ley deberán ser comunicadas al Senado y a la Cámara de Diputados, para su conocimiento, antes de la salida de las tropas correspondientes.



c) Resolución Nº 1.529 del Consejo de Seguridad, de febrero de 2004 que crea la Fuerza Multinacional Provisional. El Senado autorizó la salida de tropas en sesión de fecha 2 de marzo de 2004.



d) Resolución Nº 1.576 de 29 de noviembre de 2004, del Consejo de Seguridad, que prorroga el mandato de la MINUSTAH. El Senado autoriza dicha prórroga en sesión del día 30 de noviembre de 2004.


e) Oficio Nº 502, de fecha 9 de mayo de 2005, de S.E. el Presidente de la República en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión de la autorización, por seis meses prorrogables por un nuevo periodo de seis meses, lo que comunicó mediante oficio N° 25.294 de 18 de mayo de 2005.


f) Resolución Nº 1.658 de 14 de febrero de 2006, del Consejo de Seguridad, que prorroga el mandato de la MINUSTAH hasta el 15 de agosto de 2006.

- - -

DISCUSIÓN



En primer término, la Ministra de Defensa Nacional, señora Vivianne Blanlot, señaló que el Ejecutivo envió al Senado de la República un oficio solicitando su acuerdo para prorrogar la permanencia en Haití de nuestras tropas y medios militares, considerando que aún es necesario mantener un entorno seguro y estable que permita la paulatina rehabilitación integral de las instituciones haitianas.


Agregó que los argumentos del Gobierno provienen de diversos ámbitos. Del ámbito de los principios que sustentan el accionar de nuestra nación; del de nuestros intereses en materia de defensa y seguridad, y finalmente del ámbito de los beneficios profesionales para nuestras Fuerzas Armadas.


En lo que respecta a los principios que informan el accionar de la nación, indicó que desde el comienzo, a partir del rápido despliegue de nuestras tropas como parte de la inicial Fuerza Multinacional Interina, nuestra presencia en Haití estuvo motivada por ellos. Recordó que la situación en Haití hacia febrero o marzo del año 2004 era no sólo de inseguridad política, sino de incertidumbre respecto del destino de miles de hombres, mujeres y niños haitianos que podían transformarse en víctimas inocentes de aquella situación política. Recordó que Naciones Unidas hablaba, entonces, de una inminente “crisis humanitaria” en Haití. Es decir, una tragedia humana de grandes proporciones, cuyos antecedentes estaban en los sucesos de Bosnia-Herzegovina y Ruanda. 


Añadió que Chile hacía, por lo tanto, una valoración de la vida humana y de la solidaridad con un país donde la vida y los derechos esenciales de las personas estaban masivamente en riesgo cierto e inminente de perderse. Este Senado entendió y compartió con el gobierno de entonces esta motivación para responder favorablemente la solicitud del Consejo de Seguridad de la ONU y acudir a Haití, contribuyendo al esfuerzo de otros miembros de la comunidad internacional. 


Señaló que, superada la inminencia de la crisis humanitaria, el Consejo de Seguridad modificó la misión para darle un sentido complementario al de la misión inicial. Surgió así la Misión de las Naciones Unidas para la Estabilización de Haití, MINUSTAH.


Hizo presente que sin perder la motivación humanitaria y solidaria inicial, otros principios, en los cuales el Ejecutivo cree profundamente, vinieron a sumarse a los argumentos para continuar en Haití. Estos eran el compromiso con la democracia --no sólo como régimen político, sino especialmente como modo de convivencia entre seres humanos—y, por lo mismo, el respeto universal a los derechos humanos. Añadió que son estos fines los que estaban, y están, en el fundamento de la misión de estabilización emprendida por la ONU.


Añadió que esta argumentación también fue entendida y compartida por este Senado cuando Chile debió renovar la autorización para la permanencia de sus tropas en el marco de la MINUSTAH.


Destacó que los principios descritos tienen una íntima vinculación con los que informan nuestra Política Exterior; en particular, la vigencia del derecho internacional como marco de las relaciones internacionales, el valor de la paz en los países y entre los países, y la opción por dar soluciones diplomáticas y pacíficas a las controversias.


Manifestó su convicción en cuanto a que los principios mencionados poseen valor por sí mismos y continúan siendo parte esencial de las razones que explican la posición del Gobierno en la materia que hoy nos reúne y la petición elevada a este Honorable Senado para acordar la prórroga de nuestra permanencia en Haití.


Añadió que la crisis humanitaria ha sido superada, y Chile debe sentirse orgulloso de estar participando en una misión de la ONU que, por fortuna, reparó la lenidad de la comunidad internacional en Bosnia-Herzegovina y Ruanda.


Señaló que, si bien la crisis humanitaria pasó, se mantienen las condiciones de fragilidad en la situación de seguridad, marco indispensable para la reconstrucción institucional, social y económica de Haití. Agregó que en los meses, y tal vez años por venir, se requerirá una solidaridad internacional materializada a través de donaciones y cooperación técnica destinadas a la reconstrucción del país más pobre de América y del hemisferio occidental. Chile, siendo un país pequeño y en desarrollo, materializa su contribución solidaria facilitando la consolidación de condiciones de seguridad social que enmarquen dicho proceso. 


Resaltó que Chile ha tenido un compromiso estable y permanente con el alivio de catástrofes humanitarias, bajo las siguientes condiciones: resguardo de nuestra capacidad soberana de decisión, respeto a la democracia, respeto al estado de derecho, respeto de la dignidad humana, sujeción al mandato de la ONU, reconocimiento de la vigencia de las fuentes del derecho internacional para conducir las relaciones entre los Estados y entre los Estados y las personas.


En otro orden de ideas, destacó que también Chile tiene intereses estratégicos y económicos que deben considerarse.


En el ámbito político, indicó que la estabilidad y la seguridad internacional afectan nuestro desarrollo en forma amplia. Por ello, Chile se ha propuesto consolidar y ampliar el grado de influencia que deseamos tener en el ámbito internacional para la promoción de los principios y valores que nos inspiran como nación y para la defensa de nuestros intereses. 


Advirtió que Chile no puede pretender tener voz y voto en decisiones relevantes para muchas naciones en los campos del comercio, de la seguridad y de la paz, sin asumir los riesgos que nuestra decisión involucra. No podemos concurrir con voz y voto a una determinación y dejar que sus costos los asuman terceros. Ese costo es una contribución activa y concreta al mantenimiento de la seguridad y la paz a la que se aspira. A la vez, una participación mayor en esta área da a Chile instrumentos de negociación más efectivos, especialmente en aquellas áreas donde se considere esencial el aporte de nuestro país, haciendo crecer la altura político-estratégica del país. 


Agregó que tanto porque favorecemos las relaciones igualitarias entre los Estados como porque potencia nuestros derechos, tenemos un interés explícito en fortalecer efectivamente las instituciones multilaterales, como el sistema de organismos cubiertos por las Naciones Unidas. Estimó que el multilateralismo, y ese sistema de gobernabilidad internacional en particular, es el que mejor garantiza que los intereses y necesidades de países pequeños y medianos sean incluidos en las agendas internacionales. 


Indicó que como quedó demostrado en la última década, una crisis de las organizaciones multilaterales puede traducirse en lenidad o inacción, aunque también en un incremento de acciones unilaterales realizadas por un país o por coaliciones ad hoc. En consecuencia, si no contribuimos a fortalecer el multilateralismo nos arriesgamos simplemente a quedar fuera del ámbito de las decisiones en temas que pueden afectarnos directamente. 


Añadió que nuestros intereses políticos no se reducen a los que tengamos en la esfera global. Los tenemos también, y con mayor razón, en el ámbito regional. En el caso de Haití, una crisis masiva de refugiados en la cuenca del Caribe y la falta de vigilancia e interdicción de actividades ilícitas en el área de responsabilidad del Estado haitiano, pueden afectar a importantes socios comerciales y políticos de Chile, así como deteriorar las condiciones de seguridad en una zona relevante al comercio continental. 


Señaló que un eventual fracaso de la iniciativa que países latinoamericanos han tenido para desempeñar un papel activo en la solución a la crisis haitiana tendría un efecto negativo para su credibilidad y estatura política, con el subsecuente daño para la legitimidad de las misiones que tales países pudieran querer asumir a futuro por sí mismos o en alianza entre ellos.


Destacó que también tenemos intereses económicos que nos incumben. Sin hacer de la paz un bien subsidiario del intercambio comercial, hay que subrayar que la estabilidad en el mundo y en la región está directamente ligada a nuestros intereses económicos.


Recordó que cerca del 60 por ciento del sueldo mensual de cada chileno se genera a partir del intercambio con terceros países. Por lógica, los beneficios del comercio se verían seriamente amenazados si las condiciones políticas y sociales del entorno mundial y regional obstaculizaran o dañaran el flujo de nuestros intercambios. Bajo las condiciones de una estrategia de desarrollo como la elegida por nuestros país, abierta al exterior e inserta en un mundo globalizado, no hay región del mundo desconectada de la otra. 


En tercer lugar destacó como principio que justifica la permanencia de Chile en Haití, las necesidades del proceso haitiano.


Señaló que desde un principio, el Gobierno de Chile ha sido claro en señalar que el compromiso de nuestro país va más allá del envío de tropas, y dice relación con facilitar y asegurar un adecuado proceso de reconstrucción política, económica y social de ese país. 


Hizo presente que la misión en Haití ha tenido, desde su origen, una sólida base de legitimidad. El despliegue de la Fuerza Multinacional Interina y los sucesivos despliegues de MINUSTAH comienzan a partir de la petición expresa de las autoridades haitianas, asumidas de acuerdo a los mecanismos de sucesión constitucional de ese pais, tras la salida del ex Presidente Jean-Bertrand Aristide.


Añadió que el argumento de que la permanencia de las tropas sería “intervencionismo” refleja una discusión legítima, pero propia del período de Guerra Fría, en torno a la tensión entre soberanía e intervención internacional. Sin embargo, el argumento es anacrónico e incompleto, pues no da cuenta de la evolución de los criterios de legítima acción para los organismos multilaterales –especialmente la ONU- y las acciones emprendidas bajo las indicaciones del Derecho Internacional Humanitario ocurridas en las últimas dos décadas.


Enfatizó que la seguridad no está aún afianzada en Haití. Por el momento, sólo las tropas internacionales pueden custodiar efectivamente el orden público. Sin condiciones básicas de seguridad y estabilidad interna, los demás aspectos de la reconstrucción son inviables, en especial, la transición y consolidación política, la reconstrucción económico-social, y el imperio de la ley y de los derechos humanos.


Indicó que los policías internacionales hoy desplegados, entre ellos, algunos efectivos de nuestros Carabineros, no resguardan el orden público, como lo hacen las fuerzas militares, sino que entrenan policías, reforman instituciones policiales y monitorean las actividades de los policías locales. Por lo tanto, el retiro de tropas debe responder a la posibilidad real de traspasar funciones de orden público a fuerzas locales y no a la llegada masiva de policías internacionales.


Agregó que la transformación exitosa de una fuerza de paz, como la que todos desean para la MINUSTAH, depende directamente del logro previo de los objetivos de seguridad, los cuales aún deben ser afianzados en Haití, dada la ausencia de fuerzas locales que puedan dar cuenta apropiada de las necesidades básicas en ese sentido.


Expresó que las experiencias acumuladas en las últimas décadas en Haití y en el mundo han demostrado que un retiro anticipado de tropas no sólo puede generar un resurgimiento del conflicto, sino que incluso éste se hace en peores condiciones que antes, con más recursos para ser utilizados en la lucha y animosidades exacerbadas por expectativas no cumplidas.


En otro orden de ideas, manifestó que el hito principal para el futuro próximo de la misión en Haití es la revisión del mandato de MINUSTAH por parte del Consejo de Seguridad de la ONU, el cual determinará el carácter de la fuerza para las fases sucesivas del proceso de reconstrucción. Más determinante aún es que dicho mandato será esencial para evaluar la forma y cantidad de los aportes de los países contribuyentes a la misión en el futuro.


Añadió que un mandato es esencialmente un acuerdo político. Por esto, y en concordancia con el argumento que entregó sobre el interés en el multilateralismo, la manera de conseguir la mejor reformulación del mandato, acorde a los intereses de Chile, es mantener una participación activa dentro de las instancias políticas pertinentes.


Definió a continuación lo que denominó “conceptos básicos”, que es otro de los elementos centrales de nuestro debate.


Recordó que el artículo 101 de la Constitución Política de la República señala que las Fuerzas Armadas existen para la defensa de la patria y son esenciales para la seguridad nacional. Pero, ¿cómo entender estos conceptos? ¿Significa, por ejemplo, que la “defensa de la patria” es una tarea exclusiva y excluyente de las Fueras Armadas o, por el contrario, como se ha coincidido entre civiles y militares explícitamente, a lo menos desde el Libro de la Defensa Nacional de 1997, la “defensa de la patria” es una “tarea de todos”?


Manifestó que la diferencia conceptual no es menor, porque la defensa como “tarea de todos” tiene una serie de efectos no sólo desde el punto de vista del tratamiento de la política de defensa como una política pública, sino incluso desde el punto de vista de la labor que corresponde a los civiles en la defensa, de lo que se ha denominado “la interpenetración político-estratégica” y hasta de la relación de las Fuerzas Armadas con la sociedad y el resto del estado.


Agregó que una pregunta similar puede hacerse en relación con el concepto de “seguridad nacional” o seguridad de la nación. ¿Cómo ha de entenderse? ¿De manera limitada y, por lo tanto, como una condición determinada por capacidades propias y factores internos o, por el contrario, de manera amplia y, en consecuencia, determinada también por factores externos y relaciones con actores internacionales estatales, supraestatales o no estatales?


Añadió que pese a que durante la Guerra Fría se desarrollaron conceptos de seguridad nacional que la entendían de manera amplia, como los conceptos de “bloques” y “defensa colectiva” –cuyos antecedentes se remontan al balance de poder y al Concierto de Europa de principios del siglo XIX-, lo cierto es que muchos países siguieron entendiéndola de manera limitada. Esto ocurría en España, que hasta 1982 estuvo fuera de la OTAN, o en Suecia, que mantuvo una política de neutralidad por casi 200 años, y también en América Latina, pese a la suscripción por parte de los estados americanos –incluido Chile- del Tratado Interamericano de Ayuda Mutua (TIAR), firmado en 1947 y aún vigente.


Indicó que no es extraño, por lo tanto, que el artículo 101 de la Constitución, incorporado a nuestra tradición constitucional en 1980, se interpretara -o se interprete- de manera restrictiva. Sin embargo, y más allá de lo que debe ser la interpretación de las normas constitucionales no sólo individualmente sino en el conjunto normativo de la Constitución, el concepto de seguridad ha evolucionado enormemente desde el fin de la Guerra Fría y la inauguración de una nueva fase de globalización en el mundo.


Reiteró que la diferencia conceptual no es menor, ya que el sentido amplio del concepto considera riesgos sobre los que tenemos mayor o menor control, y actores con los que disponemos de mayor o menor influencia.


Señaló que ya en el Libro de la Defensa de 1997 se da cuenta de la transición conceptual y práctica que estaba en marcha y, de hecho, el texto señala que “en un sentido integral y moderno, la propia seguridad nacional depende de un conjunto diverso de factores, entre los cuales se cuenta la estabilidad y la seguridad internacionales”.
 Entre las innovaciones incorporadas al documento que desarrollan esa idea están las siguientes:


En primer lugar, expresó que se abandona el concepto de seguridad acuñado en 1960 y que la concibe como las “acciones” emprendidas para asegurar el libre ejercicio de la soberanía de la nación, tanto en el interior como en el exterior, y se adopta, en cambio, un concepto de seguridad entendida como “condición” que se alcanza, siempre de modo incompleto o imperfecto, por el trabajo que se hace tanto en la Defensa Nacional como en el Desarrollo Nacional. De esto se concluye, por ejemplo, que un país que ha superado la pobreza es más seguro, o que una sociedad que se ha dotado de una institucionalidad democrática sólida es también más segura.


Indicó que, en segundo término, se constata el surgimiento de la actual fase de globalización en el mundo y de los esfuerzos de integración regionales. Textualmente, el Libro de 1997 señala:


“Todo esto ha ido produciendo cambios graduales no sólo desde el punto de vista económico, sino también político y estratégico. De hecho, a partir de la primera reunión de Ministros del Interior del MERCOSUR, comenzaron a tratarse temas de seguridad interior, tales como narcotráfico, tránsito de personas y mercaderías, terrorismo, tráfico de armas y otros, los que, en último análisis, pueden impactar en su conjunto al sistema de seguridad, favoreciendo, por tanto, la seguridad nacional de cada país”.


Seguidamente, y al margen del TIAR, integra la idea de promover la coordinación continental en materia de seguridad, no para diseñar nuevos esquemas de seguridad colectiva, sino para perfeccionar la cooperación y dar mayor credibilidad a la región en cualquier eventual negociación entre bloques. Sobre todo, hace hincapié en el reconocimiento de diferentes realidades continentales, relativas a seguridad, según áreas geográficas específicas o subregiones. 


Finalmente, indicó, el libro de 1997 incorpora la Política de Participación del Estado de Chile en Operaciones de Mantenimiento de la Paz, formulada en 1996. Esta política daba cuenta del cambio que había ido produciéndose en el compromiso de Chile con la comunidad internacional, pasando del envío de observadores al despliegue de tropas bajo el Capítulo VI de la carta de la ONU. La propia transformación de las misiones de paz de la ONU tuvo un rápido impacto en nuestra política al respecto, ya que el año 2000 se participó en la misión en Timor Oriental, la cual tuvo elementos claros de Capítulo VII, es decir, de imposición de la paz.


Agregó que toda esta rica discusión sobre seguridad nacional tuvo un segundo momento de desarrollo durante los seminarios y talleres que se hicieron para la elaboración del Libro de la Defensa Nacional de 2002. Este texto no sólo recoge y desarrolla las ideas acordadas en el texto de 1997, sino que dedica un capítulo completo a las “Tendencias en la Seguridad Internacional”, dando cuenta incluso del surgimiento del concepto de seguridad humana como distinto, aunque no necesariamente contrario, al concepto de seguridad centrada en torno al estado.


Subrayó que en los debates conducentes a estos textos han participado activamente las Fuerzas Armadas desde 1996 y estuvieron abiertos a los más diversos actores, incluidos los miembros de las Comisiones de Defensa de ambas cámaras del Congreso. Indicó que esperaba reanudar estos debates el año 2008 para publicar el Libro de la Defensa del Bicentenario en 2010, y desde ya, manifestó su deseo de contar con la participación de los miembros de las Comisiones de Defensa y Relaciones Exteriores del Senado y los de las Comisiones correspondientes de la Cámara de Diputados.


Concluyó que crecientemente, lo que ocurre en el mundo es parte de nuestro interés nacional. Chile, como país con un modelo de desarrollo abierto al mundo, es sensible a aquellos procesos que ocurren en el exterior, porque buena parte de los objetivos que nos hemos trazado como país están ligados a lo que ocurre o se decide en el campo internacional.


En lo que dice relación con los argumentos militares, señaló que nuestro país ha sido un actor preponderante y activo de los permanentes y exitosos esfuerzos que se han realizado para consolidar gradualmente la estabilidad estratégica de la región. Esto, porque el nivel de seguridad de la región es directamente proporcional al nivel de seguridad al que aspiramos para conseguir nuestros objetivos como país.


Indicó también que más allá de ello, hay ventajas profesionales y técnicas para nuestras Fuerzas Armadas asociadas al despliegue de tropas y medios chilenos en Haití, que expondrá el Jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional.


A continuación, el Jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional, Vicealmirante Jorge Huerta, señaló que Haití le da a las Fuerzas Armadas chilenas la primera oportunidad en nuestra era de operar en conjunto. Añadió que ya se hacían actividades conjuntas desde hace muchos años, pero no en operaciones reales, con terreno complejo, con un enemigo que dispara. Agregó que esto es una enorme ventaja, porque tienen conciencia que deben transitar con rapidez hacia una capacidad de operar en conjunto. Al respecto, indicó que existen dificultades porque hay doctrinas institucionales arraigadas que dificultan avanzar en este aspecto. No obstante, manifestó que esta operación ha dado la oportunidad de hacer operaciones entre el Ejército, la Fuerza Aérea y la Infantería de Marina, integrando Estados Mayores con oficiales de diferentes instituciones. 


Agregó que el ambiente operacional es complejo, pues hay un grado de actividad altísimo y una oportunidad de entrenamiento que no tendrían en nuestro suelo, a vía de ejemplo, señaló que están desarrollando una gran cantidad de vuelos de helicópteros en condiciones diurnas y nocturnas. Además, están trabajando con una compañía de ingenieros desarrollando trabajos de entrenamiento combinados con amenaza, donde las máquinas de ingeniería del Ejército han tenido que barrer barricadas en los barrios peligrosos de Puerto Príncipe, en una situación que reproduce un entorno bastante real de lo que sería una operación en tiempos de guerra.


Manifestó que el segundo punto muy relevante es el prestigio que han alcanzado nuestras fuerzas, tanto por la muy rápida reacción del Ejercito inicialmente, cuando en cuarenta y ocho horas desplegó un batallón en Puerto Príncipe, como por el desempeño que han tenido después todas nuestras fuerzas.


Indicó que al batallón de infantería se le asignó un área de responsabilidad en el Departamento Norte y Noreste, que inicialmente era uno de los lugares más complejos y de más alto nivel de violencia y peligrosidad de Haití, después de los barrios malos de Puerto Príncipe, pues en esa zona estaban estacionados los ex militares del Ejército que disolvió el ex Presidente Aristide, con su armamento y sus uniformes. Agregó que era una fuerza irregular que vivía de la frontera, pues tenían una aduana informal. Explicó que nuestro batallón llegó a esa área con la tarea de MINUSTAH de apoyar a la policía en sus operaciones, considerando que la población tenía más simpatía por los ex militares que por la policía, que es muy abusiva. El batallón se encontró apoyando a una policía impopular y controlando a un ejército popular; sin embargo, en un corto plazo lograron neutralizar la situación, desmovilizando y desarmando a doscientos cincuenta hombres del ex Ejército, apoyando a la policía sin entrar en conflicto con la población y ganándose la adhesión de esta última, lo que era una tarea que parecía muy difícil de cumplir, siendo muy destacado por las autoridades militares y políticas de MINUSTAH, y sirviendo de manera importante para incrementar nuestro prestigio.


Agregó que nuestras fuerzas también se han integrado a una operación regional con los beneficios que esto lleva. Hace varios años que el ámbito militar ha tenido la tarea de estudiar sistemas de defensa y cooperación y seguridad regional, discutiéndose con las escuelas de defensa de Argentina, Perú y Ecuador, diferentes teorías, pero aquí se ha producido una operación real en la que se han integrado las fuerzas de estos países y se ha reconocido un liderazgo importante a nuestro país.


El Ministro de Relaciones Exteriores (S), señor Alberto Van Klaveren destacó el componente multilateral que han tenido las fuerzas en Haití. Agregó que ello tiene concordancia con las políticas de la Cancillería, en orden a priorizar una política regional.





Señaló que la prórroga del mandato tiene enorme relevancia para nuestra política exterior. Añadió que nuestra presencia no sólo se ajusta al derecho internacional, sino que ha sido solicitada por la comunidad internacional y confirmada por el Consejo de Seguridad de la ONU, mediante las resoluciones 1529 y 1542, durante el año 2004. Agregó que, a partir de mayo 2005, el Consejo de Seguridad ha extendido el mandato de MINUSTAH en dos oportunidades, con la intención de renovarlo por sucesivos períodos.





Recordó que el tema de Haití fue llevado a Naciones Unidas en febrero 2004 producto de un profunda crisis política, económica y social que amenazaba en convertirse en una guerra civil con graves consecuencias para el continente americano. Agregó que la participación chilena en MINUSTAH es una respuesta al llamado de la ONU a reestablecer estabilidad y paz en Haití mediante una contribución concreta al proceso de “reconstrucción integral” de dicho país. Añadió que dicha misión es extremadamente compleja, pues requiere tanto de tiempo como de flexibilidad de los integrantes frente a los nuevos escenarios que la realidad haitiana presenta.





Expresó que la participación de tropas chilenas en esta operación de paz coincide con dos prioridades centrales de nuestra política exterior: apoyar y fortalecer las instituciones multilaterales y priorizar nuestra relación con los países de América Latina.





Respecto a lo primera, recalcó que para Chile es esencial la estabilidad bajo el sistema multilateral. Nuestra participación en MINUSTAH no sólo nos beneficia en términos de garantizar un entorno estable, en particular en nuestra región, para poder seguir en la senda del desarrollo, sino que también contribuye a la proyección internacional de nuestro país como una nación responsable.





Destacó que Haití está viviendo un proceso de democratización sin precedentes, por ejemplo, el Presidente Preval asume sólo después de elecciones parlamentarias. A la vez, señaló que es un proceso extremadamente frágil y que requiere del apoyo internacional actual y futuro.





Explicó que este apoyo tiene dos caras. Por un lado, lograr que la sociedad haitiana renuncie a toda forma de violencia abriéndose espacios para el diálogo, de manera de sentar las bases del buen gobierno y de un desarrollo sustentable. Por otro, contribuir con programas de desarrollo dirigidos a combatir la extrema pobreza, las enfermedades crónicas, la falta de infraestructura, entre otros males que aquejan al pueblo haitiano. Añadió que Chile, con otros socios de la región y del mundo, está haciendo su aporte en ambos frentes.





Manifestó que dentro de la política regional, nuestra presencia y cooperación con Haití nos ha dado un peso importante, en particular, nos ha ayudado a revivir un marco de cooperación con Argentina, Brasil y Uruguay. Muestra de ello, agregó, es nuestra participación en la conferencia de donantes que se realizará este mes en Brasil. Asimismo, indicó que también se han estrechado vínculos con países como Ecuador, mediante participación conjunta en destacamentos militares.





Resaltó que hay tres dimensiones de la situación haitiana que nuestra presencia debe tomar en cuenta. En primer lugar, está el proceso hacia el logro de una mayor seguridad, lo que implica desmovilización, desarme y reinserción. En el ámbito económico social, destacó como fundamental respaldar el nuevo plan de desarrollo propuesto por el Presidente Preval y realizar un gran esfuerzo en el área de la cooperación. En el área política, añadió que es necesario consolidar el proceso político, en particular estar presentes durante los cruciales primeros seis meses de este nuevo gobierno.





En síntesis, nuestra continuada participación en MINUSTAH obedece a los intereses permanentes de la política exterior de Chile, y ha contribuido a fortalecer la posición de Chile en nuestra región y el reconocimiento de ser un interlocutor creíble y responsable. Asimismo, se ha revitalizado el grupo ABC (Argentina, Brasil y Chile), que a solicitud del gobierno haitiano está prestando asistencia para el diseño y planificación de una estrategia de desarrollo. Finalmente, señaló que hemos demostrado nuestro compromiso con un tratamiento sistematizado de Naciones Unidas del post-conflicto. Destacó que mantener nuestra presencia en Haití sólo nos otorga beneficios y ningún riesgo, desde la perspectiva de la política exterior chilena.





Por estas razones, solicitó al Senado el acuerdo para prorrogar la permanencia en Haití de nuestras tropas y medios por un nuevo período de seis meses.


Por su parte, el Honorable Senador señor Romero señaló que el Senado nunca ha desconocido las razones de solidaridad internacional que llevaron a nuestras fuerzas militares a Haití, porque en estas materias, como son las relaciones internacionales, deben aplicarse políticas de Estado, y no jugar con estos temas en la política local.


Destacó que es importante que en las circunstancias de las relaciones geopolíticas de Chile, haya presencia física y conceptual chilena en Haití.


Sin embargo, señaló, es preciso plantear las inquietudes que surgen en cuanto a la necesidad de acotar el tema, porque no parece apropiada una prolongación indefinida, por muy razonables que sean los motivos, lo cual nos obliga a ponderar y tener una visión real de la extensión de esta misión, para evitar que se transforme en una situación similar a la de Chipre.


Recordó que, en un principio, existió un imperativo de solidaridad internacional para iniciar este tema, pero de todas formas debe cumplirse con las formas que señala la ley N° 19.067, en cuanto a que la autorización del Senado haya sido previa, pues ha habido ocasiones en que el anuncio ha precedido a la autorización.


Indicó que desde luego el mandato del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas es muy importante, pero hay dos aspectos que deben subrayarse:


En primer lugar, es insoslayable el tema de los costos, no como una crítica, sino por transparencia, a fin de aclarar las devoluciones que son de cargo de las Naciones Unidas. Entiende que también puede considerarse una inversión, pero que es válida la inquietud por conocer los montos involucrados.


Agregó que esto le lleva a plantear que, a su juicio, esta autorización debe estar precedida de algunas consideraciones: que el Senado sea informado periódicamente de lo que ocurre en Haití; y, además en cumplimiento de lo prescrito en la citada ley N° 19.067, se fije un plazo o al menos una modalidad para acotar la salida de tropas:


Indicó que habiéndose cumplido la primera parte de la misión que era evitar el genocidio, y la segunda que era asegurar la realización de elecciones democráticas, se plantea ahora como finalidad la “estabilización del proceso”, que es un concepto relativo y que puede ser indefinido en el tiempo. Añadió que en la ocasión anterior se pidió por seis meses renovables por otros seis, para terminar el proceso de estabilización, ahora nuevamente es por seis meses, que probablemente no serán suficientes. Señaló que es preciso acotarlo.


En segundo lugar, manifestó que es muy importante la presencia de Chile en la comunidad internacional y que también ha sido muy trascendente la alianza con Brasil y los otros países de la Región, pero que también es necesario que las naciones que administraron Haití como colonia, u otros países con presencia colonial en la región y que se comprometieron a apoyar a ese país, lo hagan. Resaltó que hay que plantear en las Naciones Unidas la necesidad de compartir esfuerzos.


En conclusión, señaló que la situación de inestabilidad puede extenderse por muchos años, por ello es necesario precisar algunos aspectos: establecer una comisión especial, o de estas mismas comisiones unidas para conocer periódicamente la situación de Haití; conocer que se entiende por “razonable estabilidad”; transparentar los costos involucrados y, finalmente, abogar por una participación real de la comunidad internacional.


El Honorable Senador señor Pizarro, a su vez, pidió información acerca de la cooperación en otros ámbitos, tales como salud, educación, temas alimentarios y de gestión.


Solicitó también información acerca de los compromisos en cooperación y recursos financieros de las grandes potencias.


En cuanto a la participación de nuestras fuerzas, destacó el profesionalismo de ellas y las duras condiciones en que se han desempeñado. Al respecto, requirió conocer cuánto y qué tipo de personal ha sido desplegado en Haití.


Recordó que el primer objetivo de la participación de Chile era impedir una guerra civil, la cual se evitó. Añadió que cada vez que se replantea la mantención de las tropas debe evaluarse y medirse el cumplimiento de los objetivos que se propusieron inicialmente, más que los plazos para hacerlo.


Agregó que el segundo objetivo era generar condiciones de paz o que garantizaran que ellos mismos pudieran generar esas condiciones, para alcanzar un objetivo democrático, como eran las elecciones, misión que también se consiguió.


Añadió que ahora se plantea la necesidad de fortalecer el proceso democrático, pero el plazo que se pide es bastante exiguo, como para un objetivo tan complejo. Manifestó que si se persigue un objetivo no importa tanto el plazo, sino que se consigan los fines que se buscaban.


Indicó que hasta ahora se ha dispuesto de la información por parte del Gobierno, y no cree necesario formar una comisión especial, pero sí estima indispensable hacer un seguimiento detallado de la situación.


En otro orden de ideas, señaló que el programa de política exterior de este Gobierno ha hecho énfasis en la integración regional y en el ejercicio de liderazgos. En ese sentido, resaltó que Haití ha sido un fiel ejemplo de aplicación de dicha política.


El Honorable Senador señor Zaldívar, hizo hincapié en que la decisión de mantener las tropas es una decisión conjunta, porque las consecuencias que de ello deriven se deben afrontar como país y no sólo el Ejecutivo, el Senado o las Fuerzas Armadas separadamente.


Agregó que las razones que se esgrimen para prorrogar la misión son muy atendibles, porque en este momento Chile está muy presente militar y políticamente.


Indicó que no comparte el criterio que esta misión sea positiva para adiestrar a las fuerzas chilenas, porque el riesgo que significa no justificaría una decisión de ese tipo, hasta ahora afortunadamente no ha habido bajas, pero en cualquier momento podría haberlas. En su opinión la decisión de enviar tropas se justifica solamente por una razón de política exterior, indudablemente es importante que se haya hecho bien, pero su estadía debe ser lo más breve posible.


Comparte la aprensión del Honorable Senador señor Romero, en orden a delimitar el tiempo que durará esta misión, aunque entiende que es muy difícil fijar plazos. Agregó que deben fijarse objetivos, teniendo en cuenta que el objetivo central, que era evitar un genocidio y garantizar un proceso democrático, ya se cumplió. Añadió que no se puede pretender lograr una estabilización total o que Haití llegue a una absoluta normalidad porque ello puede tardar años.


Reforzando esta idea, agregó que este último no puede ser nuestro objetivo, porque excede nuestras responsabilidades en el área, y siempre habrá buenas razones para quedarse, desde luego no puede haber una salida intempestiva, pero debe buscarse un momento oportuno para el retorno.


No compartió la idea de crear una comisión de seguimiento de esta misión, por estimar que hasta ahora la Corporación ha estado permanentemente informado de los sucesos de Haití y excedería las facultades del Senado.


Por su parte, el Honorable Senador señor Arancibia destacó en primer lugar la forma en que se ha tramitado esta autorización, presentando la solicitud con la debida antelación, lo que no había ocurrido con otras ocasiones.


En segundo lugar señaló que esta misión tenía como objetivos, en primer lugar evitar un baño de sangre en Haití, situación que parecía inminente; y en segundo lugar, se prorrogó por un año más para concretar la elección presidencial. Añadió que ambos objetivos se habían concretado.


Añadió que surge la duda acerca de cuál es el propósito ahora, pues lograr la estabilización puede ser una labor indefinida, toda vez que la realidad de Haití indica que no hay organización alguna, ni ministerial, ni de servicios básicos, ni de fuerza policial.


En su opinión, es necesario esperar un momento en que haya una fuerza de reemplazo para la salida de los militares chilenos, lo que puede ocurrir con otras fuerzas extranjeras o bien con el entrenamiento de la propia policía local.


A propósito de esta prórroga estimó pertinente señalar que sería inoportuno ahora revivir un proyecto que pretende reducir los sueldo del contingente que se encuentra en Haití porque, entre otras consideraciones, haría una diferencia injusta entre los que ya han estado allá y los que vayan en el futuro.


Observó que la participación de Chile en Haití y el éxito que ha tenido esta misión, no ha sido destacado comunicacionalmente, por la importancia que tiene, además, en la integración con Brasil y Argentina.


Coincidió con el Honorable Senador señor Zaldívar en cuanto a que la decisión de política internacional es la principal razón para estar en Haití, pero la experiencia militar es una consecuencia, cuyas ventajas deben aprovecharse.


A su vez, el Honorable Senador señor Gazmuri señaló que sería un desastre de la política internacional abandonar Haití unilateralmente, por ello expresó su intención de aprobar la estadía.


Sin embargo, agregó, debe profundizarse el motivo de la misión, que no es el mismo que se tuvo inicialmente de evitar el colapso, porque ahora existen mínimas condiciones en ese proceso. Añadió que Haití no es capaz de sostenerse sin el apoyo internacional. Ello, porque hay fuerzas en Haití que quieren desestabilizar el sistema, porque viven y progresan en el caos.


En su opinión, el objetivo ahora debe ser crear una fuerza policial que garantice las mínimas medidas de seguridad. Agregó que no es partidario de enviar policías chilenos a garantizar el orden público, sino a realizar labores de instrucción.


Indicó que le preocupa que esta autorización deba otorgarse cada seis meses.


Al recordarle el Honorable Senador señor Zaldívar que se trata de una exigencia constitucional, el Honorable Senador señor Gazmuri señaló que eso es efectivo, pero que va a obligar a rectificar el acuerdo anterior del Senado en orden a que esa prórroga sería la última.


Concluyó señalando que le parece bien que exista un seguimiento especial del desarrollo del proceso por parte del Senado, porque ello facilitará la discusión en cada caso.


La señora Ministra de Defensa señaló que el Ministerio está haciendo un seguimiento día a día, y le parece bien poder trabajar permanentemente con el Senado porque surgen nuevas ideas y conceptos.



En la sesión siguiente, la señora Ministra de Defensa presentó la situación financiera de la operación en Haití, al 30 de junio de 2006. (Copia de la cual se anexa al presente informe).



La Jefa del Departamento de Finanzas del Estado Mayor de la Defensa, Comandante señora Leticia Martínez, señaló que por concepto de ingresos se han recibido: US$ 32.550.202, por parte del Consejo Superior de la Defensa Nacional; US$ 16.554.869, correspondientes a sueldos; US$ 8.216.000, relativos a traspasos del Ministerio de Hacienda, y US$ 33.365.555, por concepto de reembolsos facturados a Naciones de Unidas.



A su vez, expresó que el total de egresos alcanza a la cifra de US$ 95.150.800.



La señora Ministra de Defensa Nacional aclaró que las sumas que no se recuperan bordean los US$ 8.000.000.


Por su parte, el Honorable Senador señor Gazmuri manifestó que los ítem sueldo nacional y gastos de equipamiento son desembolsos que igual tendrían que haberse realizado de estar las tropas en el país.


El Honorable Senador señor Romero consultó acerca de los reembolsos que deben efectuar las Naciones Unidas, en particular, las cifras que hasta ahora se han efectivamente recuperado.


El Subjefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional, General de Brigada señor Marcos López, respondió que los reembolsos no demoran más de cuatro meses. Agregó que ellos se desglosan en dos conceptos: sueldo hombre, US$ 1.028 mensuales (sin distinción de grado), y por equipamiento, que incluye la instalación y la acomodación del personal.


Explicó que, al 30 de junio del presente año, la cifra de reembolso ascenderá a US$ 40.000.000, de las cuales hasta ahora se han pagado US$ 28.447.859, de los US$ 33.365.555 facturados.



El Honorable Senador señor Romero manifestó reparos en cuanto a las cifras, por cuanto no aparece claro cuánto significa de gasto efectivo y real, descontando los reembolsos.



La señora Ministra de Defensa Nacional indicó que los fondos del Consudena, corresponden a equipamiento que retorna a nuestro país, tales como mejoras en helicópteros, equipos de telecomunicaciones y otros.


Además, destacó que el entrenamiento que reciben las fuerzas, al estar sometidas a situaciones difíciles, también debe valorarse.


A continuación, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide señaló que existe un balance positivo de la misión, el cual es un intangible para nuestras tropas, más allá de las cifras.



Expresó que nuestras fuerzas entienden que han estado expuestas a condiciones extremas, lo cual les ha permitido elevar sus niveles de entrenamiento. Añadió que ello también debe apreciarse como un activo de nuestras fuerzas.


Por su parte, la Jefa del Departamento de Finanzas del Estado Mayor de la Defensa, Comandante señora Leticia Martínez, señaló que la suma que no se recupera asciende a US$ 8.288.573. Aclaró que ese es el costo neto de los dos años de operación.


A su vez, el Honorable Senador señor Romero preguntó acerca de las declaraciones de la señora Ministra de Defensa Nacional en que indicó que el costo de la operación era de US$ 20.000.000, en circunstancias que las cifras que se han dado en la sesión son otras.



La señora Ministra de Defensa Nacional respondió que esa cifra las dio antes de ir a Haití, sin considerar los reembolsos, pero que los números correctos son los que han dado en la sesión.


El Honorable Senador señor Gazmuri señaló que los gastos totales netos son de aproximadamente US$ 8.000.000, tal como se ha explicado.


Enseguida, el Honorable Senador señor Prokurica expresó que se ha cumplido una importante misión en Haití. Sin embargo, manifestó sus reparos por el tiempo que se podría permanecer en dicho país.


Agregó que si no se define cuánto tiempo se estará en Haití, podría terminar en una permanencia indefinida de nuestras tropas.


Indicó que las grandes potencias, que tienen más medios y más responsabilidad en Haití, deben jugar un rol más activo en resolver los problemas de ese país.


Expresó que no estaba en condiciones de aprobar esta salida de tropas si no se fija un plazo de retorno de las mismas; porque, en su opinión, las fuerzas armadas deben cumplir su rol en nuestra nación y los recursos se necesitan en nuestro país, el cual también tiene requerimientos.


Concluyó señalando que nuestro país ha cumplido una misión muy importante en Haití, pero que ahora es necesario que se fije una fecha concreta de retorno. Añadió que debe construirse una instancia de información permanente con el Congreso, y que se establezcan metas claras para terminar la misión.


A continuación, el Honorable senador señor Pizarro señaló que el horizonte de metas en Haití, tiene dos componentes: uno militar, que corresponde a la autorización que otorga el Senado cada seis meses, y uno, institucional, que corresponde a la paz social y a la cooperación, que no necesita de aprobación del Parlamento.



Explicó que las condiciones son inestables y pueden cambiar, motivo por el cual es mejor fijar metas que plazos. Añadió que por esa razón, es conveniente autorizar cada seis meses, pues permite ir evaluando la situación permanentemente.


Además, se mostró partidario de que se informe periódicamente al Senado respecto a la misión, pues ello contribuirá a tener mayor claridad cuando corresponda prorrogar la autorización.


La señora Ministra de Defensa destacó que se logró evitar la ocurrencia de una guerra civil, y posteriormente se consiguió la realización de elecciones presidenciales con una notable participación.


Agregó que la MINUSTAH ha considerado que mientras no exista una policía de tipo militar organizada, no se debería salir de Haití. Añadió que se estima que la organización de la policía podría durar entre cinco y diez años. La idea que existe es la formación de una policía militar al estilo de Carabineros.


Indicó que por estabilización se entiende la contención y disuasión permanente. Añadió que ella es presencial y, por tanto, lo que más importa es la formación de la policía. Por ello cree que MINUSTAH no terminará antes de cinco años.


En lo que respecta a Chile, indicó que no es posible dar fechas, por lo que se pedirá formalmente prórroga cada seis meses, hasta que ya no sea necesario, lo que deberá ser evaluado periódicamente. Estimó que seis meses es un plazo demasiado breve y que lo mínimo sería un año. Agregó que es un tema de política exterior que tiene efectos en seguridad. Ahora nuestras fuerzas tienen un rol protagónico junto a Brasil y poco a poco deben ir comprometiéndose otros países.


Indicó que el Presidente Preval pidió especialmente a Chile, Argentina y Brasil su apoyo y asistencia técnica en calidad de países amigos, para negociar además la cooperación de la comunidad internacional.


Señaló, además, que Chile tiene un rol relevante en el plano militar y debe llevarse ese poder de negociación a la cooperación para reemplazar la permanencia de tropas.


Por último, piensa que Chile puede ir reduciendo sus tropas y aumentando su cooperación técnica, siempre que siga mejorando la situación interna de Haití.


A continuación, el Honorable Senador señor Romero señaló que la señora Ministra de Defensa expresó que no podía fijar una fecha de término a la misión, no obstante afirmar que podrían quedarse un año y que el plazo mínimo de permanencia de MINUSTAH podría rondar los cinco años. Al respecto, afirmó que existe una distancia entre el deseo y la realidad.


Por otra parte, recalcó la necesidad de una información periódica y mensual por parte del Gobierno al Senado, de manera de tener actualizados los antecedentes acerca de este asunto, en atención a los intereses comprometidos.


Manifestó, también, su inquietud por la falta de esfuerzo de las grandes potencias. Agregó que sin ellas no se podrá salir adelante en Haití.


Indicó que los graves problemas de institucionalidad que tiene Haití le preocupan, por eso el tema de la precisión en cuanto al retorno de las tropas no es un tema menor y debe quedar definido para poder resolver con todos los antecedentes. No obstante, añadió que le parecen interesantes los argumentos geopolíticos esgrimidos por la señora Ministra de Defensa Nacional.


A su vez, el Honorable Senador señor Gazmuri expresó que existen muchas razones para permanecer en Haití, por una parte, porque se está en concordancia con los principios rectores de la política exterior chilena, en especial, con el multilateralismo.


Indicó que nuestro país también tiene que cumplir con deberes para con la comunidad internacional, especialmente en el área latinoamericana y del caribe. Añadió que no podemos permanecer aislados, pues tenemos derechos y deberes con esa zona geográfica.


Agregó que la presencia militar chilena en Haití tiene efectos en nuestra política de relaciones exteriores y de defensa.


También expresó que las decisiones sobre el actuar futuro deberán verse oportunamente, cuando corresponda. En ese sentido, explicó que se podrá variar la misión o disminuir las tropas, en conjunto con Brasil y Argentina. Enfatizó que la petición que hizo el Presidente haitiano para que permanezcan nuestras tropas es muy importante y no debe desatenderse.


Finalmente, manifestó que US$ 8.000.000 es un costo moderado para una misión de dos años.


El Honorable Senador señor Arancibia indicó que le parece sumamente interesante la petición del Presidente Preval dirigida a Argentina, Brasil y Chile, pues reconoce en ellos a unos interlocutores y referentes, en contraposición a otras influencias.


A continuación, el Subsecretario de Relaciones Exteriores, señor Van Klaveren, señaló que desde el punto de vista de relaciones exteriores esta operación es una responsabilidad internacional compartida, no obstante un cierto rol protagónico en Haití.


Aclaró que los efectivos chilenos constituyen sólo la cuarta fuerza en Haití y que, además, han ido experimentando cambios en su composición, por ejemplo, señaló que se retirarán tres helicópteros nacionales.



Manifestó que la Cancillería trabaja la idea de que la fuerza es rotativa. Añadió que están consciente, además, de que en algún momento deberán ser relevadas por fuerzas de otro país.


Indicó que los objetivos fijados se han cumplido más allá de las expectativas, evitar una tragedia humanitaria y lograr una elección presidencial. Añadió que resta conseguir un desarrollo mínimo de las Instituciones.


Aclaró que han hecho ver a la comunidad internacional que su esfuerzo es importante, pero insuficiente. Agregó que de US$ 1.400.000.000 comprometidos, sólo se han asignado US$ 800.000.000, por lo que es necesario un mayor brío por parte de las naciones con más recursos. Añadió que esa materia fue planteada en la reciente Cumbre de Viena, en especial, en relación a los fondos de la Unión Europea. Además, señaló que faltan aportes de la comunidad internacional, por ejemplo, del Banco Mundial.


En otro plano de ideas, expresó que la idea es pasar de una cooperación militar a una cooperación civil. Recordó que, en ese sentido, la próxima semana habrá una reunión de donantes en Brasil.


Reiteró que se ha hecho un esfuerzo importante por actuar conjuntamente con Argentina y Brasil y que eso tendrá frutos en otros aspectos de nuestra relación internacional. Por el contrario, la Cancillería estima que una retirada abrupta de nuestras fuerzas en Haití tendría una repercusión negativa para nuestro país y sería de un alto costo político.


Finalmente, expresó que la Cancillería tiene claro que la permanencia no puede ser indefinida. Sin embargo, opinó que es difícil delimitar el plazo ideal de salida, pues ello depende de cómo evolucione la situación en Haití y de la cooperación conjunta con Argentina y Brasil.


Sobre lo anterior, el Honorable Senador señor Romero recordó que en Chipre las fuerzas de la ONU llevan más de treinta años.


En relación al eventual relevo, consultó qué acciones hace la Cancillería para materializar esa opción.


La Ministra de Defensa, señora Blanlot, explicó que se están recibiendo peticiones para entrenar tropas para misiones de paz, tanto de países centroamericanos como de Ecuador.


Por su parte, el Subsecretario de Relaciones Exteriores, señor Van Klaveren, señaló que la Cancillería esta empezando a desplegar esfuerzos en ese sentido.


Al respecto, el Honorable Senador señor Prokurica preguntó qué se está haciendo para que las grandes potencias vuelvan a interesarse por Haití.


El Subsecretario de Relaciones Exteriores, señor Van Klaveren, respondió que se ha planteado en reuniones bilaterales los sacrificios enormes que ha hecho Chile, teniendo presente el nivel del país. Agregó que esas señales no han pasado inadvertidas.


La Ministra de Defensa, señora Blanlot, añadió que en conversaciones mantenidas con autoridades argentinas y brasileñas se han planteado, por una parte, las dificultades que tienen para obtener la autorización de salida de las tropas y, por otra parte, cómo hacer ver a otras naciones la necesidad del relevo de las fuerzas.


El Honorable Senador Coloma manifestó que en estas autorizaciones para prórroga de tropas en Haití, cambian las razones, pero todo, en definitiva, sigue igual.


Aclaró que no es partidario de la salida de tropas, teniendo presente que el artículo 101 de la Constitución establece el rol de ellas, en su opinión, vinculado a un fin interior. Además, explicó que el envío de fuerzas armadas al exterior se contradice con un principio rector de la política exterior chilena, cual es el de la no intervención.



Explicó que en un principio se argumentó que era para evitar una tragedia humanitaria; después, para asegurar el establecimiento del orden democrático. Añadió que en esos casos se hizo una excepción al principio antes referido. Indicó que ahora se dice que es para asegurar el desarrollo institucional. Al respecto, manifestó tener dudas respecto del sentido de la operación.



También se refirió a los costos, indicando que estos son siempre interpretables en un sentido u otro.


Además, refirió que existe un factor de riesgo no menor que debe ser tomado en cuenta. Añadió que como Senador siente responsabilidad al dejar más tiempo en Haití a un contingente militar, pues al aumentar la estadía se acrecienta la probabilidad de peligro.


Indicó, seguidamente, que un tema importante es saber cuándo y cómo se sale de Haití. Añadió que se está ante un periódico renovar de autorizaciones y todavía no existe certeza de una fecha probable de retorno.


Por último, afirmó estar dispuesto a reemplazar el carácter de la misión, a fin de transitar a una de componente civil, destinada a cooperación. Agregó que no está dispuesto a seguir autorizando salidas de tropas en las mismas condiciones que las originalmente planteadas en la primera solicitud.


La Ministra de Defensa Nacional, señora Blanlot, reiteró que el Gobierno solicita una autorización por seis meses. Afirmó que el Senado deberá evaluar dentro de seis meses las razones políticas y estratégicas para decidir si continúan las tropas en Haití o se retiran.


Reafirmó que la MINUSTAH considera como elemento esencial para el retiro de las tropas la creación de una fuerza policial militarizada, la cual puede requerir varios años en formarse, aproximadamente cinco años. Sin perjuicio, que pueda existir un proceso de relevo en un año o un año y medio más, lo cual tiene que ser evaluado políticamente.

- - -





Puesto en votación el oficio de S.E., se aprobó por seis votos a favor y cuatro abstenciones. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Arancibia, Gazmuri (en su calidad de miembro de ambas Comisiones), Muñoz Barra, Pizarro y Ruiz-Esquide. En tanto que los Honorables Senadores señores Coloma (en su calidad de miembro de ambas Comisiones), Prokurica y Romero, se abstuvieron.





Los señores Senadores fundaron su voto del siguiente modo, en el orden en que lo emitieron:





El Honorable Senador señor Gazmuri manifestó que tiene diferencias conceptuales con lo manifestado por el Honorable Senador señor Coloma en lo que respecta al rol que fijaría el artículo 101 de la Constitución Política a las Fuerzas Armadas. Añadió que la interpretación del Honorable Senador Coloma obedece a un criterio más bien de la guerra fría.





Explicó que actualmente es preciso vincular el rol de las Fuerzas Armadas a la seguridad del Estado, que incluye conceptos como cooperación, disuasión y seguridad internacional. Añadió que hoy es una exigencia permanente de las Fuerzas Armadas formar parte de la política de seguridad nacional y ser un componente de la política internacional del país.





El Honorable Senador señor Coloma aclaró que el concepto por él manifestado no es de la guerra fría, porque la actual redacción del artículo 101 corresponde a la reforma constitucional realizada durante el gobierno del Presidente Lagos, donde también se considera la salida de tropas como algo excepcional.





Indicó que la mantención de las tropas chilenas en Haití tiene un componente de alto riesgo y también de costo financiero. Añadió que no es adecuado que se mantengan indefinidamente. Si el Gobierno estimara que puede retirarse en seis meses, él no tendría problemas en votar a favor.





El Honorable Senador señor Romero, al anunciar su abstención, señaló que la participación de Chile en Haití ha sido importante, oportuna y trascendente, ya que, además, nos permitió salir de un cierto aislamiento.





Recordó, también, que en ocasiones anteriores hubo un problema en la forma en que se planteó la solicitud, en cambio ahora reconoce que se pidió primero la autorización del Senado antes de hacer declaraciones al respecto, lo que valora sinceramente.





Sin embargo, expresó que aún reconociendo que es un tema de Estado y que es importante participar, a nuestros socios en la MINUSTAH debe quedarles claro que no es fácil para nuestros Ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa obtener la prórroga, y ese es un mensaje que quiere enviar con su abstención.





Reiteró que la información que se envíe al Senado es muy importante para mantener los balances en los Poderes del Estado, pero debe quedar claro que nuestra participación no puede ser eterna. Hizo presente que si la señora Ministra se comprometiera a que salgan las tropas de Haití en un año, podría aprobar la prórroga, pero si no hay un plazo definido prefiere abstenerse.





El Honorable Senador señor Pizarro manifestó que le ha tocado conocer el tema de Haití desde un comienzo y estimó que es bueno discutirlo y evaluarlo periódicamente, pero, a raíz de la intervención del Honorable Senador señor Coloma, es bueno recordar que lo que motivó la intervención de Chile fue la solicitud de las Naciones Unidas, que debió intervenir al no ser suficiente la OEA, es decir no fue una acción unilateral.





Agregó que este ha sido un proceso en que hasta sus detractores han reconocido que los objetivos planteados se consiguieron. En lo que respecta a nuestra salida, agradece la franqueza del Gobierno al señalar que no puede precisar un plazo.





Indicó que hasta ahora el saldo ha sido muy positivo y que la mejor garantía para el Senado es evaluar la evolución del proceso cada seis meses. Agregó que se saldrá de allí cuando la evaluación sea negativa, o porque ya se cumplieron las metas o porque pierde sentido nuestra presencia en Haití.





Mostró su convicción de que si se implementa una política exterior en forma coordinada con el ámbito solidario, de cooperación y cultural, es decir una acción concertada de política exterior, no habrá razones para oponerse.





Por su parte, el Honorable Senador señor Arancibia indicó que se ha hecho referencia al artículo 101 de la Constitución Política en lo que se refiere a la seguridad nacional, frase que tiene más de una lectura. En su opinión, obedece a múltiples condicionantes, entre otras, a equilibrios regionales, en la actualidad hay una sensibilidad para mantener los equilibrios por situaciones que se van complejizando. Añadió que si con esta participación se refuerza un eje que equilibra a la Región, entonces se justifica plenamente y sirve a la seguridad nacional.





Por lo demás, indicó que es el Gobierno el que tiene los elementos de juicio para fijar el interés nacional y tendrá que informar periódica y fluidamente al Senado, para facilitar las decisiones futuras.





Añadió que militarmente es una misión muy conveniente para las Fuerzas Armadas, por el entrenamiento recibido, el equipamiento adquirido y la práctica conjunta que han desarrollado.





A su vez, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide manifestó que estuvo en Haití hace un año y que volvió la semana pasada con la señora Ministra, razón por la cual ha podido constatar que han existido avances innegables.





Discrepó de una interpretación tan restrictiva del artículo 101 de la Carta Fundamental. Añadió que la participación en fuerzas de paz ha formado parte del debate político en todo el mundo, pues para nadie es posible desentenderse de los problemas mundiales.





Agregó que las ventajas para Chile son innegables. Indicó que entramos a Haití porque era la obligación moral de un país que ha sido beneficiado por la amistad internacional. Al principio todos los países entendieron que había que participar.





Relató que los soldados chilenos en Haití entienden que están cumpliendo con un deber y se sienten bien haciéndolo, y no hay que cuestionarlos. Indicó que la participación de Chile va claramente en la línea de las misiones de paz y no de ocupación.





Agregó que para obtener un desarrollo a largo plazo hay recursos que la comunidad internacional debe entregar ahora al nuevo gobierno para que éste no quede inactivo.





Señaló que mide los efectos de esta misión al comparar el país que vio hace un año con el que ve ahora. Destacó ciertos elementos: intervención legítima, los frutos están a la vista y se han logrado las metas propuestas hasta ahora. Recordó que los objetivos fueron: inicialmente, evitar el genocidio; luego, lograr elecciones democráticas; ahora, ha aparecido otra urgencia, porque así es la realidad de los hechos, por ello, actualmente la urgencia es apoyar al Presidente Preval, si no se le ayuda Haití puede desestabilizarse, y en ese caso no habrá forma de recuperar dicho país.





Manifestó estar convencido que Chile gana prestigio, presencia y respetabilidad, lo que en algún momento nos será útil; especialmente, cuando debamos probar que cumplimos moralmente nuestra palabra empeñada, por tanto, concluyó que el costo no es tanto como para que no poder hacerlo.





Finalmente, el Honorable Senador señor Muñoz Barra indicó que efectivamente, como se ha señalado en el debate, se han logrado los objetivos propuestos inicialmente, en primer lugar, evitar el genocidio; luego, lograr elecciones democráticas y con amplia participación de la población.





Destacó que ha asumido un nuevo Poder Ejecutivo, cosa que hasta hace poco parecía muy remota, y lo que ahora está pendiente es afirmar la institucionalidad, y crear policías y estructuras que permitan darle un gobierno estable al país.





A continuación, refutó la afirmación del Honorable Senador señor Coloma referida al artículo 101 de la Constitución, pues la propia Carta Fundamental establece en el artículo 53, N° 5, que el Senado prestará o negará su consentimiento a los actos del Presidente de la República, en los casos en que la Constitución o la ley lo requieran. En este caso, el artículo 4°, de la ley N° 19.067, norma la salida de tropas, exigiendo el previo acuerdo del Senado, por lo que lo planteado por el Honorable Senador señor Coloma, en su opinión, no tiene asidero jurídico.





En definitiva, expresó que nuestra legislación permite la salida de tropas y se han cumplido los requisitos que la ley impone.

- - -



Se acompaña como Anexo el informe de situación financiera presentado por el Estado Mayor de la Defensa Nacional.

- - -



Acordado en sesiones celebradas los días 9 y 15 de mayo de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Roberto Muñoz Barra (Presidente), Jorge Arancibia Reyes, Juan Antonio Coloma Correa, Jaime Gazmuri Mujica (Presidente accidental), Jorge Pizarro Soto, Baldo Prokurica Prokurica, Sergio Romero Pizarro y Adolfo Zaldívar Larraín (Mariano Ruiz-Esquide).


Sala de la Comisión, a 16 de mayo de 2006.

(Fdo.): JULIO CÁMARA OYARZO

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE TRABAJO EN RÉGIMEN DE SUBCONTRATACIÓN, FUNCIONAMIENTO DE EMPRESAS DE SERVICIOS TRANSITORIOS Y CONTRATO DE TRABAJO DE SERVICIOS TRANSITORIOS

(2943-13)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social, en cumplimiento del acuerdo que adoptásteis en sesión celebrada el día 17 de enero de 2006, tiene el honor de informaros, en tercer trámite constitucional, el proyecto de ley de la referencia.


Cabe hacer presente que Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia en el carácter de “simple” para el despacho de esta iniciativa.


A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley, asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señora Evelyn Matthei Fornet y señores Carlos Bianchi Chelech, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Jaime Naranjo Ortiz, Jorge Pizarro Soto, Sergio Romero Pizarro y Hosain Sabag Castillo; los Honorables Diputados señores Pablo Lorenzini Basso, Nicolás Monckeberg Díaz y Felipe Salaberry Soto; el Ministro del Trabajo y Previsión Social, señor Osvaldo Andrade; el Subsecretario del Trabajo, señor Zarko Luksic; la Subsecretaria de Previsión Social, señora Lissette García; el Jefe de Gabinete del señor Ministro, don Roberto Godoy; el Jefe de Gabinete del señor Subsecretario del Trabajo, don Felipe Sáez; el asesor del señor Ministro, don Francisco Del Río; el asesor de la Subsecretaría del Trabajo, señor Andrés Aylwin, y el asesor de la Subsecretaría de Previsión Social, señor Pedro Contador. De la Dirección del Trabajo, su Directora, señora Patricia Silva, y el Jefe del Departamento de Inspección, señor Christian Melis.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Os connotamos que la modificación que recae en el articulado que seguidamente se indica, requiere para su aprobación de quórum orgánico constitucional, por contener normativa que incide en atribuciones de los tribunales de justicia. Lo anterior, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de esa Carta Fundamental. La norma que reviste tal carácter, contenida en el ARTÍCULO 2º, Senado (ARTÍCULO 3º, Cámara de Diputados), es la siguiente: artículo 183-I, nuevo, inciso tercero, Cámara de Diputados.


Asimismo, es del caso subrayar que las modificaciones relacionadas con el articulado que a continuación se señala, requieren para su aprobación de quórum calificado, por contener preceptos que regulan el ejercicio del derecho a la seguridad social. Ello, de acuerdo a lo establecido en el Nº 18º, del artículo 19 de la Constitución Política, en relación con el artículo 66, inciso tercero, de esa Carta Fundamental. Las normas que tienen tal carácter, contenidas en el ARTÍCULO 2º, Senado (ARTÍCULO 3º, Cámara de Diputados), son: inciso primero del artículo 183-E, Cámara de Diputados (artículo 152-E, Senado); artículo 183-AB, Cámara de Diputados (artículo 152-Z, Senado), y ARTÍCULO 7º, nuevo, Cámara de Diputados.

- - -


Durante el análisis de las modificaciones introducidas al proyecto por la Cámara de Diputados, concurrieron especialmente invitadas a exponer sus puntos de vista respecto de las mismas, las entidades que se indican a continuación, representadas del siguiente modo:


- La Confederación de la Producción y del Comercio, por intermedio de su Presidente, señor Hernán Somerville, y el Gerente General, señor Carlos Urenda.


- El Consejo Minero, mediante su Presidente, señor Francisco Costabal; el Vicepresidente, señor Harry Conger; el Gerente General, señor Eduardo Loyola, y el Gerente de Estudios, señor Francisco Soto.


- La Central Autónoma de Trabajadores de Chile, por intermedio de su Presidente, señor Pedro Robles; el Secretario General, señor Alfonso Pastene; el Secretario de Finanzas, señor Sergio Soto, y el Presidente de la Filial Sexta Región, señor Juan Cubillos.


- La Cámara Chilena de la Construcción, por medio de su Presidente, señor Otto Kunz; el Fiscal, señor Augusto Bruna, y  el Abogado, señor Pablo Gutiérrez.


- La Confederación Nacional de Sindicatos y Federaciones de Trabajadores del Comercio, Confección, Vestuario y Actividades Conexas, por intermedio de su Vicepresidenta, señora Noris Quezada, la Tesorera, señora Sara León, y los Dirigentes, señoras Julia Vega y Yolanda Báez y señor Arturo González.


- La Sociedad de Fomento Fabril, por medio de su Secretario General, señor Andrés Concha, y el Gerente de Medio Ambiente, señor Jaime Dinamarca.


- La Cámara de Comercio de Santiago, mediante los Abogados, señores Cristián García Huidobro y Francisco Arthur.


- La Asociación Gremial de Empresas de Administración y Externalización de Recursos Humanos, por intermedio de su Presidente, señor Alberto Finlay, y el Vicepresidente, señor Juan Carlos Martino.


- La Sociedad Nacional de Minería, por medio de su Presidente, señor Alfredo Ovalle; el Primer Vicepresidente, señor Ramón Jara, y el Segundo Vicepresidente, señor Alberto Salas.


- La Federación de Sindicatos de Trabajadores Contratistas, mediante el Presidente, señor Rubén Olguín, y los Dirigentes, señores Samuel Díaz y Néstor Chávez.


- La Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile, por intermedio del Secretario General, señor Clemente Cámbara, y la Asesora Legal, señora Paula Silva.


- La Central Unitaria de Trabajadores, por medio de su Presidente, señor Arturo Martínez; la Vicepresidenta, señora Ana Bell; el Secretario General, señor Jaime Gajardo, y los Dirigentes Nacionales, señores Jorge Consales, José Ortiz y Etiel Moraga.


- La Confederación de Sindicatos Bancarios y Afines, mediante el Presidente, señor Jorge Martínez; el Secretario General, señor Luis Mesina; el Tesorero, señor Mario Mayer, y los Directores, señores Ulises Núñez, José Santibáñez y Francisco Recabarren.


Los invitados acompañaron sus exposiciones con diversos documentos que quedaron a disposición de la Comisión, los que fueron debidamente considerados por sus integrantes.


Además, se recibió la opinión por escrito de la Confederación Nacional Unida de la Mediana, Pequeña, Microindustria, Servicios y Artesanado de Chile.


Se deja constancia de que los referidos antecedentes se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

- - -


Es del caso señalar que, en forma previa al estudio pormenorizado de las modificaciones introducidas al proyecto por la Cámara de Diputados, el asesor del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Francisco Del Río, realizó una presentación explicativa respecto del proyecto, especialmente en relación con los siguientes temas: subcontratación, trabajadores puestos a disposición de otra empresa y simulación de contratación por terceros. Asimismo, dió cuenta de las principales modificaciones introducidas a la iniciativa por la Cámara de Diputados.


La exposición fue acompañada con la proyección de un conjunto de transparencias, contenidas en el Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


Enseguida, el señor Subsecretario del Trabajo resaltó la importancia de la legislación que se propone, atendido el crecimiento constante de la subcontratación y de la puesta a disposición de trabajadores en los últimos años, lo que se refleja en la documentación de que hizo entrega, que se complementa con los antecedentes y cuadros estadísticos aportados por la Dirección del Trabajo. Dichos documentos se contienen en el Anexo único que se acompaña al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


A continuación, la señora Directora del Trabajo se refirió al tema de la certificación que ya realiza la Dirección a su cargo, respecto del cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales de los contratistas y subcontratistas, mencionando cifras estadísticas en relación con esta labor, y resaltando que esta tarea, naturalmente, aumentará con la aplicación de la ley en proyecto, desafío para el cual la Dirección del Trabajo ya se está preparando. En todo caso, destacó que esta iniciativa permite la certificación por otros medios idóneos, esto es, por ejemplo, medios propios de las empresas correspondientes, sin perjuicio del monitoreo que realice la Dirección del Trabajo.


Subrayó que esta labor de certificación efectuada por la Dirección, de manera acuciosa, se traduce en una suerte de fiscalización preventiva que reduce el número de denuncias, por lo que resulta importante incentivar este tipo de figuras. Al respecto, ofreció hacer llegar mayor información estadística, lo que se efectúo con posterioridad. El documento pertinente se contiene en el Anexo único que se acompaña al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


Por su parte, el Honorable Senador señor Allamand hizo presente que apoyará las normas que correspondan a la subcontratación real y que eviten lo que podría llamarse “subcontratación viciosa”. Ahora bien, las disposiciones que se establezcan para impedir esta última figura no deben afectar la subcontratación real. En todo caso, al dictar la normativa específica debe atenderse a las distintas realidades que viven las empresas grandes versus las pequeñas.


Su Señoría agregó que es muy importante que en esta materia, para evitar interpretaciones erróneas, las definiciones sean muy claras. En esa línea, estimó que denominar “mandante” al dueño de la obra, empresa o faena, resulta equívoco e inapropiado, ya que, en rigor, no estamos ante lo que jurídicamente se conoce como mandato. Tampoco estima adecuado utilizar la expresión “acuerdo contractual” al definir lo que es trabajo en régimen de subcontratación.


Al mismo tiempo, señaló que no comparte la idea de introducir una segunda definición de empresa en el Código del Trabajo, distinta de la contemplada en el inciso tercero del artículo 3º del citado cuerpo legal, puesto que también será inductivo a equívocos.


Por último, expresó que debe analizarse la responsabilidad que se imponga al dueño de la obra, empresa o faena en materia de seguridad respecto de los trabajadores de los contratistas o subcontratistas, ya que puede resultarle muy complejo definir los parámetros de prevención en ámbitos de labores específicas que, toda vez que las subcontrata, es muy probable que no domine.


El Honorable Senador señor Longueira señaló que la denominada “tercerización” -instrumento necesario en la marcha de las empresas- se cuestiona por los abusos que se cometen. Su Señoría declaró su rechazo a legitimar figuras irregulares que se den en este materia, lo que, en todo caso, no puede llevar a que las normas que se dicten para impedir abusos, afecten a la subcontratación real. En esa perspectiva, solicitó a la Dirección del Trabajo que informe respecto del historial de sanciones impuestas por simulaciones verificadas en este ámbito.


La Honorable Senadora señora Alvear afirmó que estas figuras de tercerización son instrumentos necesarios, pero que han de ser muy bien regulados para evitar abusos. De hecho, hay que impedir que se subcontraten labores propias del giro de la empresa.


Su Señoría hizo presente que, en función de esta nueva normativa, se requerirá estudiar sus implicancias en términos de costos y organización respecto de la Dirección del Trabajo. Sobre el particular, consultó a la señora Directora del Trabajo cómo se ha dimensionado esta situación y qué análisis se ha realizado. Por ejemplo, preguntó acerca de los plazos en que este organismo podrá certificar el cumplimiento por parte de los contratistas y subcontratistas de las obligaciones laborales y previsionales para con sus trabajadores.


Por último, consultó a los representantes del Ejecutivo, en cuanto a las inquietudes que han recogido de parte de pequeñas o microempresas, en relación con los problemas que tendrían para dar  cumplimiento a la normativa de este proyecto de ley.


El Honorable Senador señor Letelier manifestó que hay acuerdo en que la subcontratación es una práctica que se seguirá desarrollando y la idea es no dificultarla, sino sólo regularla transparentemente, estableciendo las debidas delimitaciones.


En cuanto a la utilización del concepto “mandante”, que introdujo la Cámara de Diputados, Su Señoría lo estima adecuado, y, para estos efectos, acotó, es absolutamente distinto a la figura del mandato. Agregó que lo que interesa es que será el mandante negligente quien tendrá responsabilidad solidaria, mientras que el diligente sólo asumirá la responsabilidad subsidiaria.


En relación con la obligación del mandante de velar por la seguridad de todos los trabajadores que realicen labores en su empresa, obra o faena (incluidos aquellos subcontratados), el señor Senador expresó que es totalmente razonable que así sea, toda vez que, aun cuando no conozca a cabalidad el detalle de las actividades subcontratadas, puede recurrir a numerosos dictámenes de la Dirección del Trabajo que indican cómo proceder.


Por otra parte, Su Señoría manifestó que, en cuanto a la puesta a disposición de trabajadores, el proyecto conlleva una opción, a saber, que quien se dedique a esa actividad debe tener una solvencia económica que asegure que cumplirá con sus obligaciones laborales y previsionales. Más aun, a este respecto debe tenerse presente que, como país, debemos cumplir los estándares laborales exigidos por los Tratados de Libre Comercio, cuestión básica para nuestro modelo exportador.


En relación con el concepto empresa, Su Señoría precisó que no es incompatible tener una definición de carácter general y otra específica para actividades singulares como las que regula el proyecto. Ello es coherente con el “principio de la realidad” que consagra el Código del Trabajo, especialmente teniendo presente que, sin esta definición especial, se abren grandes espacios para la simulación.


Finalmente, el señor Senador manifestó que la certificación del cumplimiento de las correspondientes obligaciones laborales y previsionales no debiera significar un trámite engorroso, ya que los avances tecnológicos permiten que la información requerida esté disponible electrónicamente, en línea.


El señor Subsecretario del Trabajo señaló que es necesario establecer en el proyecto una definición especial de empresa, y no debiera producir ningún problema interpretativo, toda vez que se acota exclusivamente para la tercerización de la actividad productiva.


En relación con la responsabilidad del mandante por la seguridad de las labores realizadas en su obra, empresa o faena, destacó que, en atención a que las actividades a desarrollar se realizarán, precisamente, en la obra, empresa o faena, es natural que el dueño de la misma se preocupe de la higiene y seguridad respecto de todos los trabajadores que se desempeñen al interior de aquélla, sin perjuicio de las responsabilidades que correspondan a los contratistas y subcontratistas, en su caso.


El Jefe de Gabinete del señor Subsecretario del Trabajo expresó que el concepto de empresa responde más a una realidad económica que jurídica, porque, en el fondo, las relaciones laborales se dan entre un empleador y un trabajador, lo que se recoge en gran parte de las legislaciones laborales del mundo.


Añadió que la definición especial de empresa que contempla este proyecto de ley persigue que, al menos en las materias a que éste se refiere, se utilice la sana doctrina, refrendada por la jurisprudencia administrativa y judicial.


En cuanto a denominar “mandante” al dueño de la obra, empresa o faena, aclaró que eso sólo se hace para efectos de asumir la conceptualización de que da cuenta la jurisprudencia administrativa y judicial, pero, en ningún caso, se trata de un simil con el derecho civil, cuestión absolutamente despejada en la jurisprudencia laboral.


Posteriormente, el Honorable Senador señor Letelier expresó que en algunas presentaciones de los invitados a exponer ante esta Comisión, se ha dado un alcance extensivo -e incluso equívoco- a la definición de subcontratación, llegando a confundir elementos de contratos civiles con elementos de la subcontratación en análisis. En relación con lo anterior, solicitó a los representantes del Ejecutivo precisar el punto.


Su Señoría agregó que también ha habido confusión en algunas de las exposiciones respecto al tema de la responsabilidad solidaria versus la subsidiaria. Sobre el particular, subrayó que la primera sólo procederá cuando el mandante no tenga la actitud diligente de exigir la certificación del cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales del contratista o subcontratista, en su caso, sea por certificado de la Inspección del Trabajo, o bien, por otros medios idóneos. El señor Senador pidió al señor Subsecretario del Trabajo que explicara la experiencia que ha tenido lugar en esta última materia con la Cámara Chilena de la Construcción.


En lo relativo al concepto de empresa, Su Señoría señaló que la única diferencia con la definición de carácter general que contempla el inciso tercero del artículo 3º del Código del Trabajo, es que la específica para las materias de que trata este proyecto de ley atiende al principio de la realidad en la relación laboral. En cuanto a este tema, solicitó a los representantes del Ejecutivo conocer la jurisprudencia administrativa.


La Honorable Senadora señora Alvear manifestó que en nuestro país hay bastante consenso en implementar políticas que permitan contar con una mayor protección social. El proyecto va en esa dirección y así hay que asumirlo. Consultó al Ejecutivo acerca de la legislación comparada sobre el particular, especialmente teniendo presente los acuerdos internacionales existentes entre Chile y Estados Unidos de América y la Unión Europea, que contienen Capítulos sobre cumplimiento de obligaciones laborales en las que debemos avanzar. Cabe señalar que, posteriormente, el Ejecutivo entregó un informe sobre “Subcontratación, experiencia comparada e implicancias con los Tratados de Libre Comercio y las normas de la OIT”, documento que se contiene en el Anexo único que se acompaña al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


El señor Subsecretario del Trabajo expresó que el Ejecutivo ha tomado debida cuenta de las inquietudes y planteamientos formulados durante este tercer trámite y, oportunamente, se referirá a los mismos.


Sin perjuicio de lo anterior, en cuanto a la definición de subcontratación y la posible confusión entre relación contractual de carácter civil y relación laboral, sostuvo que ésta no debiera producirse, toda vez que la propia definición dispone que es trabajo en régimen de subcontratación aquel realizado en virtud de un contrato de trabajo por un trabajador para un empleador, denominado contratista o subcontratista. Así, la definición deja de lado cualquier tipo de relación de carácter civil, de lo que da cuenta la jurisprudencia administrativa.


El Honorable Senador señor Letelier solicitó al representante del Ejecutivo se hiciera llegar dicha jurisprudencia.


Por otra parte, el señor Subsecretario señaló que, desde el punto de vista del régimen de subcontratación, la responsabilidad solidaria es la regla general en la legislación comparada y, en materia de higiene y seguridad, corresponde directamente al mandante en el lugar de la faena. En cuanto a la responsabilidad solidaria, aclaró que el proyecto la limita a las obligaciones pecuniarias, esto es, a las de dar.


En relación con los instrumentos verificadores del cumplimiento de obligaciones laborales y previsionales respecto de contratistas y subcontratistas, expresó que las grandes empresas 
-especialmente en la minería- cuentan con aquéllos; en consecuencia, la Dirección del Trabajo, prácticamente, no tiene necesidad de realizar certificación en esos casos.


En lo relativo a la definición de empresa, el señor Subsecretario enfatizó que el proyecto la acota sólo y exclusivamente para las materias que éste aborda, esto es, la subcontratación y la puesta a disposición de trabajadores, por lo que no debiera extrapolarse a otras temáticas de la legislación laboral.


El Honorable Senador señor Allamand manifestó que sería necesario precisar varios aspectos del proyecto que pueden prestarse para interpretaciones diversas y, en su concepto, no bastaría que ello se hiciera sólo en la historia de la ley, por lo que sugirió materializarlo en el texto de la normativa propuesta.


Posteriormente, el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social efectuó una exposición en relación con diversos temas contenidos en este proyecto -debatidos en las sesiones anteriores-, en los siguientes términos:


“1.- Alcances Generales de la iniciativa en materia de política laboral:


1.1  No podemos competir en la economía global en base a la precarización de nuestras condiciones de trabajo:


Hemos adquirido compromisos concretos al respecto, en virtud de los tratados de libre comercio que hemos firmado en los últimos años.


No queremos ser acusados de dumping social. Ese sería un gran daño al conjunto de nuestra economía y en particular al sector exportador.


1.2 En la reciente campaña presidencial ambas coaliciones manifestaron su firme propósito de trabajar por hacer de Chile una sociedad menos desigual, más integrada.


La Coalición que respalda al Gobierno de la Presidenta Bachelet, inspirado desde el inicio por un fuerte sello social, no puede sino respaldar este esfuerzo por proteger de mejor forma los derechos de los trabajadores de las cadenas de subcontrato y de los trabajadores de empresas de suministro.


Llamamos también a la oposición a ser coherentes con su discurso de campaña.


1.3 Lo que la ley hace, en materia de subcontrato, es establecer un sistema de incentivos para el cumplimiento normativo:


No se instaura un sistema coercitivo -como sería establecer a todo evento la responsabilidad solidaria- sino un sistema de incentivos en que la empresa tiene la opción de asumir la responsabilidad subsidiaria o solidaria de acuerdo a si vela o no porque sus contratistas cumplan las exigencias legales para con sus trabajadores.


Así, con la aprobación de esta ley, el Legislativo, los órganos fiscalizadores del Ejecutivo y los privados tienen hoy la oportunidad de hacerse socios en el esfuerzo por asegurar el cumplimiento de los estándares laborales y los criterios del trabajo decente a que nos convoca la Organización Internacional del Trabajo y nuestros socios comerciales como la Unión Europea y los Estados Unidos.


1.4 Debemos hacer todos, como país, un esfuerzo por nivelar los estándares hacia arriba y no hacia abajo:


Las empresas mandantes son las que están en mejor posición para asegurar el respeto de los derechos laborales y de las condiciones de higiene y seguridad de los trabajadores contratistas.


Hoy en día muchas empresas líderes en el mundo y algunas en sectores de la industria nacional están imponiendo códigos de conducta a sus contratistas. Esa es una conducta moderna y saludamos esos esfuerzos proactivos.

La experiencia internacional indica que, junto con la adopción de dichas prácticas, es necesario crear sistemas de supervisión a fin de verificar su efectivo cumplimiento. El mejor sistema de verificación es el que puede realizar la Dirección del Trabajo en cumplimiento de una ley vigente y con la colaboración de las empresas mandantes.


1.5 Lo que no es moderno es recurrir a resquicios o vacíos legales para vulnerar derechos laborales individuales o colectivos.


El actual marco jurídico, tanto por la escasa regulación del subcontrato como por la inexistencia de normativa sobre el suministro, permite la proliferación de “empresas de papel”, creadas con propósito de eludir las responsabilidades laborales de las empresas mandantes e imposibilitar el ejercicio de derechos colectivos.


Así, se fragmenta y atomiza a las organizaciones de los trabajadores y se niega el derecho a negociar colectivamente. Esto no podemos tolerarlo.


1.6 No negamos la necesidad de existencia de la subcontratación en una economía moderna. 


Sabemos que, en muchos casos, ello responde a necesidades de especialización y de eficiencia.


Lo que hace el proyecto de ley es hacer la diferencia entre una externalización socialmente legítima y económica e institucionalmente virtuosa, y externalizaciones espurias destinadas a transgredir o transferir obligaciones y riesgos propios detrás de la figura de terceros.


1.7 A propósito de riesgos, el proyecto de ley contribuye a una prevención reforzada de la accidentabilidad laboral con un criterio de equidad:


Hoy en día en Chile mueren cientos de trabajadores por causa de accidentes de los que nadie se hace cargo. No queremos que en la práctica exista un estándar de primera para los trabajadores de las empresas mandantes y un estándar de segunda para los trabajadores contratistas. Esto es inaceptable desde el punto de vista ético. Debemos ser coherentes y actuar con equidad en nuestra defensa del valor de la vida.


También en esta materia, es la empresa mandante la que está en la mejor posición para diseñar y aplicar un sistema de gestión de la seguridad en faenas, que establezca condiciones seguras para todos los trabajadores que en ella laboran, sean propios o externos, dado que los riesgos no diferencian entre unos y otros.


1.8 Si las mandantes pueden asegurar una excelente coordinación técnica en las cadenas de subcontratación, ¿por qué no pueden hacer lo mismo en materia de cumplimiento de derechos laborales y de seguridad en faenas?


Al externalizar actividades, las empresas dedican esfuerzos y recursos para obtener el  ensamblaje entre sus piezas, asegurar la oportunidad de las entregas y, sobre todo, la calidad de los productos que intercambian. Un producto de categoría A, no puede contar con empresas que producen en B y C. Es decir, en términos económicos, del proceso productivo, la tercerización funciona con perfecta coordinación técnica.


En términos de derechos laborales, en cambio, la externalización no opera con el mismo grado de coordinación. Existe en muchos casos un claro desentendimiento empresarial sobre los estándares laborales en las empresas contratistas. Al transferir enteramente la responsabilidad de la gestión laboral a las empresas contratistas o suministradoras de personal, se pierde la calidad de los estándares lograda en materia de coordinación técnica.


Es perfectamente lógico y técnicamente posible plantearse una gestión con altos estándares en materia de coordinación técnica y en materia de gestión laboral.


1.9 La preocupación por las PYMES debe situarse en las dimensiones reales de los problemas de este sector.


En primer lugar, el Gobierno va a desarrollar políticas activas de fomento de las PYMES que están explicitadas en nuestro Programa de gobierno. Así por ejemplo, entre otras cosas:


i) incorporaremos a las PYMES al esfuerzo de innovación mediante el desarrollo de una red de extensión tecnológica que proporcione asistencia a estas empresas, a través del programa Más Emprendimiento para Chile.


ii) pondremos en marcha una política nacional de fomento de la calidad, favoreciendo la adopción de modelos de gestión de excelencia y la certificación según normas internacionales de gestión de calidad por parte de las PYMES.


iii) propondremos, asimismo, en un lapso de tiempo acotado, una modificación a la Ley Orgánica de la Dirección del Trabajo a fin de mejorar las condiciones de cumplimiento asistido de la ley laboral por parte de las PYMES.


Si en materia de innovación, tecnología, calidad de la gestión y de productos las ayudaremos a dar un salto, ¿por qué habríamos de dejar a las PYMES a su suerte en materia de estándares laborales?


Por su parte,  las grandes Centrales Empresariales deben colaborar con esta preocupación por las PYMES:


i) intercediendo ante la Asociación de Bancos, para que les impusieran condiciones menos draconianas de acceso al crédito;


ii) instruyendo a las grandes cadenas para que paguen a sus proveedores en tiempos más razonables. Como Gobierno, estamos haciendo nuestra parte a este respecto por instrucciones explícitas de la Presidenta de la República.


2.- Sobre las observaciones de algunos actores:


Considerando la importancia política y laboral que reviste esta legislación de protección, se hace necesario expresar la opinión del Gobierno en relación a los planteamientos de algunos actores concernidos por ella.


En primer término, para el Gobierno adquiere gran importancia el apoyo que las organizaciones de trabajadores han dado a la iniciativa, en orden a ver en ella un elemento que pondrá fin a numerosos abusos en la contratación de personal. Sus exposiciones han sido serias y fundamentadas.


Especialmente destacable es su percepción sobre la proliferación de razones sociales dentro de empresas grandes con el objeto de dificultar el ejercicio de derechos sindicales, tales como el derecho a negociar colectivamente.


Así también, su legítimo reclamo por la indefensión en materia de higiene y seguridad que registran grandes contingentes de trabajadores en las cadenas de subcontratación. Sólo una cifra: el 62% de los accidentes laborales graves con pérdida de vida o de un miembro se produce en una empresa tercerizada. 


Por otro lado, gran parte de la deuda previsional se genera en este tipo de empresas.


Tenemos el deber de atender a estas legítimas preocupaciones de los trabajadores.

Asimismo, debemos relevar un argumento planteado por la Central Unitaria de Trabajadores:


- Respecto a la responsabilidad solidaria de la mandante, esta Central se pregunta: ¿Por qué ella funciona en el mercado de capitales (situación del aval en un crédito) y no puede primar un criterio similar cuando se trata de resguardar los intereses de los trabajadores?


Por su parte, el sector empresarial, si bien ha manifestado reparos al proyecto que serán abordados en el numeral siguiente, ha expresado unánimemente a esta Comisión su conciencia de la necesidad de legislar sobre la tercerización y evitar los abusos de los cuales el propio Parlamento se ha informado a través de las Comisiones Investigadoras sobre Incumplimiento Laboral en los años 1999 y 2002. 


3.- Observaciones a aspectos puntuales en materia de trabajo en régimen de subcontratación:


3.1. Respecto del concepto de empresa.


a) El concepto de empresa está en armonía con los principios que informan el proyecto en su conjunto, y conforme a los cuales deben interpretarse sus disposiciones. Estos principios son:


- impedir y sancionar la simulación y fraude en perjuicio de los trabajadores que pueda acontecer en los procesos empresariales de externalización de funciones y servicios.


- asegurar el cumplimiento de las obligaciones empresariales hacia los trabajadores, sobre todo ante casos de insolvencia de su empleador.


El concepto de empresa refuerza la centralidad del proyecto en orden a permitir una externalización de funciones y servicios, pero con sujeción a la ley, esto es, que la relación mandante/contratista sea efectivamente entre empresas distintas, pues de lo contrario, en caso de darse una organización de mando común en materia laboral, se tratará de una misma empresa.


Cuando el dueño de la obra, empresa o faena, o mandante, y el contratista, son efectivamente distintos, se estará en presencia de un supuesto de subcontratación lícita conforme a derecho; en cambio, cuando el dueño de la obra, empresa o servicio o mandante, por propia decisión, organiza los medios materiales e inmateriales y laborales para alcanzar sus objetivos empresariales, considerando a un contratista con quien comparte elementos que evidencian una misma organización común, se estará ante un caso de subcontratación irregular. 


La norma apunta a otorgar mayores grados de certeza jurídica respecto de los requisitos de la subcontratación, diferenciándola de la mera intermediación de mano de obra. Si el mandante no se coloca en la posición de empleador real, nada tiene que temer. 


El concepto de empresa del proyecto es sólo “para los efectos” del trabajo en régimen de subcontratación (y también del trabajo en empresas de servicios temporarios), y corresponderá su aplicación cuando el dueño de la obra, empresa o faena, o mandante, ocupe en los hechos la posición de empleador.


b) El concepto de empresa del proyecto recoge y hace suyos los criterios jurisprudenciales emanados de los Tribunales de Justicia, al pronunciarse sobre el concepto de empresa del artículo 3º del Código del Trabajo.


Tal interpretación da preeminencia al principio de primacía de la realidad. Ante la presencia de elementos organizacionales comunes entre distintos sujetos de derecho, éstos son considerados como una sola a efectos de la observancia de los derechos que derivan de la terminación del contrato de trabajo para el trabajador, debiendo responder indistintamente.

Los tribunales han interpretado el concepto de empresa del artículo 3º del Código del Trabajo con prescindencia del dato de la personalidad jurídica o identidad legal cuando de lo que se trata es de responder por el cumplimiento de los derechos laborales y previsionales del trabajador. 


Los pronunciamientos judiciales corresponden a asuntos litigiosos que tienen su origen en la extinción del vínculo laboral y en los que se discuten prestaciones adeudadas y/o devengadas con motivo de la extinción del vínculo laboral, y quién o quiénes deben responder por su cumplimiento. Tales pronunciamientos judiciales no han sido para efectos del cumplimiento de derechos que derivan del tamaño de la empresa (por ejemplo, obligación de confeccionar reglamento interno de empresa o de mantener una sala cuna), ni tampoco para el ejercicio de los derechos laborales colectivos.


Si la vinculación del dueño de la obra o mandante con el contratista cumple los requisitos legales, se trata de dos empresas diversas y cada una debe ser considerada, separadamente, como el punto de referencia para el ejercicio de los derechos laborales del trabajador.

3.2. Respecto a la amplitud del concepto de subcontratación.

a) En primer lugar, debemos hacer presente que el concepto más amplio posible sobre trabajo en régimen de subcontratación conocido en nuestro ordenamiento jurídico laboral es el actual, en tanto no se encuentra definido en el texto legal vigente.


De esta manera, en la actualidad, la noción de subcontratación debe ser precisada, caso a caso, por los órganos jurisdiccionales encargados de interpretar la norma por vía de autoridad, con carácter obligatorio.


En este orden de materias, no es posible hacer referencias a interpretaciones tradicionales sobre el concepto, desde que incluso la Excelentísima Corte Suprema de Justicia ha formulado interpretaciones extensivas de las normas de los artículos 64 y 64 bis del Código del Trabajo, que atribuyen al dueño de la obra o faena, responsabilidad subsidiaria, por las obligaciones laborales y previsionales de sus contratistas y subcontratistas. Tanto es así, que la jurisprudencia de nuestros tribunales superiores de justicia, dando aplicación al aforismo donde está el beneficio está la carga, han precisado que, para dar aplicación a las normas legales antes indicadas, es necesario establecer si quien ha sido emplazado a título de dueño de la obra o faena se ha beneficiado o no de la labor desarrollada por el contratista y sus trabajadores, caso en el cual habrá de declararse la responsabilidad subsidiaria de aquél.  Cabe preguntarse entonces, si existe un criterio más amplio que éste planteado en el proyecto, lo cual evidentemente no es así.


Sobre el particular y a título meramente ejemplar, podemos citar la sentencia pronunciada por el más alto Tribunal del país, con fecha 23 de septiembre de 2003, en causa Ingreso Corte Nº 3.792-02, suscrita entre otros, por tres de los actuales miembros de la Sala Laboral de ese Tribunal, quienes luego de una extensa fundamentación, extendieron la aplicación de dichas normas  a un supuesto de cooperación empresarial distinto del que se ha sostenido como concepto tradicional de subcontratación, concretamente a un caso de compraventa de productos terminados, celebrado entre dos empresas, situación desde luego muy lejana al concepto incluido en el texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados.


b) En segundo lugar, entendemos que no es susceptible de ser recogido, a título de criterio discriminador absoluto de la presencia de una relación de subcontratación que debe recibir el amparo del legislador laboral, la naturaleza civil o comercial del vínculo contractual que une al mandante o dueño de la obra o faena con el contratista. 


En definitiva, el criterio que estimamos bien puede determinar la presencia de trabajo en régimen de subcontratación, dando aplicación al concepto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, es el de la habitualidad, entendiendo entonces que será la permanencia en el tiempo de las labores desarrolladas por los dependientes del contratista para el dueño de la obra o faena, o mandante, la que determinará la aplicación del estatuto propuesto para el trabajo en régimen de subcontratación.


Si bien se podría afirmar entonces que, de aprobarse la norma, se estaría creando una situación de incertidumbre jurídica para los operadores del sistema, pues se entregaría la aplicación de las normas del trabajo en régimen de subcontratación a la ponderación de una cuestión de hecho, apreciable en cada caso por el tribunal respectivo, esta situación no es distinta de la actualmente vigente, más aun, con la definición propuesta bien se podría alcanzar un mayor grado de certeza, según se explicará a continuación. 


Lo cierto es que la atribución de facultades al tribunal respectivo, para que, en cada caso, deba apreciar cuestiones de hecho previo a determinar si una determinada labor debe quedar regulada por las normas sobre trabajo en régimen de subcontratación no es novedad en nuestro ordenamiento. Frente a la inexistencia de un concepto legal de subcontratación en el texto legal, tal apreciación, como ya se dijo, es siempre efectuada por el tribunal, y sin que se encuentre obligado por parámetro legal alguno, ya sea material o temporal. En el escenario futuro, de ser finalmente aprobada la reforma legal propuesta, el tribunal se encontrará con un ámbito más restringido para ejercer su discrecionalidad, dado que existirá un concepto legal de subcontratación y probablemente empleará como uno de los criterios rectores en la materia el de la habitualidad, tal como lo hace hoy en día. 


En suma, el texto propuesto supone mayor definición legal en el concepto de subcontratación y, por ende, menor discrecionalidad judicial en su determinación y aplicación, y la continuación en la aplicación del criterio de la habitualidad, que deberá ser efectuado caso a caso, tal como hoy ocurre.


c) En tercer término, se ha cuestionado el concepto de trabajo en régimen de subcontratación aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, en tanto presentaría problemas en su aplicación práctica derivados de la afirmación normativa en el sentido que las labores respectivas deberían desarrollarse en las instalaciones físicas de la empresa mandante o dueña de la obra, en circunstancias que existen situaciones en que las labores desarrolladas por el trabajador subcontratado no se ejecutan en instalaciones físicas del mandante.


Tal afirmación no es exacta, pues ella supone una interpretación restrictiva que no encuentra fundamento en el texto legal aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, ni tampoco en las decisiones de la jurisprudencia legal o administrativa sobre la materia. 


En efecto, no existe fundamento legal ni jurisprudencial para circunscribir la empresa o la faena a un ámbito espacial o físico determinado. Lo anterior resulta evidente de aplicar el concepto legal de empresa, ya sea aquel considerado en el artículo 3º del Código del Trabajo o aquel incorporado, específicamente a propósito del trabajo en régimen de subcontratación, en el texto legal aprobado por la Honorable Cámara de Diputados. En aplicación de ambos conceptos resulta perfectamente posible que las labores desarrolladas por un trabajador en régimen de subcontratación se ejecuten en instalaciones ajenas al dueño de la obra o faena o empresa mandante, no obstante lo cual tales actividades laborativas deban ser consideradas como desarrolladas en régimen de subcontratación para este último, en tanto se trata de actividades que pertenecen a su organización y que se encuentran sometidas a su dirección.


3.3. Respecto al alcance de las obligaciones laborales y previsionales de que es responsable el mandante.


a) Se ha sostenido, en primer término, que las normas aprobadas por la Honorable Cámara de Diputados supondrían una extensión en el ámbito de obligaciones de que puede llegar a ser responsable el mandante o dueño de la obra o faena. Sobre el particular, se ha afirmado que, en el régimen normativo vigente, tal responsabilidad alcanza únicamente a las obligaciones de dar y que, en el nuevo régimen propuesto, ello sería extensible a las obligaciones de hacer o a las obligaciones de dar derivadas del cumplimiento por equivalencia de las obligaciones de hacer. A lo anterior, se ha agregado que en este último tipo de obligaciones, como aquellas resultante de la aplicación de los artículos 2º y 5º del Código del Trabajo, el dueño de la obra o faena o mandante no se encuentra en situación de controlar las actividades del contratista o subcontratista.


No es efectivo que, en el régimen propuesto, la responsabilidad del dueño de la obra o faena se extienda a las obligaciones de hacer. Se arriba a esta conclusión luego de analizar tanto las normas vigentes como las propuestas sobre la materia.


En efecto, en la actualidad, el texto de la norma del artículo 64 del Código del Trabajo hace referencia a la responsabilidad subsidiaria por las que denomina “obligaciones laborales y previsionales” del contratista frente a sus trabajadores. Dicha norma no hace referencia alguna a la naturaleza de tales obligaciones -obligaciones de dar o de hacer-, no obstante lo cual siempre se ha entendido referida, por los operadores del sistema y especialmente por los Tribunales de Justicia a las obligaciones de dar. Es más, tan restringida interpretación se le ha dado a la norma, que incluso alguna tendencia jurisprudencial ha entendido que ella no comprendería todas las obligaciones de dar, excluyendo las indemnizaciones por término de contrato de trabajo, que evidentemente tienen ese carácter.


No se conoce jurisprudencia judicial que, en el contexto normativo vigente, extienda la responsabilidad del dueño de la obra o faena o mandante, a obligaciones de hacer. La única situación que presenta cierta similitud con la planteada, es la que se refiere a las obligaciones indemnizatorias derivadas del incumplimiento de la obligación de protección contenida en el artículo 184 del Código del Trabajo, a cuyo cumplimiento por equivalencia -indemnizaciones- puede verse obligado el dueño de la empresa, obra o faena o mandante. 


En el texto legal aprobado por la Honorable Cámara de Diputados no se innova en la materia, pudiendo sostenerse que se mantiene la responsabilidad del dueño de la obra o faena, o mandante, circunscrita a las obligaciones de dar. 


Tal afirmación es el resultado de una interpretación lógica y sistemática de las normas propuestas. El artículo 183- B aprobado por la Honorable Cámara de Diputados ordena que el mandante será “responsable de las obligaciones laborales y previsionales que afecten a los contratistas en favor de los trabajadores de éstos, incluidas las eventuales indemnizaciones legales y contractuales que correspondan por término de la relación”.

Si en el texto propuesto, por una parte, se ha insistido en emplear las expresiones “obligaciones laborales y previsionales” ya utilizadas por el texto vigente y luego, por otra parte, se ha hecho una referencia explícita a la inclusión, entre ellas, de “las eventuales indemnizaciones legales y contractuales que correspondan por término de la relación”, no cabe duda que el legislador, una vez más, razona sobre la base de considerar únicamente las obligaciones de dar. No se entendería de otra manera que haya visto la necesidad de formular una precisión acerca de un tipo específico de obligaciones de dar -las indemnizaciones por término de la relación laboral-. Si el concepto de obligaciones laborales y previsionales comprendiese tan amplio campo de obligaciones como las de dar y hacer, la mención explícita a las indemnizaciones por término de la relación resultaría extremadamente superflua.


Ahora bien, es una interpretación sistemática de las normas aprobadas por la Honorable Cámara de Diputados, la que refuerza la línea hermenéutica antes planteada. En efecto, cuando el legislador ha querido que una obligación de hacer se encuentre comprendida en la responsabilidad del dueño de la obra o faena, o mandante, lo ha señalado explícitamente. Así es como el artículo 183-E del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados impone al dueño de la obra o faena, o mandante, responsabilidad en la obligación de hacer, consistente en la adopción de las medidas necesarias para la protección eficaz de la vida y salud de todos los trabajadores que laboren en su obra, empresa o faena, cualesquiera sea su dependencia, entre los cuales evidentemente encontraremos a los que lo hacen en régimen de subcontratación.


De esta manera, el texto propuesto, cuando ha querido establecer  responsabilidad del dueño de la obra o faena, o mandante, por una obligación de hacer, lo ha hecho explícitamente a través de una norma que debe entenderse excepcional y que se refiere a la única obligación de hacer que en el régimen vigente también alcanza al dueño de la empresa, obra o faena, o mandante, esto es, la obligación de protección prevista en el artículo 184 del Código del Trabajo. 


b) En segundo lugar, se ha sostenido el inconveniente derivado de la indeterminación del tiempo durante el cual, el dueño de la empresa, obra o faena podría verse expuesto a acciones judiciales intentadas por quienes hayan trabajado, en régimen de subcontratación,  para sus contratistas o subcontratistas.


De acuerdo al texto normativo propuesto, tal situación de incertidumbre no es distinta ni más extensa que la existente en el régimen legal actual, desde que ella se extenderá hasta el cumplimiento de los términos de prescripción y la correspondiente extinción de los derechos y acciones, en aplicación de los inalterados preceptos del artículo 480 del Código del Trabajo.


3.4. Respecto a la responsabilidad solidaria del mandante.


También se ha criticado el agravamiento de la responsabilidad que le puede ser atribuida al dueño de la empresa, obra o faena, o mandante, frente a los trabajadores que laboran en régimen de subcontratación.


Sobre el particular, cabe anotar, en primer término, que la norma aprobada por la Honorable Cámara de Diputados es del siguiente tenor: “Artículo 183-B. El mandante será solidariamente responsable de las obligaciones laborales y previsionales que afecten a los contratistas en favor de los trabajadores de éstos, incluidas las eventuales indemnizaciones legales y contractuales que correspondan por término de la relación laboral. Tal responsabilidad estará limitada al tiempo o período durante el cual el o los trabajadores prestaron servicios en régimen de subcontratación para el mandante.”.


Más adelante, el artículo 183-D aprobado por la misma Cámara, ordena que “si el mandante hiciere efectivo el derecho a ser informado y el derecho de retención a que se refieren los incisos primero y tercero del artículo anterior -artículo 183-C- responderá subsidiariamente de aquellas obligaciones laborales y previsionales que afecten a los contratistas y subcontratistas en favor de los trabajadores de éstos.”.


Una interpretación sistemática y conjunta de los preceptos legales antes transcritos permite afirmar que la responsabilidad del empleador no se ve directamente agravada por las normas legales aprobadas por la Honorable Cámara de Diputados. Más aun no se establece técnicamente como regla general la solidaridad o subsidiariedad en las relaciones tercerizadas, sino que en realidad, se establece como regla general la responsabilidad del principal o mandante, sea ésta solidaria en caso de no cumplir con el control y retención a que le faculta la ley,  o bien subsidiaria en caso de hacerlo. La lógica interna de ello,  determina que es en realidad el mandante o principal el que elige su propio grado de responsabilidad en la relación, por lo que no cabe hablar en este sentido, de que la regla general es uno u otro grado de responsabilidad.


Lo que se ha efectuado es un desarrollo del derecho/deber de consulta e información que le asiste al dueño de la empresa, obra o faena, o mandante, acerca del estado de satisfacción de las obligaciones laborales y previsionales de que son deudores sus contratistas y subcontratistas.


En efecto, si el dueño de la empresa, obra o faena, o mandante, ejerce su derecho a la información -derecho hoy previsto en el artículo 64 bis del Código del Trabajo y considerado en el artículo 183-D del proyecto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados-, tal sujeto responde, en aplicación de cualquiera de tales normas, en los mismos términos, esto es, subsidiariamente. Ahora bien, la novedad se encuentra en que si el dueño de la empresa, obra o faena, o mandante, no ejerce tal derecho o lo hace negligentemente, entonces en esa sola y excepcional hipótesis, su responsabilidad se verá agravada, debiendo entonces responder solidariamente por el cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales que tengan por titulares a los dependientes de sus contratistas y subcontratistas, de cuyo trabajo se benefició.


Así las cosas, queda entregado a la voluntad del dueño de la empresa, obra o faena, o mandante, el grado de responsabilidad que deberá asumir, determinándose este último, únicamente, a partir de un hecho suyo, esto es, el ejercicio oportuno de su derecho a la información prevista por la norma del artículo 183-D aprobado por la Honorable Cámara de Diputados.


Pues bien, el agravamiento de la responsabilidad de que es responsable el dueño de la empresa, obra o faena, o mandante
-agravamiento siempre excepcional-, encuentra su fundamento, por una parte, en la naturaleza de las obligaciones de que se trata -obligaciones esencialmente alimenticias- y, por otra parte, en la situación privilegiada en que se encuentra para fiscalizar, permanentemente, el cumplimiento de las mismas y de retener los dineros necesarios para satisfacerlas. No es ésta la primera oportunidad en que el legislador define un sistema en el que un sujeto privado puede y debe fiscalizar el cumplimiento de obligaciones legales -laborales y previsionales- de otro actor privado. Piénsese al efecto en la normativa tributaria.


Finalmente, debemos consignar que la solidaridad que establece la norma aprobada por la Honorable Cámara de Diputados encuentra recepción en diversos ordenamientos laborales de derecho comparado. Así por ejemplo, podemos citar, a título meramente ejemplar, los siguientes: norma del artículo 42.2 del Estatuto de los Trabajadores español, que ordena que el empresario principal, hasta un año después de terminado su encargo, responde solidariamente de las obligaciones de naturaleza salarial contraídas por los contratistas y subcontratistas con sus trabajadores y de las referidas a la Seguridad Social durante el período de vigencia de la contrata; y norma del artículo 30 de la Ley de Contrato de Trabajo argentina, que atribuye al contratante la obligación de requerir las constancias de pago de remuneraciones y cotizaciones de seguridad social, debiendo responder solidariamente por las mismas si no cumple con su obligación de control. Cabe señalar que hasta antes de la modificación introducida al artículo indicado, por la ley Nº 25.013, de 1998, el contratante respondía directamente de manera solidaria por las obligaciones señaladas, habiendo sido restringida por la modificación aludida únicamente a la hipótesis en que no ejerza  su función de control, esto es, en línea convergente con las normas aprobadas por nuestra Cámara de Diputados.”.


A continuación, el Honorable Senador señor Allamand manifestó que, de la exposición del señor Ministro, queda claro que en ella se intenta resolver un conjunto de inquietudes y dudas que han surgido durante este tercer trámite. En esa perspectiva, Su Señoría expresó no entender la razón por la cual no se soluciona, definitivamente, todo problema interpretativo, reflejando, en la propia normativa de este proyecto, los aspectos expuestos por el señor Ministro. Para ello, resultaría adecuado recurrir al trámite de Comisión Mixta, procedimiento para el que estarían disponibles los Senadores de Renovación Nacional.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que, teóricamente, cualquier norma que se dicte es susceptible de interpretación, pero, a su juicio, los distintos conceptos contenidos en la presente iniciativa legal están debidamente precisados en la normativa de la misma, por lo que estima innecesario recurrir a una Comisión Mixta. Más aun, las posibles dudas interpretativas siempre pueden aclararse por la vía de la jurisprudencia administrativa.


El Honorable Senador señor Longueira destacó que la Unión Demócrata Independiente tiene la voluntad de, sin dilaciones, concordar textos para ir a una Comisión Mixta, manteniendo la esencia del proyecto, que es positivo para el país, en tanto debiera terminar con los abusos que se cometen. El citado trámite legislativo permitirá evitar interpretaciones diversas respecto de esta normativa.


La Honorable Senadora señora Alvear sugirió aprobar las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados, lo que podría complementarse con un Protocolo a ser suscrito, con la eventual participación del Gobierno, a fin de asegurar que se despejen ciertas dudas e inquietudes surgidas durante el análisis de este proyecto.


El señor Ministro del Trabajo y Previsión Social subrayó que el Ejecutivo siempre estará disponible para escuchar y analizar cuáles son las controversias y su magnitud, teniendo presente, en todo caso, que, a juicio del Gobierno, la solución de las mismas no pasa necesariamente por la constitución de una Comisión Mixta, ya que, en atención a la naturaleza de aquéllas, puede recurrirse a los otros caminos de solución a que se ha hecho referencia.


En otro orden de materias, el Honorable Senador señor Kuschel destacó que debe tenerse especial cuidado de que las normas que se establezcan en este proyecto no dificulten el desarrollo de actividades productivas -por ejemplo, agrícolas- que se realizan a nivel local por pequeños empresarios, contratistas y subcontratistas, particularmente en zonas aisladas de nuestro país.


Los Honorables Senadores señores Allamand y Longueira enfatizaron su apertura a modificar las normas que sancionan la simulación de contratación de trabajadores a través de terceros -contenidas en el artículo 478 del Código del Trabajo-, lo cual haría innecesario introducir enmiendas que impliquen tener dos conceptos de empresa en dicho cuerpo legal.


El Honorable Senador señor Longueira agregó que otro camino posible es revisar el concepto de empresa del artículo 3º del Código del Trabajo -siempre que éste siguiera siendo la única definición de empresa en la legislación laboral-, para lo cual está dispuesto a considerar propuestas. A su juicio, éste es un punto esencial del proyecto en análisis.


Precisó que contar con un solo concepto de empresa facilitaría resolver los otros temas en que hay divergencia, por ejemplo, en materia del tipo de responsabilidad que corresponderá al dueño de la obra, empresa o faena.


El Honorable Senador señor Allamand hizo presente que hay un problema adicional en el artículo 183-D propuesto por la Cámara de Diputados, ya que para que el dueño de la obra, empresa o faena responda sólo subsidiariamente de las obligaciones laborales y previsionales de que se trata, debe hacer efectivo, copulativamente, el correspondiente derecho a ser informado y el derecho de retención, lo que afectará el proceso de pagos vía “factoring”.


El Honorable Senador señor Letelier subrayó que debe tenerse presente que el mandante sólo retendrá una vez que haya ejercido su derecho a información en cuanto al incumplimiento de obligaciones laborales o previsionales del contratista o subcontratista con sus respectivos trabajadores. Es decir, si el contratista o subcontratista están al día en dicho cumplimiento, no habrá problemas y se podrán efectuar las operaciones de “factoring” que se estime pertinentes. Su Señoría recalcó que de lo que se trata es de velar por el respeto de los derechos laborales y previsionales de los trabajadores.


Al término del debate, la Comisión concordó en proceder a la votación de las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados, en sesión que se celebrará el día lunes 15 de mayo próximo, sin perjuicio de la propuesta de texto alternativo que, antes de esa fecha, los Honorables Senadores señores Allamand y Longueira anunciaron que darían a conocer.


Posteriormente, los referidos señores Senadores hicieron entrega de la señalada propuesta a los restantes miembros de la Comisión y a los representantes del Ejecutivo. El documento pertinente se contiene en el Anexo único que se acompaña al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


En la última sesión, previo a la votación de las modificaciones introducidas por la Honorable Cámara de Diputados, el Honorable Senador señor Longueira consultó si, en base a la propuesta que entregara conjuntamente con el Honorable Senador señor Allamand, habría espacio para llevar esta normativa, en lo pertinente, a una Comisión Mixta.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que, a su parecer, existen diferencias sustantivas entre dicha propuesta y las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados.


El Honorable Senador señor Pizarro expresó que se mantienen las diferencias de fondo con la Oposición en determinadas materias, agregando que los Senadores de la Democracia Cristiana respaldarán las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados, toda vez que el Ejecutivo ha comprometido que, vía el ejercicio de sus facultades, implementará esta ley.


El señor Ministro del Trabajo y Previsión Social manifestó que las inquietudes que se han formulado respecto de esta iniciativa, incluidas las contenidas en la propuesta de la Alianza, se pueden resolver sin mayor dificultad con una interpretación adecuada de las normas del proyecto, considerando las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados, y el Ejecutivo ha comprometido la generación de los instrumentos necesarios para ello.


El Honorable Senador señor Allamand dejó constancia de que, en este caso, la solución administrativa es absolutamente impropia. Lo anterior, en primer lugar, porque se trata de materias de dominio legal, ya que es claro que en nuestro ordenamiento jurídico, la regulación y limitación de derechos fundamentales sólo puede hacerse por vía legal. En segundo término, la interpretación administrativa tiene, al menos, dos graves defectos, a saber, no tiene fuerza obligatoria ni es vinculante para los tribunales de justicia y, además, es esencialmente transitoria, en cuanto un dictamen puede ser revisado y modificado tantas veces como cambie la opinión de la autoridad administrativa.


Su Señoría añadió que la denominada “solución administrativa”, en la práctica, además, se aparta de las normas sobre delegación de facultades por parte del Congreso Nacional.


El Honorable Senador señor Letelier afirmó que hay facultades interpretativas que ya están delegadas por la ley en el Ejecutivo u organismos de la Administración del Estado.


Por otra parte, Su Señoría manifestó que las normas del proyecto son claras y no requieren ser interpretadas. Más aun, en algunas de estas materias, ya existen dictámenes administrativos y jurisprudencia de los tribunales.


El señor Ministro del Trabajo y Previsión Social aclaró que el Ejecutivo sólo hará uso de las facultades e instrumentos que la ley le entrega.

- - -


A continuación, siguiendo el orden del articulado del proyecto, se efectúa una relación de las modificaciones que introdujo la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al texto aprobado por el Senado, en primer trámite constitucional, así como de los acuerdos adoptados por la Comisión respecto de las referidas enmiendas.

ARTÍCULO 2º, nuevo, Cámara de Diputados


Esta disposición prescribe lo siguiente:


“ARTÍCULO 2°.- Agréganse en el artículo 92 bis del Código del Trabajo, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“Las empresas que utilicen servicios de intermediarios agrícolas o de empresas contratistas no inscritas en la forma que señala el inciso precedente, serán sancionados con multa a beneficio fiscal de conformidad a lo dispuesto en el artículo 477.


Cuando los servicios prestados se limiten sólo a la intermediación de trabajadores a una faena, se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 183-A, debiendo entenderse que dichos trabajadores son dependientes del dueño de la obra, empresa o faena.”.”.


El Honorable Senador señor Longueira solicitó división de la votación para resolver separadamente sobre los dos incisos nuevos que la Cámara de Diputados agrega.


- Puesto en votación el primero de los incisos agregados por la Cámara de Diputados, se aprobó por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto y Pizarro.


- En votación el segundo de los incisos agregados por la Cámara de Diputados, se aprobó por tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Letelier, Muñoz Aburto y Pizarro, y dos en contra, de los Honorables Senadores señor Allamand y Longueira.

El Honorable Senador señor Letelier fundó su voto por la afirmativa, en atención a que la norma permite terminar con los denominados “enganchadores agrícolas”, que tanto abuso han generado respecto de los trabajadores temporeros del sector. Este es el único alcance de esta norma y no incide, en lo más mínimo, en que se pueda hacer intermediación u ocupar otras formas de contratación.

ARTÍCULO 2º, Senado

ARTÍCULO 3º, Cámara de Diputados


El Senado aprobó incorporar al Título II del LIBRO I del Código del Trabajo, un Capítulo VI, nuevo, relativo al trabajo en régimen de subcontratación y en empresas de servicios temporarios.


La Cámara de Diputados sustituyó el encabezamiento de este artículo para ubicar la normativa de que se trata como Título VII, nuevo, del LIBRO I del Código del Trabajo, iniciando su articulado, consecuencialmente, en un artículo 183 ter, nuevo.


- Puesta en votación esta modificación, se aprobó, unánimemente, votando los Honorables Senadores señores Allamand, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto y Pizarro, quedando consecuencialmente aprobados todos los cambios de numeración que corresponden, así como los ajustes de referencias producto de la nueva numeración.

Vuestra Comisión tuvo presente que la normativa del proyecto, en algunos de sus preceptos, utiliza la denominación “empresas de servicios temporarios” y, en otros, “empresas de servicios transitorios”. Teniendo los términos “temporarios” y “transitorios” igual significado y la calidad de sinónimos, de acuerdo al Diccionario de la Real Academia Española y al Diccionario de Sinónimos y Antónimos de la Lengua Española, respectivamente, debe entenderse que cuando se utilice cualquiera de dichas expresiones se estará aludiendo al mismo tipo de empresas.

Artículo 183 ter, nuevo, Cámara de Diputados


Correlativamente a la modificación anterior, la Cámara de Diputados agregó como primera disposición de este Título VII, la siguiente:


“Artículo 183 ter.- Para los efectos del presente título, se entiende por empresa toda organización de medios personales, materiales, e inmateriales, ordenados bajo la dirección de un empleador, para el logro de fines económicos, sociales, culturales o benéficos.”.


- Puesto en votación este artículo, se aprobó por tres votos a favor y dos en contra. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Letelier, Muñoz Aburto y Pizarro, y, por la negativa, los Honorables Senadores señores Allamand y Longueira.

El Honorable Senador señor Longueira fundó su voto contrario, señalando que la propuesta de la Alianza buscaba mantener un solo concepto de empresa, cual es el contemplado en el artículo 3º del Código del Trabajo, ya que, al legislar, no es necesario cambiar conceptos para evitar la comisión de abusos. Al crear una segunda definición, nada impediría que, en el futuro, se introdujeran otros conceptos de empresa para diversas materias del citado Código.


Recalcó que es mejor mantener una sola definición de empresa y legislar para evitar los abusos que transgredan la normativa laboral. Incluso, la propuesta de la Alianza contiene mayores sanciones para los casos de simulación y, además, propone la aplicación de la normativa del proyecto a los organismos del sector público.


Por otra parte, Su Señoría estimó que la norma propuesta no se ajusta a la Constitución Política.


El Honorable Senador señor Allamand fundamentó su voto por la negativa por las siguientes razones: Primero, porque es absurdo que en un mismo cuerpo legal existan dos definiciones para un mismo concepto, ya que atenta contra el sentido común y una adecuada técnica legislativa, abriéndose, además, espacio para un conjunto de dificultades desde el punto de vista de la interpretación judicial, creándose, también, incertidumbre jurídica respecto a un concepto esencial dentro de la normativa laboral.


Su Señoría agregó que comparte la opinión manifestada, en su oportunidad, por el ex Senador señor Boeninger, cuando se trató este mismo tema en una anterior reforma laboral, en el sentido de que no mantener, en la definición, la individualidad legal determinada de la empresa, en la práctica significará caer en una incerteza jurídica. Más aun, el referido ex parlamentario, en conjunto con otros señores Senadores de la Democracia Cristiana, presentó una indicación para que no se modificara el concepto de empresa del artículo 3º del Código del Trabajo.


A continuación, el señor Senador formuló expresa reserva de constitucionalidad respecto a esta modificación, en tanto entra en colisión con el correcto ejercicio del derecho constitucional a realizar cualquier actividad económica lícita, y con el derecho de asociación.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto fundó su voto a favor, en el hecho de que esta norma permitirá demostrar cuándo se está ante una empresa real, desde el punto de vista laboral, y cuándo se trata de una empresa simulada.


El Honorable Senador señor Pizarro, al fundar su voto afirmativo, señaló que, efectivamente, en su oportunidad hubo discrepancias respecto de esta materia de parte de algunos señores Senadores que opinaron como el ex Senador señor Boeninger, pero también hubo otros que lo hicieron en un sentido inverso.


El Honorable Senador señor Letelier, fundando su voto por la aprobación manifestó que la definición que propone la modificación en análisis está acotada al Código del Trabajo, específicamente a la normativa de que trata el proyecto. Esta definición en nada limita que una persona emprenda cualquier actividad económica y que se pueda tener distintas razones sociales para ello. Sólo se busca respetar el principio de la realidad para la adecuada protección de los derechos de los trabajadores.


Cabe señalar que el Honorable Senador señor Longueira solicitó dejar constancia de que, junto al Honorable Senador señor Allamand, presentarán un proyecto de ley para que en las relaciones del Estado con las empresas contratistas o subcontratistas se aplique a aquél la misma responsabilidad solidaria que el proyecto en análisis contempla para las empresas del sector privado.


El Honorable Senador señor Letelier, a propósito de la constancia precedente, señaló que, en todo caso, las empresas del Estado o en las que éste tiene participación o aportes están incluidas en la legislación laboral.


Por su parte, el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social precisó que las empresas del Estado ya tienen responsabilidad subsidiaria cuando operan con contratistas o subcontratistas, existiendo, incluso, juicios en que se demanda dicha responsabilidad.

Artículo 152-A, Senado

Artículo 183-A, Cámara de Diputados


El Senado aprobó el siguiente texto:


“Artículo 152-A.- Es trabajo en régimen de subcontratación, aquél realizado en virtud de un contrato de trabajo por un trabajador para un empleador, denominado en adelante contratista o subcontratista, cuando éste, en virtud de un acuerdo contractual, se encarga de ejecutar obras o servicios, por su cuenta y riesgo, y con trabajadores bajo su dependencia, para una tercera persona natural o jurídica dueña de la obra, empresa o faena.”.


La Cámara de Diputados modificó esta norma, en lo fundamental, para especificar en su inciso único -que pasa a ser primero-, que la persona natural o jurídica, dueña de la obra, empresa o faena, se denominará mandante, y que es en la que “se desarrollan los servicios o ejecutan las obras contratadas”.


Además, agregó el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Si los servicios prestados se realizan sin sujeción a los requisitos señalados en el inciso anterior o se limitan sólo a la intermediación de trabajadores a una faena, se entenderá que el empleador es el dueño de la obra, empresa o faena, sin perjuicio de las sanciones que correspondan por aplicación del artículo 478.”.


- Puesta en votación esta modificación, se aprobó por tres votos a favor y dos en contra. Votaron por respaldarla los Honorables Senadores señores Letelier, Muñoz Aburto y Pizarro, y, por rechazarla, los Honorables Senadores señores Allamand y Longueira.

El Honorable Senador señor Longueira fundó su voto por la negativa, en que la definición de subcontratación no incorpora el concepto de habitualidad, que sí se incluye en la propuesta de la Alianza, la que también mejora la redacción de la norma. Agregó que no ve cómo puede contemplarse el concepto en cuestión por la vía administrativa.


Por otra parte, hizo presente que los Senadores de la Democracia Cristiana en la declaración pública que formularon sobre estas materias solicitaron al Ejecutivo una delimitación de la definición de subcontratación que incluya el elemento de la habitualidad como distintivo de este tipo de relación laboral.


El Honorable Senador señor Allamand fundó su voto por la negativa, en primer lugar, reiterando las observaciones que ya formuló en el debate respecto de lo impropio que resulta utilizar en la normativa los conceptos “mandante” y “acuerdo contractual”.


En segundo término, esta definición es inadecuada por extensión y por restricción. Por lo primero, porque no incorpora el concepto de “habitualidad” y, evidentemente, una interpretación administrativa no podría tener el alcance de incluir aquello que no está en la propia definición. Por lo segundo, por cuanto la frase final del inciso primero del texto de la Cámara de Diputados, que tiene que ver con el lugar donde se realizan los servicios, también ha sido objeto de aclaración interpretativa por parte del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, pero ello no se compadece con el texto mismo de la norma, lo que hace necesario modificarla.


Por último, el inciso segundo del precepto es aun más impropio en conexión con las ambigüedades ya señaladas del inciso primero, porque su carácter residual implica que aquello que no es subcontratación genera una relación directa del trabajador con el dueño de la obra, empresa o faena, lo que incluso puede atentar contra el principio de la realidad.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto, al fundar su voto positivo, expresó que esta definición protege derechos fundamentales de los trabajadores, cuales son su remuneración, la previsión y la seguridad en el trabajo.


Además hizo presente que, en la Cámara de Diputados, concurrieron a aprobar el proyecto, en general y en particular, los Diputados de Renovación Nacional y, en general, los Diputados de la Unión Demócrata Independiente, ya que estaban conscientes de que debe resguardarse los derechos de los trabajadores para evitar abusos que se producen en un sector en que labora más de un millón de personas.


El Honorable Senador señor Pizarro fundó su voto favorable en el hecho de que esta disposición es de la esencia del proyecto, pues lo que busca es solucionar la indefensión y la discriminación de que son objeto los trabajadores en régimen de subcontratación.


Su Señoría no compartió el alcance extensivo que algunos le han dado a esta definición, en el sentido de que se podría entender un determinado servicio ocasional como un subcontrato y, si fuere necesaria una mayor claridad, bastaría una cláusula determinada del respectivo contrato o subcontrato que se refiriera a la habitualidad o no habitualidad de los servicios a prestar.


El Honorable Senador señor Letelier, al fundar su voto positivo, señaló que esta definición constituye un gran avance, ya que el Código del Trabajo no define lo que es subcontratación. A este respecto, debe tenerse presente que, según algunos, más de un tercio de la fuerza laboral está tercerizada.


Su Señoría recalcó que el concepto propuesto por la Cámara de Diputados es coincidente con el del Senado en más de un 80%.


Agregó que a lo que se refiere el inciso segundo incorporado por la Cámara de Diputados es que en los casos en que no se cumpla con la definición del inciso primero aprobado por el Senado y complementado por la Cámara de Diputados, esto es, en las áreas grises o que quedan indefinidas, el trabajador tendrá una relación de dependencia y subordinación con el dueño de la obra, empresa o faena, ante el cual podrá recurrir para exigir el cumplimiento de sus derechos.

Artículo 152-B, Senado

Artículo 183-B, Cámara de Diputados


El Senado aprobó el siguiente texto:


“Artículo 152-B.- El dueño de la obra, empresa o faena será subsidiariamente responsable de todo tipo de obligaciones laborales y previsionales que afecten a los contratistas en favor de los trabajadores de éstos, incluidas las eventuales indemnizaciones legales que correspondan por término de la relación laboral. Tal responsabilidad estará limitada al tiempo o período durante el cual el o los trabajadores del contratista prestaron servicios para el o los dueños de la obra o faena.


También responderá de iguales obligaciones que afecten a los subcontratistas, cuando no pudiera hacerse efectiva la responsabilidad a que se refiere el inciso siguiente.


En los mismos términos, el contratista será subsidiariamente responsable de las obligaciones que afecten a sus subcontratistas, a favor de los trabajadores de éstos.


El trabajador, al entablar la demanda en contra de su empleador directo, podrá también demandar subsidiariamente a todos aquéllos que puedan responder de sus derechos, en tal calidad.


En los casos de construcción de edificaciones por un precio único prefijado, no procederán estas responsabilidades subsidiarias cuando quien encargue la obra sea una persona natural.”.


La Cámara de Diputados lo sustituyó por el que se indica a continuación:


“Artículo 183-B.- El mandante será solidariamente responsable de las obligaciones laborales y previsionales que afecten a los contratistas en favor de los trabajadores de éstos, incluidas las eventuales indemnizaciones legales y contractuales que correspondan por término de la relación laboral. Tal responsabilidad estará limitada al tiempo o período durante el cual el o los trabajadores prestaron servicios en régimen de subcontratación para el mandante.


En los mismos términos, el contratista será solidariamente responsable de las obligaciones que afecten a sus subcontratistas, a favor de los trabajadores de éstos.


El mandante responderá de iguales obligaciones que afecten a los subcontratistas, cuando no pudiere hacerse efectiva la responsabilidad a que se refiere el inciso siguiente.


El trabajador, al entablar la demanda en contra de su empleador directo, podrá hacerlo en contra de todos aquellos que puedan responder de sus derechos, en conformidad a las normas de este párrafo.


En los casos de construcción de edificaciones por un precio único prefijado, no procederán estas responsabilidades cuando quien encargue la obra sea una persona natural.”.


- Puesto en votación el texto sustitutivo propuesto por la Cámara de Diputados, se aprobó por tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Letelier, Muñoz Aburto y Pizarro, y dos en contra, de los Honorables Senadores señores Allamand y Longueira.


El Honorable Senador señor Longueira, al fundar su voto negativo, expresó que el texto propuesto por la Alianza perfecciona la norma, en tanto mantiene el concepto de responsabilidad solidaria, pero estableciendo claramente en la ley a qué se refiere esta última, esto es, a las obligaciones de dar y sólo las indemnizaciones legales y no a las contractuales. Esto último, para evitar posibles colusiones entre trabajadores y sus contratistas para hacer responsable de ellas a la persona o empresa contratante.


El Honorable Senador señor Allamand votó en contra por las mismas razones que el Honorable Senador señor Longueira, dejando constancia de que, una vez más, no se da lugar a una precisión de esta normativa directamente en la ley, ya sea en la Comisión Mixta o en un veto presidencial, optándose por recurrir a una futura interpretación administrativa.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto fundó su voto a favor, en que lo importante es que la defensa de los derechos de los trabajadores se asegura de mejor manera estableciendo esta responsabilidad solidaria. Por otra parte, aseveró que la regla general seguirá siendo la responsabilidad subsidiaria, puesto que la responsabilidad solidaria sólo operará cuando el mandante no cumpla con pedir la información pertinente y, en caso de constatar con ella que se han vulnerado los derechos de los trabajadores, no efectuar la correspondiente retención.


Además, la responsabilidad solidaria no es una institución desconocida en nuestro ordenamiento, ya que en caso de un crédito solicitado a una institución financiera, el aval responde solidariamente de él.


El Honorable Senador señor Pizarro fundó su voto favorable subrayando que lo relevante de esta norma es que fomenta el respeto de los derechos de los trabajadores, que hoy se vulneran sistemáticamente. En la Región que Su Señoría representa hay muchos subcontratistas que no cumplen con sus obligaciones laborales y previsionales para con sus trabajadores. Existe una especie de indefensión y las empresas mandantes que convienen con estos subcontratistas se desligan de tales obligaciones. Lo anterior, sin perjuicio de que los Senadores de la Democracia Cristiana han solicitado al Ejecutivo clarificar la forma en que el precepto hace operar la responsabilidad.


El Honorable Senador señor Letelier, al fundar su voto positivo, expresó que, a su juicio, la norma es clara y acota la solidaridad a las obligaciones de dar, sin que sea aplicable a otras obligaciones que no sean las laborales y previsionales para con los trabajadores. Agregó que, justamente, la falta de una normativa clara ha hecho que algunos fallos hayan querido extender esta responsabilidad a las obligaciones de hacer.


En consecuencia, Su Señoría destacó la conveniencia de que en la historia de la ley quede constancia de que la Comisión entiende que esta responsabilidad se limita a las obligaciones de dar y no a las de hacer.


Por último, en cuanto a la posible colusión inescrupulosa para hacer responsable al mandante por indemnizaciones contractuales ficticias, recordó que siempre existen acciones legales para revertir dichos actos de colusión.


A continuación, la Comisión resolvió tratar y votar conjuntamente los artículos que se describen enseguida:

Artículo 152-C, Senado

Artículo 183-C, Cámara de Diputados


El Senado consultó la siguiente norma:


“Artículo 152-C.- El dueño de la obra, empresa o faena, cuando así lo solicite, tendrá derecho a ser informado por los contratistas sobre el monto y estado de cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales que a éstos correspondan respecto a sus trabajadores, como asimismo de igual tipo de obligaciones que tengan los subcontratistas con sus trabajadores. El mismo derecho tendrán los contratistas respecto de sus subcontratistas.


En el caso que el contratista no acredite oportunamente el cumplimiento íntegro de las obligaciones laborales y previsionales en la forma señalada, así como cuando el dueño de la obra, empresa o faena fuera demandado subsidiariamente conforme a lo previsto en el artículo precedente, éste podrá retener de las obligaciones que tenga a favor de aquél, el monto de que es responsable subsidiariamente. El mismo derecho tendrá el contratista respecto de sus subcontratistas. Si se efectuara dicha retención, quien la haga estará obligado a pagar con ella al trabajador o institución previsional acreedora.


En todo caso, el dueño de la obra, empresa o faena, o el contratista en su caso, podrá pagar por subrogación al trabajador o institución previsional acreedora.


El monto y estado de cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales a que se refiere el inciso primero de este artículo, podrán ser acreditados mediante certificados emitidos por la respectiva Inspección del Trabajo.


La Dirección del Trabajo deberá poner en conocimiento del dueño de la obra, empresa o faena, las infracciones a la legislación laboral o previsional que se constaten en las fiscalizaciones que se practiquen a sus contratistas o subcontratistas. Igual obligación tendrá para con los contratistas, respecto de sus subcontratistas.”.


La Cámara de Diputados lo reemplazó por el que sigue:


“Artículo 183-C.- El mandante, cuando así lo solicite, tendrá derecho a ser informado por los contratistas sobre el monto y estado de cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales que a éstos correspondan respecto a sus trabajadores, como asimismo de igual tipo de obligaciones que tengan los subcontratistas con sus trabajadores. El mismo derecho tendrán los contratistas respecto de sus subcontratistas.


El monto y estado de cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales a que se refiere el inciso anterior, deberá ser acreditado mediante certificados emitidos por la respectiva Inspección del Trabajo, o bien por medios idóneos que garanticen la veracidad de dicho monto y estado de cumplimiento.


En el caso que el contratista o subcontratista no acredite oportunamente el cumplimiento íntegro de las obligaciones laborales y previsionales en la forma señalada, el mandante podrá retener de las obligaciones que tenga a favor de aquél o aquellos, el monto de que es responsable en conformidad a este párrafo. El mismo derecho tendrá el contratista respecto de sus subcontratistas. Si se efectuara dicha retención, quien la haga estará obligado a pagar con ella al trabajador o institución previsional acreedora.


En todo caso, el mandante o el contratista, en su caso, podrá pagar por subrogación al trabajador o institución previsional acreedora.


La Dirección del Trabajo deberá poner en conocimiento del mandante, las infracciones a la legislación laboral y previsional que se constaten en las fiscalizaciones que se practiquen a sus contratistas o subcontratistas. Igual obligación tendrá para con los contratistas, respecto de sus subcontratistas.”.

Artículo 183-D, nuevo, Cámara de Diputados

El texto de esta norma es el siguiente:


“Artículo 183-D.- Si el mandante hiciere efectivo el derecho a ser informado y el derecho de retención a que se refieren los incisos primero y tercero del artículo anterior, responderá subsidiariamente de aquellas obligaciones laborales y previsionales que afecten a los contratistas y subcontratistas en favor de los trabajadores de éstos. Tal responsabilidad estará limitada al tiempo o período durante el cual el o los trabajadores del contratista o subcontratista prestaron servicios en régimen de subcontratación para el dueño de la obra, empresa o faena. Igual responsabilidad asumirá el contratista respecto de las obligaciones que afecten a sus subcontratistas, a favor de los trabajadores de éstos.


Se aplicará también, lo dispuesto en el inciso precedente, en el caso que habiendo sido notificado por la Dirección del Trabajo de las infracciones a la legislación laboral y previsional que se constaten en las fiscalizaciones que se practiquen a sus contratistas o subcontratistas, el mandante o contratista, según corresponda, hiciere efectivo el derecho de retención a que se refiere el inciso tercero del artículo precedente.”.


- Puestos en votación, conjuntamente, los artículos 183-C y 183-D, nuevo, propuestos por la Cámara de Diputados, se aprobaron por tres votos a favor y dos en contra. Los respaldaron los Honorables Senadores señores Letelier, Muñoz Aburto y Pizarro, y, los desecharon, los Honorables Senadores señores Allamand y Longueira.


El Honorable Senador señor Allamand, al fundar su voto contrario, manifestó que la lógica de esta normativa, como lo ha señalado el Ejecutivo, sería que el empresario diligente responde subsidiariamente en el marco de las disposiciones en análisis, y solidariamente cuando es negligente en el cumplimiento de sus obligaciones de información y retención. En relación con esto, se establece un conjunto de mecanismos, entre los que están la solicitud de certificados y otros medios idóneos que quedan bastante indefinidos.


Su Señoría señaló que, más que estar en contra con la orientación de estos preceptos, en el actual estado de cosas, la mecánica operativa que permita en la práctica ejercer la opción de que se trata es algo que, en definitiva, está en entredicho. De hecho, los Senadores de la Democracia Cristiana han pedido al Ejecutivo que se comprometa a que las certificaciones que debe entregar la Inspección del Trabajo para los efectos del derecho a información y retención se provean, a más tardar, en cinco días hábiles.


El señor Senador expresó que la forma en que se establece esta mecánica significará, en la práctica, que esta posibilidad conceptual de demostrar diligencia no se podrá ejercer, o bien, será muy engorrosa.


Además, Su Señoría agregó que, tal como ya lo expresó en el debate, esta fórmula afectará la cadena de pagos, generando una situación compleja en el sistema de financiamiento de las PYMES, dificultando sustantivamente los procedimientos de factoring, puesto que si la empresa mandante retiene y paga simultáneamente con ello a los respectivos trabajadores, quedará expuesta a la acción del tercero titular de la factura, no pudiendo excepcionarse del pago de la misma, y a la inversa, si no ejerciera el debido derecho de retención responderá solidaria y no subsidiariamente.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto, al fundar su voto positivo, recordó que las organizaciones que representan a las PYMES, en documento escrito entregado a esta Comisión, manifestaron su acuerdo con ésta y otras normas del proyecto.


El Honorable Senador señor Letelier, fundando su voto favorable, dejó constancia de que esta normativa deja totalmente abierta la posibilidad de que las certificaciones en cuestión no sólo se hagan por la Inspección del Trabajo, sino también por otros medios idóneos en que naturalmente se incluye la certificación por terceros, como ya ha ocurrido exitosamente en experiencias piloto efectuadas por terceros interactuando con la Dirección del Trabajo.


Por otra parte, Su Señoría afirmó que este mecanismo no afectará la cadena de pagos, pues la retención que se efectúe es, precisamente, para pagar lo que se adeuda a los respectivos trabajadores. El problema que pudiera afectar a las PYMES respecto de la cadena de pagos, se da con o sin esta ley, pues se relaciona con que algunas grandes empresas difieren los pagos, por ejemplo, a sesenta o noventa días.


Respecto de esta materia, Su Señoría propuso adicionalmente solicitar, en este acto, al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social -presente en esta sesión- el que en los dos años siguientes a la entrada en vigencia de esta normativa, dicha Secretaría de Estado efectúe un monitoreo en cuanto a la aplicación práctica de la certificación por la Dirección del Trabajo o mediante los otros medios idóneos a que esta normativa se refiere.


El Honorable Senador señor Allamand señaló no tener inconvenientes en concurrir a este acuerdo, sin perjuicio de que esto no significa que con el sistema de monitoreo se salvarían las objeciones que ha formulado.


La Comisión adoptó, por la unanimidad de sus miembros, el referido acuerdo en el sentido ya indicado.


Enseguida, la Comisión resolvió tratar y votar conjuntamente los artículos que se describen a continuación:

Artículo 152-D, Senado


Su texto es el siguiente:


“Artículo 152-D.- El contratista y subcontratista, deberán adoptar las medidas necesarias para garantizar la protección a los trabajadores en régimen de subcontratación en conformidad a lo establecido en el Título I del LIBRO II del presente Código.


Sin perjuicio de las responsabilidades de la empresa contratista el dueño de la obra, empresa o faena deberá adoptar las medidas que competen al desarrollo de su faena para garantizar igual protección, sin perjuicio de la responsabilidad que pudiere competerle de acuerdo al artículo 152-B.


En los casos de construcción de edificaciones por un precio único prefijado, no procederán las obligaciones y responsabilidades señaladas en el inciso precedente, cuando quien encargue la obra sea una persona natural.”.


La Cámara de Diputados suprimió esta disposición.

Artículo 152-E, Senado

Artículo 183-E, Cámara de Diputados

El Senado aprobó la siguiente disposición:


“Artículo 152-E.- Sin perjuicio de los derechos que se reconocen en este Párrafo 1º al trabajador en régimen de subcontratación, respecto del dueño de la obra, empresa o faena, el trabajador gozará de todos los derechos que las leyes del trabajo le reconocen en relación con su empleador.”.


La Cámara de Diputados ubicó como inciso final de la norma en análisis el inciso único del Senado, y antepuso los siguientes incisos primero y segundo:


“Artículo 183-E.- Sin perjuicio de las obligaciones del mandante, contratista y subcontratista respecto de sus propios trabajadores en virtud de lo dispuesto en el artículo 184, el mandante deberá adoptar las medidas necesarias para proteger eficazmente la vida y salud de todos los trabajadores que laboran en su obra, empresa o faena, cualquiera sea su dependencia, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 66 bis, de la ley N° 16.744 y el artículo tercero del decreto supremo Nº 594, de 1999, del Ministerio de Salud.


En los casos de construcción de edificaciones por un precio único prefijado, no procederán las obligaciones y responsabilidades señaladas en el inciso precedente, cuando quien encargue la obra sea una persona natural.”.


- Puestos en votación la supresión del artículo 152-D del Senado y el artículo 183-E de la Cámara de Diputados, se aprobaron por tres votos a favor y dos en contra. Votaron a favor, los Honorables Senadores señores Letelier, Muñoz Aburto y Pizarro, y, en contra, los Honorables Senadores señor Allamand y Longueira.

El Honorable Senador señor Allamand, al fundar su voto negativo, reiteró que se vuelve a las redacciones defectuosas. La lógica de la normativa debiera ser que la responsabilidad por la seguridad en el trabajo esté radicada en la empresa especializada que, precisamente, es subcontratada por esa circunstancia, pues ella es la que realmente conocerá las disposiciones aplicables en este ámbito. La empresa que la contrata no está en condiciones de conocer a cabalidad dicha normativa de seguridad. Distinto sería si se subcontratan actividades relacionadas con el giro principal.


El Honorable Senador señor Pizarro, al fundamentar su voto favorable, expresó que, justamente, porque la empresa mandante conoce bien las condiciones de seguridad en que deberán efectuarse los trabajos en cuestión, los subcontrata con quien sabe de dichas condiciones y puede satisfacerlas adecuadamente.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto, fundó su voto afirmativo, en que esta normativa protege en mejor forma la seguridad en el trabajo. Es sabido que han ocurrido numerosos accidentes producto de que empresas contratistas no cumplen con las mínimas medidas de seguridad, y es conveniente que las empresas mandantes adopten resguardos para una eficaz protección de los trabajadores en sus labores.

Artículo 152-F, Senado

Artículo 183-F, Cámara de Diputados

Letra a)


El texto del Senado es el que sigue:


“a) Empresa de Servicios Temporarios: toda persona jurídica, inscrita en el registro respectivo, que tenga por objeto social poner trabajadores a disposición de terceros, denominados para estos efectos usuarias, a fin de que cumplan para ellos tareas de carácter transitorio u ocasional. Sin perjuicio de lo anterior, estas empresas podrán dedicarse también a la selección, capacitación y formación de trabajadores, así como a otras actividades afines en el campo de los recursos humanos.”.


La Cámara de Diputados reemplazó esta letra a), por la siguiente:


“a) Empresa de Servicios Transitorios: Toda persona jurídica, inscrita en el registro respectivo, que tenga por objeto social exclusivo poner a disposición de terceros denominados para estos efectos empresas usuarias, trabajadores para cumplir en éstas últimas, tareas de carácter transitorio u ocasional, como asimismo su selección y capacitación.”.


- Puesta en votación esta modificación, se aprobó por tres votos a favor y dos en contra. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Letelier, Muñoz Aburto y Pizarro, y, por la negativa, los Honorables Senadores señores Allamand y Longueira.

Artículo 152-G, Senado

Artículo 183-G, Cámara de Diputados


El Senado aprobó el siguiente texto:


“Artículo 152-G.- La Dirección del Trabajo fiscalizará el cumplimiento de las normas de este Párrafo 2º en el o los lugares de la prestación de los servicios, como en la empresa de servicios temporarios.


Se entenderá incorporada entre sus facultades, la de fiscalizar los supuestos que habilitan la celebración de un contrato de trabajo de servicios temporarios, la identificación de las partes de la relación laboral y de la usuaria, y las conductas infraccionales en las que incurran, sin perjuicio de lo que en definitiva resuelvan los Tribunales de Justicia.”.


La Cámara de Diputados lo reemplazó por el siguiente:


“Artículo 183-G.- La Dirección del Trabajo fiscalizará el cumplimiento de las normas de este Párrafo 2º en el o los lugares de la prestación de los servicios, como en la empresa de servicios temporarios. Asimismo, podrá revisar los contenidos del Contrato de Servicios Temporarios, o puesta a disposición, entre ambas empresas, a fin de fiscalizar los supuestos que habilitan la celebración de un contrato de trabajo de servicios temporarios.”.


- Se aprobó el texto modificatorio, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto y Pizarro.


El Honorable Senador señor Longueira concurrió con su voto afirmativo, manifestando que la supresión de la frase final del texto que había aprobado el Senado, no influye en el contenido de la norma, por cuanto las resoluciones que adopte la Dirección del Trabajo en esta materia, serán siempre susceptibles de reclamo ante los tribunales de justicia.


Este fundamento fue compartido por el Honorable Senador señor Allamand.

Artículo 183-I, nuevo, Cámara de Diputados


“Artículo 183-I.- Las Empresas de Servicios Transitorios no podrán ser matrices, filiales, coligadas, relacionadas ni tener interés directo o indirecto, participación o relación societaria de ningún tipo, con empre​sas usuarias que contraten sus servicios.


La infracción a la presente norma se sancionará con su cancelación en el Registro de Empresas de Servicios Transitorios y con una multa a la usuaria de 20 unidades tributarias mensuales por cada trabajador contratado, mediante resolución fundada del Director del Trabajo.


La empresa afectada por dicha resolución, podrá pedir su reposición al Director del Trabajo, dentro del plazo de cinco días. La resolución que niegue lugar a ésta solicitud será reclamable, dentro del plazo de cinco días, ante la Corte de Apelaciones respectiva, previa consignación de la mitad de la multa aplicada, en caso que correspondiere.”.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto solicitó votación separada para el inciso tercero.


- Puestos en votación los incisos primero y segundo, se aprobaron, unánimemente, votando los Honorables Senadores señores Allamand, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto y Pizarro.


A continuación, y respecto a la consignación previa de la mitad de la multa aplicada a que alude el inciso tercero, el Honorable Senador señor Allamand formuló reserva de constitucionalidad, por cuanto hay sentencias del Tribunal Constitucional en orden a que dicha exigencia atentaría contra el ejercicio del derecho para reclamar de resoluciones administrativas, y, además, porque el señor Senador considera que la multa puede llegar a ser excesiva, razones por las cuales anunció que rechazaría este inciso tercero.


El Honorable Senador señor Longueira compartió el planteamiento precedente.


El señor Subsecretario del Trabajo hizo presente que el artículo 474 del Código del Trabajo contempla, en general, que la resolución que aplica una multa administrativa es reclamable ante el Juez de Letras del Trabajo, previa consignación de la tercera parte de la multa. En todo caso, la consignación de la mitad de la misma, dispuesta en el artículo en análisis, no afecta el derecho al reclamo en su esencia.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que lo que justifica que en el caso de las empresas de servicios transitorios el porcentaje de la suma a consignar sea mayor, radica en que ellas no tienen capital suficiente para responder cuando infringen las prohibiciones que este precepto les impone.


El señor Ministro del Trabajo y Previsión Social manifestó que el Ejecutivo, dentro de las facultades que la ley le otorga, estudiaría la posibilidad de rebajar a un tercio el monto de la consignación de que trata el artículo en análisis, como también disminuir el monto de la multa en cuanto a la cantidad máxima a aplicar por las infracciones a que la norma se refiere.


- Puesto en votación el inciso tercero, se aprobó por tres votos a favor y dos en contra. Votaron por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Letelier, Muñoz Aburto y Pizarro, y, por la negativa, los Honorables Senadores señores Allamand y Longueira.

Artículo 183-J, nuevo, Cámara de Diputados


“Artículo 183-J.- Toda Empresa de Servicios Transitorios deberá constituir una garantía permanente a nombre de la Dirección del Trabajo, cuyo monto será de 500 unidades de fomento, aumentada en 1 unidad de fomento por cada trabajador transitorio adicional contratado por sobre 100 trabajadores, 0,7 unidad de fomento por cada trabajador transitorio contratado por sobre 150 trabajadores y 0,3 unidad de fomento por cada trabajador transitorio contratado por sobre 200.


El monto de la garantía se ajustará cada tres meses, considerado el numero de trabajadores transitorios que se encuentren contratados en dicho momento.


La garantía estará destinada preferentemente a responder, en lo sucesivo, por las obligaciones legales y contractuales de la empresa con sus trabajadores transitorios, devengadas con motivo de los servicios prestados por estos en las empresas usuarias, y luego las multas que se le apliquen por infracción a las normas de este Código.


La garantía deberá constituirse a través de una boleta de garantía, u otro instrumento de similar liquidez, a nombre de la Dirección del Trabajo y tener un plazo de vencimiento no inferior a 120 días, y será devuelta dentro de los 10 días siguientes a la presentación de la nueva boleta.


La garantía constituye un patri​monio de afectación a los fines establecidos en este artículo y estará excluida del derecho de prenda general de los acreedores.


La sentencia ejecutoriada que ordene el pago de remuneraciones y/o cotizaciones previsionales adeudadas, el acta suscrita ante el Inspector del Trabajo en que se reconozca la deuda de dichas remuneraciones, así como la resolución administrativa ejecutoriada que ordene el pago de una multa, se podrá hacer efectiva sobre la garantía, previa resolución del Director del Trabajo, que ordene los pagos a quien corresponda. Contra dicha resolución no procederá recurso alguno.


En caso de término de la empresa de servicios transitorios el Director del Trabajo, una vez que se le acredite el cumplimiento de las obligaciones laborales de origen legal o contractual y de seguridad social pertinentes, deberá proceder a la devolución de la garantía dentro del plazo de seis meses, contados desde el término de la Empresa.


La resolución que ordene la constitución de dicha garantía, no será susceptible de ser impugnada por recurso alguno.”.


- Puesto en votación este artículo, se aprobó por tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Letelier, Muñoz Aburto y Pizarro, y dos en contra, de los Honorables Senadores señores Allamand y Longueira.

El Honorable Senador señor Longueira, al fundar su voto negativo, señaló que la propuesta de la Alianza es que la garantía permanente que la norma contempla sea sustancialmente menor, para evitar una barrera de entrada respecto de la creación de estas empresas de servicios transitorios. Además, sería pertinente que el monto de la garantía se ajuste cada doce meses y no cada tres como lo contempla la norma de la Cámara de Diputados. Estos planteamientos fueron compartidos por el Honorable Senador señor Allamand.


El Honorable Senador señor Pizarro al votar por la afirmativa manifestó que entiende que hay voluntad del Ejecutivo para, por la vía del veto, disminuir sustancialmente el monto de la garantía permanente que debe constituir la empresa de servicios transitorios y, en cuanto al inciso segundo de la norma en análisis, Su Señoría solicitó al Ejecutivo que, asimismo, revise el número de meses a considerar para ajustar el monto de la garantía de acuerdo al número de trabajadores transitorios que se encuentren contratados al momento del ajuste.

Artículo 152-M, Senado

Artículo 183-Ñ, Cámara de Diputados

Letra f)


El texto del Senado expresa lo que sigue:


“f) aumentos estacionales o de temporada en la actividad de una determinada sección, faena o establecimiento; o”.


La Cámara de Diputados suprimió esta letra f), pasando, en consecuencia, la letra g) del Senado a ser letra f), sin enmiendas.


Previo a la votación de la supresión de la letra f), el Honorable Senador señor Letelier aclaró que la eliminación que efectuó la Cámara de Diputados se justifica en que la letra e) de este mismo artículo subsume, correctamente, la materia a que se refería la letra f), evitando determinados abusos a que ésta daba lugar, al contemplar aumentos estacionales o de temporada, pues estos, por ejemplo, como ha ocurrido en las actividades del comercio, al considerar aumentos por distintas temporadas estacionales, terminaban siendo de carácter permanente.


La letra e) del mismo artículo, en cambio, considera cualquier tipo de aumentos ocasionales o extraordinarios, sea para una determinada sección, faena o establecimiento de la empresa usuaria.


- Puesta en votación la supresión de la letra f), se aprobó, unánimemente, votando los Honorables Senadores señores Allamand, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto y Pizarro, ya que con la aclaración del real sentido de dicha supresión la letra f) queda debidamente incorporada en la letra e), permitiendo, esta última, celebrar un contrato de puesta a disposición de trabajadores de servicios temporarios a una usuaria respecto a todo tipo de actividades que cumplan con los requisitos de dicha letra e).


El Honorable Senador señor Allamand manifestó que ni en ésta ni en ninguna otra norma del proyecto, las observaciones que se han hecho en la propuesta de la Alianza podrían entenderse que apoyan la actividad de los denominados “enganchadores”,  por cuanto no comparten esa figura. Esos perfeccionamientos están destinados a que esta normativa permita el normal desarrollo de la subcontratación y de las actividades que son de la esencia de las empresas de servicios transitorios.

Artículo 152-N, Senado

Artículo 183-O, Cámara de Diputados


El Senado consultó el siguiente precepto:


“Artículo 152-N.- El plazo del contrato de puesta a disposición de trabajadores de servicios temporarios deberá ajustarse a las siguientes normas:


En el caso señalado en la letra a) del artículo anterior, la puesta a disposición del trabajador podrá cubrir el tiempo de duración de la ausencia del trabajador reemplazado, por la suspensión del contrato o de la obligación de prestar servicios, según sea el caso.


En los casos señalados en las letras b) y e) del artículo anterior, el contrato de trabajo para prestar servicios en una misma usuaria no podrá exceder de 180 días. En el caso de las letras c) y d) dicho plazo será de 360 días, no siendo ambos casos susceptibles de renovación. Sin embargo, si al tiempo de la terminación del contrato de trabajo subsisten las circunstancias que motivaron su celebración, se podrá prorrogar el contrato hasta completar los 180 ó 360 días en su caso.”.

La Cámara de Diputados, en el inciso final, reemplazó los números “180” y “360” por “90” y “180”, respectivamente, las dos veces que aparecen.


- Puestas en votación las enmiendas de la Cámara de Diputados, se aprobaron por tres votos a favor y dos en contra. Votaron afirmativamente los Honorables Senadores señores Letelier, Muñoz Aburto y Pizarro, y, por el rechazo, los Honorables Senadores señores Allamand y Longueira.

Artículo 152-Ñ, Senado

Artículo 183-P, Cámara de Diputados

Inciso primero


El Senado aprobó el siguiente texto:


“Artículo 152-Ñ.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 152-M, no se podrá contratar la puesta a disposición de trabajadores de servicios temporarios, en los siguientes casos:


a) para realizar tareas en las cuales se tenga la facultad de representar a la usuaria, tales como los gerentes, subgerentes, agentes o apoderados;


b) para reemplazar a trabajadores despedidos de la empresa usuaria en los doce meses inmediatamente anteriores por aplicación de una o más de las causales establecidas en los artículos 159 ó 160, o sin que se haya invocado causal legal, siempre que el tribunal competente haya declarado que dicho despido fue injustificado o indebido; o


c) para ceder trabajadores a otras empresas de servicios temporarios.”.


La Cámara de Diputados sustituyó su letra b), por la siguiente:


“b) para reemplazar a trabajadores que han declarado la huelga legal en el respectivo proceso de negociación colectiva; o”.


- Esta modificación fue aprobada con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Letelier, Muñoz Aburto y Pizarro, y los votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y Longueira.

Artículo 152-Z, Senado

Artículo 183-AB, Cámara de Diputados


El Senado aprobó la siguiente norma:


“Artículo 152-Z.- La usuaria será subsidiariamente responsable de las obligaciones laborales y previsionales que afecten a las empresas de servicios temporarios a favor de los trabajadores de éstas, en los términos previstos en el Párrafo 1º de este Capítulo VI.


Será de responsabilidad directa de la usuaria el cumplimiento de todas las normas referidas a la higiene y seguridad en el trabajo, incluidas todas las disposiciones legales y reglamentarias sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, relativas a la prevención de riesgos y adopción de medidas que legal y reglamentariamente deba satisfacer respecto de sus trabajadores permanentes.


En caso de accidente del trabajo que afecte al trabajador de servicios temporarios, la usuaria deberá notificar el siniestro en forma inmediata a la empresa de servicios temporarios. En dicha notificación, deberán constar las circunstancias y causas del accidente.


Serán también de responsabilidad de la usuaria, las indemnizaciones a que se refiere el artículo 69 de la ley Nº 16.744.


Sin perjuicio de lo anterior, la empresa de servicios temporarios deberá constatar que el trabajador posee un estado de salud compatible con el trabajo que desempeñará y con la capacitación específica y adecuada relativa a los riesgos y medidas preventivas que las labores exijan. En su defecto, será la empresa de servicios temporarios la obligada a proveer al trabajador la referida capacitación.”.


La Cámara de Diputados reemplazó esta disposición, por la que se señala enseguida:


“Artículo 183-AB.- La usuaria será subsidiariamente responsable de las obligaciones laborales y previsionales que afecten a las empresas de servicios transitorios a favor de los trabajadores de éstas, en los términos previstos en este Párrafo.


No obstante lo dispuesto en el inciso precedente, será de responsabilidad directa de la usuaria el cumplimiento de las normas referidas a la higiene y seguridad en el trabajo, incluidas las disposiciones legales y reglamentarias relativas al Seguro Social contra Riesgos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales de la ley Nº 16.744, especialmente las medidas de prevención de riesgos que deba adoptar respecto de sus trabajadores permanentes. Asimismo, deberá observar lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 bis de la ley Nº 16.744.


Para efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 76 de la ley Nº 16.744, la usuaria denunciará inmediatamente al organismo administrador al que se encuentra afiliada o adherida la respectiva empresa de servicios transitorios, la ocurrencia de cualquiera de los hechos indicados en la norma legal antes citada. Al mismo tiempo, deberá notificar el siniestro a la empresa de servicios transitorios.


Serán también de responsabilidad de la usuaria, las indemnizaciones a que se refiere el artículo 69 de la ley Nº 16.744. Sin perjuicio de lo anterior, la empresa de servicios transitorios deberá constatar que el estado de salud del trabajador sea compatible con la actividad específica que desempeñará.”.


- Puesto en votación el artículo 183-AB propuesto por la Cámara de Diputados, se aprobó, unánimemente, votando los Honorables Senadores señores Allamand, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto y Pizarro.

o o o


En primer trámite constitucional, el Senado aprobó el siguiente epígrafe:


“De los servicios temporarios de trabajadores agrícolas de temporada y otros con especial necesidad de fomento de su empleo”.


La Cámara de Diputados lo reemplazó por el siguiente: “Normas generales”.


- Se aprobó, unánimemente, con igual votación a la consignada precedentemente.

o o o


El Senado, en primer trámite constitucional, consultó el siguiente epígrafe: “De la capacitación laboral de los trabajadores puestos a disposición”.


La Cámara de Diputados suprimió este epígrafe.


- Fue aprobada la supresión del epígrafe, unánimemente, con idéntica votación a las dos anteriormente consignadas.

o o o

Artículo 183-AE, nuevo, Cámara de Diputados

Su texto es el siguiente:


“Artículo 183-AE.- Las trabajadoras contratadas bajo el régimen contemplado en este párrafo, gozarán del fuero maternal señalado en el inciso primero del artículo 201, cesando éste de pleno derecho al término de los servicios en la usuaria.


Si por alguna de las causales que establece el presente párrafo se determinare que la trabajadora es dependiente de la usuaria, el fuero maternal se extenderá por todo el período que corresponda conforme a las reglas generales del presente Código.”.


- Este artículo fue aprobado, unánimemente, votando los Honorables Senadores señores Allamand, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto y Pizarro.

ARTÍCULO 4º, nuevo, Cámara de Diputados


Se incorporó con el siguiente texto:


“ARTÍCULO 4°.- Agréganse los siguientes incisos cuarto y final al artículo 184 del Código del Trabajo:


“La Dirección del Trabajo deberá poner en conocimiento del respectivo Organismo Administrador de la ley Nº 16.744, todas aquellas infracciones o deficiencias en materia de higiene y seguridad, que se constaten en las fiscalizaciones que se practiquen a las empresas. Copia de esta comunicación deberá remitirse a la Superintendencia de Seguridad Social.


El referido Organismo Administrador deberá, en el plazo de 30 días contado desde la notificación, informar a la Dirección del Trabajo y a la Superintendencia de Seguridad Social acerca de las medidas de seguridad específicas que hubiere prescrito a la empresa infractora para corregir tales infracciones o deficiencias. Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social velar por el cumplimiento de esta obligación por parte de los Organismos Administradores.”.”.


- Puesto en votación, se aprobó por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto y Pizarro.

ARTÍCULO 5º, nuevo, Cámara de Diputados


Se agregó de la forma siguiente:


“ARTÍCULO 5°.- Intercálase en el artículo 477 del Código del Trabajo, un inciso séptimo nuevo, pasando el actual inciso séptimo a ser final:


“Tratándose de empresas de veinticinco trabajadores o menos, la Dirección del Trabajo podrá autorizar, a solicitud del afectado, y sólo por una vez en el año, la sustitución de la multa impuesta por infracción a normas de higiene y seguridad, por la incorporación en un programa de asistencia al cumplimiento, en el que se acredite la corrección de la o las infracciones que dieron origen a la sanción y la puesta en marcha de un sistema de gestión de seguridad y salud en el trabajo. Dicho programa deberá implementarse con la asistencia técnica del Organismo Administrador de la ley Nº 16.744, al que se encuentre afiliada o adherida la empresa infractora y deberá ser presentado para su aprobación por la Dirección del Trabajo, debiendo mantenerse permanentemente a su disposición en los lugares de trabajo.”.”.


- Se aprobó, unánimemente, con igual votación a la consignada precedentemente.

ARTÍCULO 6º, nuevo, Cámara de Diputados


“ARTÍCULO 6°.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 478 del Código del Trabajo, por el siguiente:


“Artículo 478.- Se sancionará con una multa a beneficio fiscal de 5 a 100 unidades tributarias mensuales al empleador que simule la contratación de trabajadores a través de terceros, cuyo reclamo se regirá por lo dispuesto en el artículo 474. En este caso, el empleador quedará sujeto al cumplimiento de todas las obligaciones laborales y previsionales y al pago de todas las prestaciones que correspondieren respecto de los trabajadores objetos de la simulación.”.”.


Cabe señalar que el inciso primero del artículo 478 del Código del Trabajo establece lo siguiente:


“Artículo 478.- Se sancionará con una multa a beneficio fiscal de 5 a 100 unidades tributarias mensuales al empleador que simule la contratación de trabajadores a través de terceros, cuyo reclamo se regirá por lo dispuesto en el artículo 474. Sin perjuicio de lo anterior, el empleador y los terceros deberán responder solidariamente por los derechos laborales y previsionales que correspondan al trabajador.”.


- Fue aprobado, unánimemente, con idéntica votación a la consignada para las dos anteriores.

ARTÍCULO 7º, nuevo, Cámara de Diputados


“ARTÍCULO 7°.- Modifícase la ley Nº 16.744, de la siguiente forma:


a) Incorpórase a continuación del artículo 66, el siguiente artículo 66 bis:


“Artículo 66 bis.- Los empleadores que contraten o subcontraten con otros la realización de una obra, faena o servicios propias de su giro, deberán vigilar el cumplimiento por parte de dichos contratistas o subcontratistas de la normativa relativa a higiene y seguridad, debiendo para ello implementar un sistema de gestión de la seguridad y salud en el trabajo para todos los trabajadores involucrados, cualquiera que sea su dependencia, cuando en su conjunto agrupen a más de 50 trabajadores.


Para la implementación de este sistema de gestión, el mandante deberá confeccionar un reglamento especial para empresas contratistas y subcontratistas, en el que se establezca como mínimo las acciones de coordinación entre los distintos empleadores de las actividades preventivas, a fin de garantizar a todos los trabajadores condiciones de higiene y seguridad adecuadas. Asimismo, se contemplarán en dicho reglamento los mecanismos para verificar su cumplimiento por parte de la empresa mandante y las sanciones aplicables.


Asimismo, corresponderá al mandante, velar por la constitución y funcionamiento de un Comité Paritario de Higiene y Seguridad y un Departamento de Prevención de Riesgos para tales faenas, aplicándose a su respecto para calcular el número de trabajadores exigidos por los incisos primero y cuarto, del artículo 66, respectivamente, la totalidad de los trabajadores que prestan servicios en un mismo lugar de trabajo, cualquiera sea su dependencia. Los requisitos para la constitución y funcionamiento de los mismos serán determinadas por el reglamento que dictará el Ministerio del Trabajo y Previsión Social.”.


b) Agréganse en el artículo 76 los siguientes incisos cuarto, quinto y final:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos precedentes, en caso de accidentes del trabajo fatales y graves, el empleador deberá informar inmediatamente a la Inspección del Trabajo y a la Secretaría Regional Ministerial de Salud que corresponda, acerca de la ocurrencia de cualquiera de estos hechos. Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social impartir las instrucciones sobre la forma en que deberá cumplirse esta obligación.


En estos mismos casos el empleador deberá suspender de forma inmediata las faenas afectadas y, de ser necesario, permitir a los trabajadores la evacuación del lugar de trabajo. La reanudación de faenas sólo podrá efectuarse cuando, previa fiscalización del organismo fiscalizador, se verifique que se han subsanado las deficiencias constatadas.


Las infracciones a lo dispuesto en los incisos cuarto y quinto, serán sancionadas con multa a beneficio fiscal de cincuenta a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, las que serán aplicadas por los servicios fiscalizadores a que se refiere el inciso cuarto.”.”.

Cabe consignar que el artículo 76 de la ley Nº 16.744 dispone lo siguiente:


“Artículo 76.- La entidad empleadora deberá denunciar al organismo administrador respectivo, inmediatamente de producido, todo accidente o enfermedad que pueda ocasionar incapacidad para el trabajo o la muerte de la víctima. El accidentado o enfermo, o sus derecho-habientes, o el médico que trató o diagnosticó la lesión o enfermedad, como igualmente el Comité Paritario de Seguridad, tendrán también la obligación de denunciar el hecho en dicho organismo administrador, en el caso de que la entidad empleadora no hubiere realizado la denuncia.


Las denuncias mencionadas en el inciso anterior deberán contener todos los datos que hayan sido indicados por el Servicio Nacional de Salud.


Los organismos administradores deberán informar al Servicio Nacional de Salud los accidentes o enfermedades que les hubieren sido denunciados y que hubieren ocasionado incapacidad para el trabajo o la muerte de la víctima, en la forma y con la periodicidad que señale el reglamento.”.


- El artículo 7º, nuevo, se aprobó por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto y Pizarro.

ARTICULO TRANSITORIO, Senado


“ARTICULO TRANSITORIO.- Las empresas que a la fecha de publicación de la presente ley, desarrollen actividades reguladas por la misma, deberán presentar su solicitud de inscripción, dentro del plazo de 180 días a contar de dicha publicación.”.


La Cámara de Diputados lo consulta como artículo primero transitorio, sustituyendo en su texto la frase “de dicha publicación” por “de su vigencia”.


- La modificación se aprobó, unánimemente, votando los Honorables Senadores señores Allamand, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto y Pizarro.

Artículo segundo transitorio, nuevo, Cámara de Diputados


“Artículo segundo transitorio.- Esta ley entrará en vigencia 90 días después de la fecha de su publicación.”.


- Se aprobó, unánimemente, con igual votación a la consignada precedentemente.

- - -


En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas y de las resoluciones pertinentes, vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de proponeros que aprobéis las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al proyecto despachado por el Senado, modificaciones que fueron aprobadas por unanimidad (5x0), con excepción de las aprobadas por mayoría de votos (3x2), que son las siguientes: ARTÍCULO 2º, nuevo, inciso tercero, nuevo; del ARTÍCULO 2º, que pasa a ser ARTÍCULO 3º, los artículos 183 ter, nuevo, 183-A, 183-B, 183-C, supresión del artículo 152-D del Senado, 183-D, nuevo, 183-E, 183-F, letra a), 183-I, nuevo, inciso tercero, 183-J, nuevo, 183-O, y 183-P, inciso primero, letra b).

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 5, 12 y 19 de abril, y 3 y 15 de mayo, de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señor Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela (señor Jorge Pizarro Soto) y señores Andrés Allamand Zavala, Pablo Longueira Montes y Pedro Muñoz Aburto.


Sala de la Comisión, a 16 de Mayo de 2006.

(Fdo.):MARIO LABBÉ ARANEDA,

Secretario de la Comisión.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CREA NUEVOS ESCALAFONES EN PLANTAS DE POLICÍA DE INVESTIGACIONES

(4001-02)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple”.


A la sesión en que se trató el proyecto asistieron, además de sus miembros, el Subsecretario de Investigaciones, señor Ricardo Navarrete y el Oficial de Justicia, Subcomisario señor Iván Ortiz.

- - -


El proyecto de ley en estudio fue analizado previamente por la Comisión de Defensa Nacional.


La Sala del Senado, en sesión de fecha 3 de mayo de 2006 acordó enviar el proyecto a la Comisión de Hacienda para segundo informe.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: artículos 1°; 2° N°s 1 a 13 y 15; 4°, permanentes; artículos segundo, tercero y cuarto, transitorios.


2.- Indicaciones aprobadas: números 1 y 3.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hay.


4.- Indicaciones rechazadas: número 2.


5.- Indicaciones inadmisibles: no hay.


Vuestra Comisión de Hacienda se pronunció respecto de los artículos 1°, 2° y 3°, permanentes, y primero a cuarto, transitorios, del proyecto, en los términos en que fueron aprobados en general por el Senado.

DISCUSIÓN


Al darse inicio al análisis de la iniciativa, el señor Subsecretario de Investigaciones hizo presente que el proyecto en informe inició su tramitación legislativa el año 2005 y tiene por objetivo la creación de un escalafón de 1.066 profesionales policiales, mediante un sistema de ingreso especial concebido a 5 años plazo.

Precisó que los postulantes a este nuevo escalafón deben ser titulados universitarios de carreras de 8 semestres de duración, a lo menos.


Subrayó que la iniciativa en informe busca tanto elevar la calidad técnica científica profesional de la Policía de Investigaciones como, asimismo, solucionar los problemas de escasez de la dotación.


Al respecto informó que en la actualidad hay 3.970 Oficiales Policiales, en circunstancias que el óptimo para Chile es de 8.500, por lo que, si bien con el proyecto se reduce el déficit, estamos aún lejos de alcanzar el señalado óptimo.


El Honorable Senador señor Ominami consultó qué tipo de actividades realizarán los nuevos oficiales, siendo informado por el señor Subsecretario de que los nuevos oficiales serán destinados a labores operativas.


La Honorable Senadora señora Matthei solicitó información acerca de los sueldos;  grado de la carrera en que ingresarán los nuevos oficiales en relación con los que ya están e ingresaron por la vía normal de la Escuela de Investigaciones; posibilidades que tiene los actuales oficiales policiales de estudiar y condiciones de acceso, en el futuro,  a los cargos de jefatura.


El señor Subsecretario de Investigaciones le hizo presente que el proyecto en informe crea un nuevo Escalafón para 1.066 integrantes, no une escalafones ya existentes. Puntualizó que junto a este Escalafón se crea también el Escalafón del Alto Mando, que actualmente es parte del Escalafón de oficiales de línea. Observó que el Escalafón de línea y el de los Oficiales Policiales Profesionales tienen un  horizonte de carrera de 30 años y que el proyecto respeta la equivalencia en las perspectivas para el futuro de ambos escalafones.


Expuso que los Oficiales Policiales Profesionales ingresarán a la Escuela de Investigaciones con el grado 11, de Subinspector, y una remuneración de $370.000, mientras estudien. Al egresar lo hacen con el grado de Subcomisarios y una remuneración de $630.000. Informó que actualmente quienes estudian en la Escuela de Investigaciones no perciben remuneración y que al tercer año empiezan a recibir una remuneración de $300.000.


La Honorable Senadora señora Matthei expresó que si bien estimaba conveniente la idea que inspira la iniciativa en informe, había algunos factores que le preocupaban, tales como la rivalidad que pudiera producirse entre quienes ya están en la Policía de Investigaciones y quienes ingresen en el futuro como profesionales; la fuga de profesionales formados en la Policía de Investigaciones con conocimientos de gran utilidad en el área privada en sectores como la banca o las compañías de seguros; la carga financiera adicional por gastos de salud para la Dirección Previsional de Carabineros (DIPRECA) que supone el proyecto, puesto que el Escalafón que se crea se adscribe a ese sistema en lo referente a sus requerimientos de salud, y la distorsión que implica el que se contemplen asignaciones profesionales no imponibles.


Destacó en forma especial que lamenta que se haya dejado pasar la oportunidad de introducir cambios en el diseño de la carrera al crearse este nuevo Escalafón, que al ofrecer a sus miembros la posibilidad de retirarse de la institución con 20 años de servicio esconde un costo muy alto por pensiones que se pagarán durante muchos años a los jubilados en forma temprana.


El Honorable Senador señor Escalona advirtió que por el diseño de la carrera lo más probable es que se produzca el éxodo masivo al llegar al cargo de Subprefecto, lo que se alcanzará aproximadamente a los 23 años de servicios, y que allí se puede producir un problema complejo, puesto que al irse al sector privado los Subprefectos sólo permanecerán en la institución, en condiciones de llegar a ser Prefectos, aquellos que no encuentren cabida en el área privada.


- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Ominami y Sabag, acordó despachar oficio al Ministerio de Hacienda y al de Defensa Nacional para hacer presente, por una parte, que el proyecto involucra gastos asociados a los requerimientos de salud de los nuevos Oficiales Policiales Profesionales y que tales costos deben considerarse en el presupuesto futuro de DIPRECA y, por otra, que si en el futuro se crean nuevos Escalafones debiera aprovecharse dicha oportunidad para cambiar las reglas de diseño de carrera y evitar retiros tempranos de personas que constituirán una carga como pasivos durante demasiado tiempo.


- A solicitud de la Honorable Senadora señora Matthei se despachó, asimismo, oficio al Ministerio de Hacienda, haciendo presente la preocupación de la señora Senadora por el impacto negativo que tendrá en la jubilaciones de los funcionarios de la Policía de Investigaciones el hecho de que las asignaciones que contempla el proyecto no tienen el carácter de imponibles.


A continuación se describen los artículos del proyecto sobre los cuales se pronunció la Comisión de Hacienda, así como los acuerdos adoptados al respecto.

Artículo 1°


Este precepto reemplaza la letra A del numeral I del artículo 1º de la ley Nº 19.586, que establece Plantas de Funcionarios de la Policía de Investigaciones de Chile, por la siguiente:

“A.- Oficiales Policiales

Alto Mando:

1
Director General
              1

2
Prefecto General
              3

3
Prefecto Inspector
            15

Oficiales Policiales Profesionales de Línea

5
Prefecto
                       47

7
Subprefecto
                      246

8
Comisario
                      402

9
Subcomisario    
           853

11
Inspector                          1240

12
Subinspector                      900

13
Detective                             300

Oficiales Policiales Profesionales

5
Prefecto                              24

7
Subprefecto                      134

8
Comisario                         658

9
Subcomisario
        250.”.


- El artículo 1° fue aprobado, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Ominami y Sabag.

Artículo 2°


Introduce modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones de Chile. Las modificaciones son las siguientes:


1) Sustituye la letra j) del artículo 5º, por la siguiente:


“j) Oficial policial: Funcionario perteneciente al Escalafón del Alto Mando, al Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales de Línea o al Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales.”.


El artículo 5° define legalmente ciertos términos.


2) Reemplaza la letra A contemplada en el número I del artículo 7º, por la siguiente:


“A.- Escalafón de Oficiales Policiales


- Alto Mando


- Oficiales Policiales Profesionales de Línea


- Oficiales Policiales Profesionales.”.


El artículo 7° se refiere al personal de nombramiento supremo y los escalafones que integra.


3) Sustituye el artículo 16º por el siguiente:


“Artículo 16º.- El nombramiento de los Detectives del Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales de Línea, así como el de los Subcomisarios del Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales, recaerá exclusivamente en egresados de los cursos respectivos de la Escuela de Investigaciones.”.


El artículo 16 trata del nombramiento de los Detectives del Escalafón de Oficiales Policiales.


4) Agrega, en el artículo 30º, el siguiente inciso final: 


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo, en casos calificados y mediante resolución fundada en razones de mejor servicio, el Director General podrá dispensar a los Prefectos del requisito de tiempo en el grado para ascender al grado de Prefecto Inspector. No obstante, no podrá ejercer esta facultad más de tres veces en el año.”.


El artículo 30 regula el sistema de ascensos del personal de la Policía de Investigaciones.


5) Reemplaza, en el numeral I. “Planta de Oficiales” del artículo 32, la letra A, por la siguiente:

“A).- Oficiales Policiales

Escalafón de Alto Mando

Grado 3  
Prefecto Inspector       2 años

Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales de Línea

Grado 13   
Detective                     1 año

Grado 12   
Subinspector               3 años

Grado 11
Inspector                     5 años

Grado  9
Subcomisario              6 años

Grado  8
Comisario                    5 años

Grado  7   
Subprefecto                 5 años

Grado  5   
Prefecto                       5 años

Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales

Grado  9   
Subcomisario               7 años

Grado  8  
Comisario                     8 años

Grado  7  
Subprefecto                  8 años

Grado  5   
Prefecto                        7 años.”.


El artículo 32 establece el tiempo mínimo que debe permanecer en cada grado el personal para poder ascender al grado superior.


6) Añade, en el artículo 33º, el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto a ser incisos tercero, cuarto y quinto, respectivamente:


“Si ninguno de los Prefectos de los Escalafones de Oficiales Policiales Profesionales de Línea y de Oficiales Policiales Profesionales cumple con el tiempo mínimo de permanencia en el grado, no podrá impetrar el abono de tiempo a que alude el inciso anterior, si no ha aprobado el curso de Alto Mando.”.


El artículo 33 se refiere a los abonos de tiempo por la permanencia en grados inferiores.


7) Agrega el siguiente artículo 34º, nuevo:


“Artículo 34°.- El Director General, los Prefectos Generales y los Prefectos Inspectores conformarán el Alto Mando Institucional. A estos grados podrán ascender, en conformidad a las normas sobre ascensos, los Prefectos del Escalafón de Oficiales Profesionales de Línea y los Prefectos del Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales.”.


8) Modifica el artículo 35º de la siguiente forma:


a) Intercala, en el inciso primero, entre la expresión “Policiales” y la coma (,) que la sucede, la frase “Profesionales de Línea y del Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales” y agrégase, a continuación del punto final (.), la siguiente oración: “El curso que confiere este título no podrá repetirse durante la carrera funcionaria.”.


b) Suprime el inciso segundo.

El inciso primero del artículo 35 dispone que los funcionarios del Escalafón de Oficiales Policiales, para ascender al grado de Prefecto, deberán estar en posesión del título de ''Oficial Graduado en Investigación Criminalística'', otorgado por la Academia Superior de Estudios Policiales de la Policía de Investigaciones de Chile.

El inciso segundo señala que el curso que confiere este título no podrá repetirse durante la carrera funcionaria y los Oficiales que fueren reprobados en él, no podrán figurar en Lista Nº 1, de Mérito, en la calificación siguiente a su reprobación.


9) Intercala, en el inciso primero del artículo 36º, entre las expresiones “Policiales” e “y”, la frase “de Línea y del Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales”.


El artículo 36 se refiere al ascenso de los Oficiales Policiales y Oficiales de los Servicios de los Escalafones de Justicia, Sanidad y Finanzas.


10) Modifica el artículo 39º de la siguiente forma:


a) Suprime el inciso primero, pasando a ser los actuales incisos segundo y tercero, incisos primero y segundo, respectivamente. 


b) Sustituye, en el inciso segundo, la expresión “Asimismo” y la coma (,) que la sucede, por la frase “El Director General, mediante resolución fundada”, seguida de una coma (,). 


El artículo 39 faculta al Director General para dispensar de ciertos cursos para efectos de los ascensos.


11) Suprime el párrafo final del inciso segundo del artículo 43º.


El aludido párrafo final establece que, en todo caso, los Oficiales provenientes del Escalafón de Policiales tendrán mayor antigüedad que los demás.


12) Reemplaza el artículo 44º por el siguiente:


“Artículo 44º.- En el decreto de nombramiento de los Detectives del Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales de Línea y de los Subcomisarios del Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales, de una misma promoción, la antigüedad se fijará de acuerdo con el promedio de las notas obtenidas en los respectivos cursos de la Escuela de Investigaciones.”.


El artículo 44 trata de la forma en que se fija la antigüedad en el decreto de nombramiento de los Detectives de la Planta de Oficiales Policiales.


13) Intercala, en el párrafo tercero de la letra a) del inciso segundo del artículo 65º, entre las expresiones “Policiales” y  “que”, la frase “Profesionales de Línea y del Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales”.

El referido párrafo tercero establece que “No obstante, en casos calificados por disposición del Director General, los Prefectos del Escalafón de Oficiales Policiales que, encontrándose en condiciones de ascender, no fueren promovidos al grado superior ni ingresaren al Escalafón de Complemento podrán permanecer en su respectivo escalafón hasta por dos años más, pudiendo en este caso volver a ser considerados para el ascenso;”.


14) Añade el siguiente artículo 103° bis, nuevo:


“Artículo 103° bis.-  Los Oficiales Policiales Profesionales tendrán derecho a una asignación profesional no imponible, equivalente al treinta y cinco por ciento de su sueldo base. Del mismo modo, este beneficio será percibido, sin derecho a trienios, por los alumnos del Curso de Formación de Oficiales Profesionales a que se refiere el inciso tercero del artículo 27º de la ley Nº 16.468.”.


15) Sustituye, al final del inciso primero del artículo 136º, el punto (.) por una coma (,) y agrega, a continuación, la siguiente frase: “excluido el personal del Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales”, precedida de una coma (,).


El inciso primero del artículo 136 prescribe que la jornada efectiva de trabajo del personal que ocupe cargos para cuyo desempeño se requiera título profesional universitario será fijada por decreto supremo.


16) Intercala, en el inciso segundo del artículo 147º, entre las expresiones “Detective” y “de”, la frase “y del Curso de Formación de Oficiales Policiales Profesionales”.


El artículo 147 dispone que para los efectos señalados en el artículo 145 no estarán comprendidos en los cursos de especialización aquellos que funcionen en la Policía de Investigaciones de Chile para la formación o perfeccionamiento profesional policial y los que efectúe el personal en forma particular. El inciso segundo se refiere a la caución de permanencia en la institución.


La indicación número 1, de S.E. el Vicepresidente de la República, elimina, en el numeral 14, la frase “sin derecho a trienios” y las comas que la anteceden y suceden.


El señor Subsecretario de Investigaciones explicó que esta indicación debe entenderse como un todo con la indicación número 3, también del Ejecutivo, al artículo primero transitorio, y que obedecen a la necesidad de subsanar un error de la tramitación legislativa del proyecto ante la Cámara de Diputados, ya que la intención del Ejecutivo siempre fue que al personal que se traslade al Escalafón de Policiales Profesionales no se le calculen los trienios ya adquiridos, tanto en relación con su sueldo base, como con respecto a la asignación profesional no imponible.


- La indicación precedente fue aprobada por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Ominami y Sabag. Con idéntica unanimidad se aprobó el artículo 2° y sus restantes numerales.

Artículo 3°





Modifica el artículo 27° de la ley N° 16.468. La referida ley, entre otras materias, aumenta la planta de la dirección general de investigaciones, aprueba nuevas normas para el servicio de investigaciones y modifica leyes relacionadas con el mismo servicio. El artículo 27° se refiere a los cursos regulares de instrucción para los Aspirantes a Detectives de la Escuela de Investigaciones Policiales.


El artículo 3° del proyecto agrega, en el artículo 27º de la ley Nº 16.468, los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto:


“El Curso de Formación de Oficiales Policiales Profesionales se extenderá por un año lectivo, incluidas las labores prácticas en una Brigada de Investigación Criminal y su aprobación dará lugar a la obtención del título de Investigador Policial.


Para ingresar al Curso de Formación de Oficiales Policiales Profesionales, se deberá estar en posesión de un título otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocido por éste, de una carrera de a lo menos cuatro años u ocho semestres de duración. El Director General fijará, anualmente, el valor que por concepto de matrícula deberán pagar los alumnos del mencionado curso.


El reglamento determinará los demás requisitos de ingreso y los procedimientos aplicables a la postulación, selección y graduación de los alumnos del Curso de Formación de Oficiales Policiales Profesionales.”.


La indicación número 2, del Honorable Senador señor Arancibia, sustituye por una coma (,) el punto final (.) del inciso quinto del artículo 27 de la ley N° 16.468, introducido por el artículo 3°, y agrega a continuación la siguiente frase:


“así como las condiciones bajo las cuales podrán ejercer libremente la respectiva profesión.”.


El señor Subsecretario de Investigaciones manifestó que el Ejecutivo no se opone a la indicación precedentemente descrita, ya que deja entregado al Reglamento la fijación de las condiciones bajo las cuales se podrá ejercer libremente la profesión.


Sin embargo, los integrantes de la Comisión estimaron preferible que la materia no quedara consagrada en la ley, para evitar la impresión de que se está dando una señal explícita en orden a la apertura irrestricta al ejercicio libre de la profesión.


- La indicación número 2 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Ominami y Sabag.

Disposiciones Transitorias

Artículo primero


Establece, en su inciso primero, que los alumnos del Curso de Formación de Oficiales Policiales Profesionales ingresarán a contrata, asimilados al cargo de Inspector grado 11º de la escala de sueldos base vigente.


En su inciso segundo faculta al Director General para contratar anualmente 250 alumnos del Curso de Formación de Oficiales Policiales Profesionales, a contar del año 2006 y hasta el 2009 inclusive, mientras que en el año 2010 podrá contratar a 66 alumnos.


La indicación número 3, de S.E. el Vicepresidente de la República, agrega, en el inciso primero la siguiente frase, a continuación de la palabra “vigente”: “y no tendrán derecho a trienios”.


Como se señaló al dar cuenta de la discusión sobre el artículo 2°, el señor Subsecretario de Investigaciones explicó que esta indicación debe entenderse en conjunto con la indicación número 1, ya explicada.


- La Comisión aprobó la indicación número 3 por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Ominami y Sabag.

Artículo segundo


En el inciso primero dispone que la provisión de los cargos del Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales, que se crean en virtud del artículo 1° de esta ley, se efectuará progresivamente en la medida en que los Oficiales Policiales Profesionales que ingresen en el mencionado Escalafón, como Subcomisarios grado 9º, cumplan con los requisitos de permanencia en cada uno de los grados de aquél.


En el inciso segundo precisa que mientras no se cumplan los requisitos que se exigen para que se verifiquen los ascensos a los grados superiores, la totalidad de los cargos del mencionado Escalafón corresponderá al grado de Subcomisario grado 9°.


- El artículo segundo transitorio se aprobó por unanimidad, sin enmiendas, con los votos de los Honorables  Senadores señora Matthei y señores Escalona, Ominami y Sabag.

Artículo tercero


Señala que durante los dos primeros años de vigencia de esta ley, podrán postular al Curso de Formación de Oficiales Policiales Profesionales de la Escuela de Investigaciones los funcionarios  de la Policía de Investigaciones de Chile pertenecientes a la Planta de Oficiales o a la Planta de Apoyo Científico-Técnico que, a la fecha de su publicación o durante los dos años siguientes a la de su entrada en vigencia, cumplan con los correspondientes requisitos de ingreso. Agrega que a estos funcionarios les será aplicable lo dispuesto en la letra d) del artículo 87 de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


- La Comisión aprobó el artículo tercero transitorio, sin modificaciones, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Ominami y Sabag.

Artículo cuarto


Prescribe que el mayor gasto que origine la aplicación de esta ley en el año 2006, se financiará con cargo al ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público, y en los años posteriores se consignará en el Presupuesto de la Policía de Investigaciones de Chile.


- El artículo cuarto transitorio fue aprobado, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Ominami y Sabag.

- - -

FINANCIAMIENTO


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda señala lo siguiente:


“El proyecto de ley crea y norma, dentro de la Planta de Oficiales de la Policía de Investigaciones de Chile, los siguientes Escalafones:


- “Oficiales Policiales Profesionales”, pasando a denominarse los actuales Oficiales Policiales como “Oficiales Policiales Profesionales de Línea” y, 


- “Alto Mando”, en el cual se incrementan de 11 a 15 los Prefectos Inspectores.


En términos de gasto la creación de los escalafones y el incremento mencionado en el párrafo anterior implica en el período 2006-2011 el siguiente mayor gasto anual de cargo fiscal en miles de $ 2005:


- 2006                                   1.123.663


- 2007                                   3.945.490


- 2008                                   6.611.611


- 2009                                   9.464.122


- 2010                                  11.456.225


- 2011                                  11.796.014”.


En consecuencia, y de acuerdo con lo expuesto en el informe financiero, las normas de la iniciativa legal no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -


En virtud de los acuerdos anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de ley en informe, con las siguientes modificaciones:

Artículo 2°


Eliminar, en el numeral 14, la frase “sin derecho a trienios” y las comas que la anteceden y suceden.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 1).

Disposiciones transitorias

Artículo primero


Agregar, en el inciso primero, a continuación del vocablo “vigente”, la siguiente frase: “y no tendrán derecho a trienios”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 3).

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1º.-  Reemplázase la letra A del numeral I del artículo 1º de la ley Nº 19.586, por la siguiente:

“A.- Oficiales Policiales

Alto Mando:

1
Director General
              1

2
Prefecto General
              3

3
Prefecto Inspector
            15

Oficiales Policiales Profesionales de Línea

5
Prefecto
                       47

7
Subprefecto
                     246

8
Comisario
                     402

9
Subcomisario    
           853

11
Inspector                          1240

12
Subinspector                      900

13
Detective                            300

Oficiales Policiales Profesionales

5
Prefecto                              24

7
Subprefecto                      134

8
Comisario                         658

9
Subcomisario
         250.”.


Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones de Chile:


1) Sustitúyese la letra j) del artículo 5º, por la siguiente:


“j) Oficial policial: Funcionario perteneciente al Escalafón del Alto Mando, al Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales de Línea o al Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales.”.


2) Reemplázase la letra A contemplada en el número I del artículo 7º, por la siguiente:


“A.- Escalafón de Oficiales Policiales


- Alto Mando


- Oficiales Policiales Profesionales de Línea


- Oficiales Policiales Profesionales.”.


3) Sustitúyese el artículo 16º por el siguiente:


“Artículo 16º.- El nombramiento de los Detectives del Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales de Línea, así como el de los Subcomisarios del Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales, recaerá exclusivamente en egresados de los cursos respectivos de la Escuela de Investigaciones.”.


4) Agrégase, en el artículo 30º, el siguiente inciso final: 


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo, en casos calificados y mediante resolución fundada en razones de mejor servicio, el Director General podrá dispensar a los Prefectos del requisito de tiempo en el grado para ascender al grado de Prefecto Inspector. No obstante, no podrá ejercer esta facultad más de tres veces en el año.”.


5) Reemplázase, en el numeral I. “Planta de Oficiales” del artículo 32, la letra A, por la siguiente:

“A).- Oficiales Policiales

Escalafón de Alto Mando

Grado 3  
Prefecto Inspector       2 años

Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales de Línea

Grado 13   
Detective                     1 año

Grado 12   
Subinspector               3 años

Grado 11
Inspector                     5 años

Grado  9
Subcomisario              6 años

Grado  8
Comisario                    5 años

Grado  7   
Subprefecto                 5 años

Grado  5   
Prefecto                       5 años

Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales

Grado  9   
Subcomisario               7 años

Grado  8  
Comisario                     8 años

Grado  7  
Subprefecto                  8 años

Grado  5   
Prefecto                        7 años.”.


6) Añádese, en el artículo 33º, el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto a ser incisos tercero, cuarto y quinto, respectivamente:


“Si ninguno de los Prefectos de los Escalafones de Oficiales Policiales Profesionales de Línea y de Oficiales Policiales Profesionales cumple con el tiempo mínimo de permanencia en el grado, no podrá impetrar el abono de tiempo a que alude el inciso anterior, si no ha aprobado el curso de Alto Mando.”.


7) Agrégase el siguiente artículo 34º, nuevo:


“Artículo 34°.- El Director General, los Prefectos Generales y los Prefectos Inspectores conformarán el Alto Mando Institucional. A estos grados podrán ascender, en conformidad a las normas sobre ascensos, los Prefectos del Escalafón de Oficiales Profesionales de Línea y los Prefectos del Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales.”.


8) Modifícase el artículo 35º de la siguiente forma:


a) Intercálase, en el inciso primero, entre la expresión “Policiales” y la coma (,) que la sucede, la frase “Profesionales de Línea y del Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales” y agrégase, a continuación del punto final (.), la siguiente oración: “El curso que confiere este título no podrá repetirse durante la carrera funcionaria.”.


b) Suprímese el inciso segundo.


9) Intercálase, en el inciso primero del artículo 36º, entre las expresiones “Policiales” e “y”, la frase “de Línea y del Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales”.


10) Modifícase el artículo 39º de la siguiente forma:


a) Suprímese el inciso primero, pasando a ser los actuales incisos segundo y tercero, incisos primero y segundo, respectivamente. 


b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “Asimismo” y la coma (,) que la sucede, por la frase “El Director General, mediante resolución fundada”, seguida de una coma (,). 


11) Suprímese el párrafo final del inciso segundo del artículo 43º.


12) Reemplázase el artículo 44º por el siguiente:


“Artículo 44º.- En el decreto de nombramiento de los Detectives del Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales de Línea y de los Subcomisarios del Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales, de una misma promoción, la antigüedad se fijará de acuerdo con el promedio de las notas obtenidas en los respectivos cursos de la Escuela de Investigaciones.”.


13) Intercálase, en el párrafo tercero de la letra a) del inciso segundo del artículo 65º, entre las expresiones “Policiales” y  “que”, la frase “Profesionales de Línea y del Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales”.


14) Añádese el siguiente artículo 103° bis, nuevo:


“Artículo 103° bis.-  Los Oficiales Policiales Profesionales tendrán derecho a una asignación profesional no imponible, equivalente al treinta y cinco por ciento de su sueldo base. Del mismo modo, este beneficio será percibido por los alumnos del Curso de Formación de Oficiales Profesionales a que se refiere el inciso tercero del artículo 27º de la ley Nº 16.468.”.


15) Sustitúyese, al final del inciso primero del artículo 136º, el punto (.) por una coma (,) y agrégase, a continuación, la siguiente frase: “excluido el personal del Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales”, precedida de una coma (,).


16) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 147º, entre las expresiones “Detective” y “de”, la frase “y del Curso de Formación de Oficiales Policiales Profesionales”.


Artículo 3º.- Agréganse, en el artículo 27º de la ley Nº 16.468, los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto:


“El Curso de Formación de Oficiales Policiales Profesionales se extenderá por un año lectivo, incluidas las labores prácticas en una Brigada de Investigación Criminal y su aprobación dará lugar a la obtención del título de Investigador Policial.


Para ingresar al Curso de Formación de Oficiales Policiales Profesionales, se deberá estar en posesión de un título otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocido por éste, de una carrera de a lo menos cuatro años u ocho semestres de duración. El Director General fijará, anualmente, el valor que por concepto de matrícula deberán pagar los alumnos del mencionado curso.


El reglamento determinará los demás requisitos de ingreso y los procedimientos aplicables a la postulación, selección y graduación de los alumnos del Curso de Formación de Oficiales Policiales Profesionales.”.


Artículo 4°.- Toda vez que, en una norma legal o reglamentaria referida a la Policía de Investigaciones de Chile, se haga alusión a “Oficiales Policiales”, ésta se entenderá efectuada al Alto Mando, a los Oficiales Policiales Profesionales de Línea y a los  Oficiales Policiales Profesionales. Cuando se haga mención del “Escalafón de Oficiales Policiales”, se entenderá que se alude a los Escalafones de Alto Mando, de Oficiales Policiales Profesionales de Línea y de Oficiales Policiales Profesionales. Cuando se refiera a “Oficial Policial”, se entenderá efectuada a Oficial Policial del Alto Mando, a Oficial Policial Profesional de Línea y a Oficial Policial Profesional.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Los alumnos del Curso de Formación de Oficiales Policiales Profesionales ingresarán a contrata, asimilados al cargo de Inspector grado 11º de la escala de sueldos base vigente y no tendrán derecho a trienios.


El Director General podrá contratar anualmente 250 alumnos del Curso de Formación de Oficiales Policiales Profesionales, a contar del año 2006 y hasta el 2009 inclusive, mientras que en el año 2010 podrá contratar a 66 alumnos.


Artículo segundo.- La provisión de los cargos del Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales, que se crean en virtud del artículo 1° de esta ley, se efectuará progresivamente en la medida en que los Oficiales Policiales Profesionales que ingresen en el mencionado Escalafón, como Subcomisarios grado 9º, cumplan con los requisitos de permanencia en cada uno de los grados de aquél.


Con todo, mientras no se cumplan los requisitos que se exigen para que se verifiquen los ascensos a los grados superiores, la totalidad de los cargos del mencionado Escalafón corresponderá al grado de Subcomisario grado 9°.


Artículo tercero.- Durante los dos primeros años de vigencia de esta ley, podrán postular al Curso de Formación de Oficiales Policiales Profesionales de la Escuela de Investigaciones los funcionarios  de la Policía de Investigaciones de Chile pertenecientes a la Planta de Oficiales o a la Planta de Apoyo Científico-Técnico que, a la fecha de su publicación o durante los dos años siguientes a la de su entrada en vigencia, cumplan con los correspondientes requisitos de ingreso. A estos funcionarios les será aplicable lo dispuesto en la letra d) del artículo 87 de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


Artículo cuarto.- El mayor gasto que origine la aplicación de esta ley en el año 2006, se financiará con cargo al ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público, y en los años posteriores se consignará en el Presupuesto de la Policía de Investigaciones de Chile.”.

- - -


Acordado en sesión de fecha 15 de mayo de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Ominami Pascual (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores Camilo Escalona Medina y Hosain Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 16 de mayo de 2006.

(Fdo.):ROBERTO BUSTOS LATORRE,
Secretario.
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES HORVATH, BIANCHÍ, GIRARDI, KUSCHEL Y NAVARRO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO SOBRE PROTECCIÓN DE GLACIARES

(4205-12)

Honorable Senado:

Chili en aymará significa confín helado, es decir ya desde los pueblos originarios nuestro país fue asociado con cordilleras, nieves, glaciares y temperaturas más bajas. Los glaciares son un elemento que identifica a Chile en el Hemisferio Sur del planeta.

Los glaciares son ecosistemas que incluyen agua superficial o subterránea, congelada en su mayoría y están formados por los restos de la gran cobertura de hielo que se extendió sobre una buena parte de las latitudes altas y en las zonas de altura de la Tierra durante las últimas glaciaciones del cuaternario. Se trata de formaciones de hielo permanente que pasan de una estación a otra y tienen una gran importancia como agentes erosivos de primer orden, constituyendo una gran reserva de agua dulce del Planeta.

Antecedentes entregados en la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Sostenible, celebrada en 2002, en Johannesburgo, Sudáfrica, indican que aunque el 70 % de la superficie de la Tierra está cubierta por agua, solamente el 2.5 % del agua disponible es dulce, mientras que el restante 97.5 % es agua salada. Casi el 70 % del agua dulce está congelada en los glaciares, y la mayor parte del resto se presenta como humedad en el suelo, o yace en profundas capas acuíferas subterráneas inaccesibles. Menos del 1 % de los recursos de agua dulce del mundo están disponibles para el consumo humano.

La misma información señala que aproximadamente 1.100 millones de personas, es decir, el 18% de la población mundial, no tienen acceso a fuentes seguras de agua potable, y más de 2.400 millones de personas carecen de saneamiento adecuado. En los países en desarrollo, más de 2.200 millones de personas, la mayoría de ellos niños, mueren cada año a causa de enfermedades asociadas con la falta de acceso al agua potable, saneamiento inadecuado e insalubridad. Además, gran parte de las personas que viven en los países en desarrollo sufren de enfermedades causadas directa o indirectamente por el consumo de agua o alimentos contaminados o por organismos portadores de enfermedades que se reproducen en el agua. Con el suministro adecuado de agua potable y de saneamiento, la incidencia de contraer algunas enfermedades y consiguiente muerte podrían reducirse hasta en un 75 %.

Las áreas de escasez y de demanda de agua van en aumento, especialmente en el norte de África y en Asia occidental. Durante las próximas dos décadas, se espera que el mundo precise de un 17 % más de agua para cultivar alimentos para las crecientes poblaciones de los países en desarrollo, y el consumo total del agua aumentará en un 40 %. La tercera parte de los países en regiones con gran demanda de agua podrían enfrentar escasez severa de agua en éste siglo, y para el 2025, dos tercios de la población mundial probablemente vivan en países con escasez moderada o severa.

De acuerdo al Inventario de glaciares en Chile, publicado por el Laboratorio de Glaciología, del Centro de Estudios Científicos y la Universidad de Chile, en Chile se han inventariado, hasta  el año 2002, 1.751 glaciares con una superficie de 15.260 km2 de hielo. Se estima además una superficie no inventariada de 5.315 km2  de hielo, lo que totaliza para el país una superficie cubierta de glaciares de 20.575 km2.  

Durante la última era glaciar, los glaciares llegaron a cubrir más del 30 por ciento de la superficie terrestre, lo cual actualmente se ha disminuido hasta un 10 % por causa del calentamiento global. Registros muestran que los glaciares en la Cordillera Blanca (Ancash, Perú) se han ido reduciendo desde 1970 conllevando a una disminución del área en un 75% durante un periodo de 25 años con impactos significantes sobre la disponibilidad de agua y aumento en peligros de deslaves así como avalanchas de hielo. Más de 20 eventos catastróficos de inundaciones han sido registrados desde el comienzo del siglo XVIII, al ser destruidos asentamientos con la pérdida de miles de vidas 

En el caso del sur de Asia y China, según estudios científicos el 40% de las personas podrían sufrir su escasez en 50 años, a medida que el calentamiento global derrita los glaciares del Himalaya, principal fuente acuífera de la región. 
Los glaciares proporcionan unos 8,6 millones de metros cúbicos al año a los ríos asiáticos, incluidos el Yangtse y el río Amarillo de China, el Ganges en La India, el Indo en Pakistán, el Brahmaputra en Bangladesh y el Irrawaddy en Birmania. Sin embargo, a medida que el calentamiento global aumenta, los glaciares se reducen con rapidez, con temperaturas medias que se incrementaron en un grado centígrado desde la década de 1970.
Un informe del Fondo Mundial para la Naturaleza (WWF), señaló, en marzo de 2005, que un tercio de los glaciares del mundo podrían desaparecer hacia el año 2050 y la mitad para alrededor de 2100 por efectos del cambio climático y el incremento de la agricultura de montaña. Los expertos están preocupados, pues aproximadamente un 67% de los casi 34.000 kilómetros cuadrados de glaciares están retrocediendo y a largo plazo, a medida que el hielo disminuya, el flujo de los ríos caerá, llevando a una grave escasez de agua en la región. El glaciar Gangotri, donde nace el Ganges, disminuye su tamaño en 23 metros al año.

Un estudio de la Universidad de Santiago, Chile, señala que si bien los ecosistemas polares se conservan todavía relativamente intactos cuando se les compara con otros, su condición —alguna vez prístina— ya está mostrando los signos del cambio climático y otras presiones. Los efectos del cambio climático en las regiones polares son mayores que en cualquier otro punto de la Tierra. Todavía no está claro si el adelgazamiento del hielo que se ha notado en ciertas áreas es parte de una variación climática natural o consecuencia de la actividad humana; tampoco queda claro si la masa total de las placas de hielo polar está aumentando, disminuyendo o fluctuando dentro de parámetros normales. Pero las regiones polares proporcionan una evidencia amplia de calentamiento a través de los núcleos de hielo y la retirada de los glaciares (Watson et al. 1998:90-91). Entre tanto, la perturbación inmediata causada por la contaminación y por niveles insostenibles de pesca comercial de algunas poblaciones de peces es significativa y continúa aumentando.

En julio de 2005 informes de la NASA revelan que los glaciares se están derritiendo más rápido de lo previsto. Indica esta información que, en los últimos 50 años, el nivel del mar ha aumentado a un ritmo estimado de 1,8 centímetros por año, pero en los últimos doce años este ritmo parece ser de 3 centímetros por año. Esto supone un ritmo un 50 % mayor que la media de los últimos 50 años. Casi la mitad de esta subida era atribuida hasta ahora a la expansión del agua de los océanos debido al aumento de la temperatura, según Steve Nerem, del Centro de Investigación Astrodinámica de Colorado.

Sin embargo, las nuevas medidas por satélite de las que dispone la NASA han permitido a los científicos determinar que la principal causa de este aumento es el incremento del deshielo. Las evidencias señalan que el nivel del mar sube y baja cuando el hielo sobre la tierra crece o disminuye. Con las nuevas medidas ahora disponibles, es posible determinar el ritmo al que el hielo está creciendo y disminuyendo. Se estima que más de 100 millones de personas que viven desde el delta del Mississippi hasta las islas Maldivas y en multitud de zonas costeras alrededor de todo el mundo se verán afectadas por un incremento de un metro en el nivel del mar, según señala Waleed Abdalati, responsable del Programa de Criosfera (regiones cubiertas por nieve o hielo) del Centro Goddard de Vuelos Espaciales de la NASA.

Nuestra Constitución Política se preocupa especialmente de la preservación de la naturaleza y del derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, garantizando, en el Nº 8 de su artículo 19º, el derecho de todas las personas a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, a la vez que impone al Estado el deber de velar por que este derecho no sea afectado y tutelar la preservación de la naturaleza. Asimismo, faculta al legislador para establecer restricciones específicas al ejercicio de determinados derechos o libertades para proteger el medio ambiente. 

Por otra parte, al tratar la garantía constitucional del derecho de propiedad, en el inciso segundo del Nº 24 del mismo artículo, autoriza expresamente a la ley para establecer las limitaciones y obligaciones al derecho de propiedad que deriven de su función social,  precisando que dicha función social comprende, entre otros factores, las exigencias de la conservación del patrimonio ambiental.

La jurisprudencia de los Tribunales Superiores ha señalado que el “medio ambiente”, el “patrimonio ambiental”, la “preservación de la naturaleza” de que habla la Constitución y que ella asegura y protege, es todo lo que naturalmente nos rodea y que permite el desarrollo de la vida y tanto se refiere a la atmósfera como a la tierra y sus aguas, a la flora y fauna, todo lo cual conforma la naturaleza con sus sistemas ecológicos de equilibrio entre los organismos y el medio en que viven. Por tanto, han concluido reiteradamente, el medio ambiente se afecta si se contamina o si se altera de modo perjudicial para el mejor desarrollo de la vida.

Es indudable que la valoración y protección de los glaciares, como ecosistemas que forman parte fundamental del entorno natural de nuestro país, y que representan una de las más importantes reservas de agua dulce para la Humanidad, debe ser reconocida e impulsada por el legislador, en cumplimiento del deber que le impone la Constitución de velar por que el derecho de vivir en un medio ambiente libre de contaminación no sea afectado y, especialmente, de su obligación de tutelar la preservación de la naturaleza.

Creemos que los antecedentes anotados justifican proponer una legislación especial que, junto con valorar y resguardar la preservación de los glaciares, como ecosistemas que incluyen agua superficial o subterránea que constituyen una gran reserva de agua dulce del Planeta, prohíba la intervención y la ejecución de cualquier tipo de proyectos en ellos, e imponga la obligación de monitorear estudiar y ejecutar las obras que garanticen la protección de los glaciares, en aquellos proyectos que se desarrollen en sus inmediaciones o en su área de influencia. En cuanto a las obras que por algún motivo estén afectando glaciares, la ley establecerá que deberán monitorearse, efectuar un plan definiendo un plazo de no intervención del glaciar y la realización de obras y planes piloto para reconstituir los glaciares en la medida y donde sea posible.

El aporte científico que han hecho al conocimiento de los glaciares en Chile glaciólogos como John Mercer, Luis Lliboutry, Cedomir Marangunic y Gino Cassasa, geógrafos como Andrés Rivera, geólogos como Juan Brüggen, Ingenieros Hidráulicos como Ludwig Stowas, expedicionarios como Federico Reichert, Alfredo Kölliker, Alberto María de Agostini, Harold W. Tilman, Jorge Peterek, Geoffrey Blatt, Eric Shipton, Claudio Lucero, Eduardo García, Chotaro Nakasima, H. Sakagami, Toshio Takeuchi, Takeo Tsusuki, Takeo Yoshizawa, Pedro Svarca, Ferry Mc Sweeney, Jacquetta Smith, Boirin, Prudhomme, Etienne, Mardal, Roger henon, Marc Rocquefere, Jean Louis Hourcadette, Berbard Doliguez, Casimiro Ferrari, Giuliano Maseri, Arved Fuchs, Pablo Besser, Rodrigo Fica, Jorge Crossley, José Pedro Montt, entre otros.

En la protección de los glaciares está incluido el derecho a la vida, por tratarse de reservas de agua dulce.

Por las razones expuestas, tenemos el honor de proponeros la siguiente

Moción

proyecto de ley sobre

valoración y protección de los glaciares

Artículo 1º.-

“Los glaciares son ecosistemas constituidos por grandes masas de hielo, con o sin agua intersticial, de límites bien establecidos, originados sobre la tierra por metamorfismo a hielo de acumulaciones de nieve, y que fluyen lentamente deformándose bajo el influjo de la gravedad y según la ley de flujo del hielo, y por un lento deslizamiento sobre el lecho basal si el hielo está a 0º C. En las masas de hielo existe una variada cantidad de impurezas, esencialmente de material detrítico, desde virtualmente imperceptible hasta algo más de 20 %; el material detrítico es principalmente de origen rocoso, en tamaño desde grandes bloques a finas partículas de arcillas, que caen desde las laderas sobre el glaciar o son llevadas por el viento y se incorporan a las masas de nieve y hielo, y también fragmentos erosionados en la base del glaciar e incorporados al hielo de su base. El detrito rocoso puede cubrir íntegramente un glaciar. Una parte muy menor del detrito en los glaciares suele ser orgánico (fragmentos o especimenes enteros) y proviene principalmente del arrastre eólico hasta la superficie del glaciar, donde se incorpora a la masa de hielo. En algunos glaciares existe toda una biodiversidad propia de este ecosistema.”

“Una clasificación primaria de glaciares distingue las siguientes formas: sabana de hielo continental, campo de hielo, casquete o calota de hielo, glaciar de pie de monte, glaciar de valle, glaciar de montaña, glaciarete, banquisa o plataforma de hielo flotante, y glaciar de roca.”

“Los glaciares son formaciones de hielo que constituyen una gran reserva de agua dulce del planeta. Son parte constituyente de cada glaciar las lagunas que se encuentran en su superficie.”

Artículo 2º.-

“La intervención de glaciares se clasifica como:

a) Actividad turística en los glaciares, realizada solo a pié o sobre esquíes.

b) Actividad científica en los glaciares, realizada solo a pié o sobre esquíes, con eventual toma de  muestras manuales obtenidas de pozos excavados manualmente y hasta de 12 m de profundidad o con taladros activados manualmente, y que no deja o abandona materiales (por ejemplo, estacas de control, puntos topográficos, elementos de estación meteorológica o fluviométrica, materiales de campamento, diversos otros) en los glaciares.

c) Actividad turística realizadas con el auxilio de medios mecanizados de transporte, tales como moto-toboganes, vehículos sobre orugas o ruedas o cojines de aire, helicópteros, aviones que aterrizan sobre glaciares, y otros.

d) Actividad científica en los glaciares, realizadas con el auxilio de medios mecanizados de transporte, o con obtención de muestras de sondajes mecanizados, o que deja indefinidamente materiales en los glaciares (estacas, señales varias, instrumentos, etc.), o que introduce cualquier tipo de trazadores, en cualquier cantidad, en el glaciar o sus aguas.

e) Actividad científica, turística o industrial que excave un túnel en el glaciar, de más de 10 m de longitud o de más de 2,5 metros de diámetro.

f) Actividades industriales, tales como:

· Remoción de masas de hielo o de detrito rocoso superficial del glaciar, en exceso de 50 metros cúbicos.

· Carga del glaciar con cualquier tipo de material o estructura, incluyendo carga artificial de nieve o de avalanchas inducidas o dirigidas, en exceso de dos toneladas o de 30 metros cúbicos de material, emplazadas puntualmente y de manera permanente o semi –permanente.

· Corrida de camino sobre el glaciar, de cualquier longitud y con o sin el empleo de material de estabilizado.

· Cobertura total o parcial del glaciar con cualquier tipo de material o colorante.

· Drenaje artificial de agua intra-glaciar o sub-glaciar, en cualquier caudal.

· Recarga artificial del glaciar con nieve, hielo o agua, en cualquier cantidad.

· Fuente de polvo u otro contaminante industrial, distante a menos de 10 km de un glaciar.

· Vibraciones inducidas por la actividad industrial, distante a menos de 5 km de un glaciar.

g) Emergencias aéreas en los glaciares.

h) Incendios intencionales, que afectan a los glaciares por depósitos de cenizas.

La intervención de glaciares de los tipos a) y b) solo requiere de avisos a las autoridades correspondientes (Carabineros y Municipalidad) y observar la norma de no dejar deshecho alguno en los glaciares.

La intervención de los tipos c), d) y e) debe hacerse previo una Declaración de Impacto Ambiental.

La intervención del tipo f) requiere de un Estudio de Impacto Ambiental. 

La intervención de tipo g) debe remediarse removiendo desde el glaciar todos los restos de materiales caídos o depositados en él con motivo de la emergencia o de las acciones de rescate o remedio. Esta remoción debe hacerse previa Declaración de Impacto Ambiental.

La intervención de tipo h) será según lo establezca esta ley, sin perjuicio de lo que señalen otros cuerpos legales.

Los glaciares pueden avanzar lenta y paulatinamente, o rápidamente y de manera esporádica, o bien deslizarse violentamente y de manera catastrófica. El diseño y construcción de instalaciones en la eventual senda de avance o de deslizamiento de un glaciar debe prever esto y evitarlo. En ningún caso pueden realizarse acciones para interferir el avance de un glaciar.”

Artículo 3º.-

Agrégase la siguiente oración a la letra b) del Artículo 11 de la Ley 19.300 General de Bases del Medio Ambiente, antes del punto y coma (;), reemplazando éstos por una coma (,): 

“efectos adversos sobre glaciares;”
Artículo 4º.- 

“Todo lo que se refiera a glaciares se regirá por una ley especial”

Artículo 5º.-

“Para todos los efectos de control, monitoreo, catastro, investigación, prevención, valoración y cuidado de los glaciares, éstos se considerarán parte del ciclo hidrológico de las aguas”.

Artículo 6º.-

“Se prohíbe intervenir o depositar elementos extraños que puedan afectar la condición natural de los glaciares”.

Artículo 7º.-

“Cualquier infracción en lo que ataña a intervención de glaciares será sancionado con una multa de 10 a 500 UTM más los gastos que signifique la reposición del glaciar, sin perjuicio de las responsabilidades civiles que se generen, en conformidad a las normas pertinentes del Título III de la Ley 19.300.”

Artículo 8º.-

“Los glaciares que estén, histórica o actualmente, siendo afectados, deberán monitorearse y los responsables de ellas efectuar un plan definiendo un plazo de no intervención del glaciar que no superará los 180 días considerando la realización de obras y planes piloto para preservar la reconstitución de los glaciares.”

Artículo 9º.-

“Se establece un plazo de 180 días para que toda actividad en área de glaciares, ya sea turística, científica o industrial, incluyendo caminos y carreteras, haga una declaración de intervención de glaciares, según los numerales a) a f) del Artículo 2º”. Para ello, y sin ser excluyente, debe entenderse como área en la que pueden existir glaciares el territorio nacional:

a) al Norte de 20º de latitud, por sobre la cota de 4.000 m,

b) entre los 20º y 25º de latitud, por sobre la cota de 3.600 m,

c) entre los 25º y 35º grados de latitud, por sobre la cota de 2.500 m,

d) entre los 35º y 40º de latitud, por sobre la cota de 1.600 m,

e) entre los 40º y 45º de latitud, por sobre la cota de 400 m,

f) al Sur de los 45º de latitud, por sobre el nivel del mar.

 “Cualquier actividad que realice intervención en un glaciar según los numerales a) y b) del Artículo 2º, en un plazo de 180 días debe presentar un programa con medidas de protección del glaciar.

“Cualquier actividad que realice intervención en un glaciar según los numerales c), d) y e)  del Artículo 2º, en un plazo de 365 días debe presentar un programa con medidas de protección y con medidas de limpieza del glaciar.”

“Cualquier actividad que realice intervención en un glaciar según el numerales f) del Artículo 2º, en un plazo de 500 días debe presentar un estudio de Línea Base del glaciar y un programa de reposición de daños causados al glaciar.

(Fdo.):Antonio Horvath Kiss,

Senador.-
Carlos Bianchi Chelech,

Guido Girardi Lavín, 
Carlos Kuschel Silva,

Senador.-



Senador.- 


Senador.-

Alejandro Navarro Brain



Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE DIVERSOS SEÑORES SENADORES, MEDIANTE EL CUAL PROPONEN SOLICITAR A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE CONSIDERE LA ADQUISICIÓN DE UN NUEVO BUQUE DE INVESTIGACIÓN CIENTÍFICA PARA REEMPLAZAR AL “VIDAL GORMAZ”

(S 856-12)

Honorable Senado:

PROYECTO DE ACUERDO

PARA LA ADQUISICIÓN DE UNA NAVE OCEANOGRÁFICA PARA CHILE

I. Fundamentación


No cabe ninguna duda que Chile es un país marítimo. Sin embargo, las ciencias del mar en nuestro país, no muestran un desarrollo acorde con su condición geográfica. Su gran extensión de línea de costa, que al incluir los sistemas de islas oceánicas y de fiordos y canales australes totalizan alrededor de 84.000 km; unido a las extensas áreas marinas que generan la Zona Económica Exclusiva (3,5 millones de km2) y el Mar Presencial (19,9 millones de km2), hoy son escasamente conocidas. Esto impone la necesidad de un desarrollo mayor y sostenido de la investigación científica marina, con el fin de tener un mejor conocimiento de sus recursos naturales, un adecuado manejo sustentable, y para ejercer los derechos soberanos del país.


Con estas características geográficas, las ciencias del mar brindan una oportunidad relevante para la investigación científico tecnológica como motor para el desarrollo nacional. Es así como este tipo de investigación es vital para el desarrollo de la actividad pesquera, para ampliar los conocimientos de los fiordos y canales del sur y para enfrentar el desafío energético chileno. En este sentido, la reciente evidencia de la existencia de hidratos de metano en nuestro mar constituye un desafío de trascendencia nacional, ya que de desarrollarse la tecnología apropiada para su eficiente explotación, pondría al país en una expectante situación de autoabastecimiento de gas natural, lo que podría asegurar su despegue definitivo en el camino al desarrollo.


Existen, no obstante, enormes carencias cualitativas y cuantitativas de medios humanos y materiales para realizar con éxito la tarea de abrir, mediante la investigación y la generación de conocimiento, tales espacios y recursos oceánicos a la actividad productiva nacional. Estas carencias se reflejan en la poca disponibilidad de naves de investigación, en el insuficiente financiamiento para la investigación científica y en los escasos cuadros de investigadores consolidados a lo largo del país.


Asimismo, existe una falta de naves de investigación y urge, en consecuencia, dotar al país de estas embarcaciones.

II. Descripción del problema


La investigación científica que se realiza en el entorno marino tiene, como característica, la necesidad de emplear naves de investigación con adecuada infraestructura de laboratorios interdisciplinarios y capacidades de exploración y permanencia en el medio, para acceder a áreas remotas y distantes y operar por períodos de tiempo prolongados para al menos 15 científicos.


Estas características restringen seriamente el desarrollo de la investigación, dados los altos costos involucrados en la operación de tales naves y la escasa disponibilidad de ellas.


El único buque de investigación oceanográfica chilena es el AGOR “Vidal Gormaz” de la Armada de Chile, construido en 1965, y que en la actualidad cuenta con serias limitaciones estructurales, arriesgando con ello su navegación. Esto se suma a los altos costos involucrados en la incorporación de tecnologías de punta y la reparación de equipos principales para cumplir con los roles para los que fue diseñado. 

Su casco, de otrora 13 milímetros de espesor alcanza los 7 milímetros en determinadas zonas, ha cumplido al servicio de la Armada de Chile casi 15 años de servicio y más de 40 de vida útil, ha navegado bajo bandera chilena más de 150.000 millas náuticas, con más de 17.000 horas de trabajo científico-marino. 

Sin embargo, esta unidad no puede seguir navegando y la Armada ya informó que será dada de baja el primer semestre del año 2006Ha hoy, en ciertos sectores


Por lo anterior, se hace imprescindible su reemplazo, particularmente ahora que gracias a su concurso se ha comprobado la existencia de hidratos de gas en el margen continental chileno, lo que abre al país auspiciosas posibilidades de explotación de este recurso energético. Es necesario continuar estos estudios, para completar su prospección y dotar al país de respuestas para su realidad energética.


Consta a la Comisión de Minería y Energía del Senado el eficiente y abnegado trabajo del personal de la Armada de Chile y de la comunidad científica nacional e internacional, en particular, la investigación relativa a los Hidratos de Gas. Sin embargo, la falta de un buque adecuado demorará o hará fracasar dicha investigación, tan relevante para los intereses nacionales.

Existe consenso generalizado en la necesidad de dotar al país con una nueva embarcación, por lo que la Armada de Chile ha  asumido el compromiso de financiar todo lo necesario para su funcionamiento y gasto de personal, destinando para ello unos 400 millones de pesos al año.

Por lo anterior, debe adquirirse un buque de investigación oceanográfica para reemplazar al AGOR 60 “Vidal Gormaz”, el que deberá estar equipado con instrumental para desarrollar investigación científica marina en las disciplinas de oceanografía física, química, geológica y geofísica y capacidad para recuperación, mantención y fondeo de boyas oceanográficas-meteorológicas. Además, esta unidad deberá poseer una capacidad para realizar actividades de investigación en todo el territorio nacional, tanto continental como insular, para dar una sólida respuesta a las necesidades de un país como el nuestro.


Por lo anterior, el Senado acuerda aprobar el siguiente proyecto de acuerdo:

PROYECTO DE ACUERDO:


- Por el presente Acuerdo se solicita a S.E. el Presidente de la República considerar la adquisición de un nuevo buque de investigación científica que reemplace al “Vidal Gormaz”.
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PROYECTO DE ACUERDO DE DIVERSOS SEÑORES SENADORES, CON EL CUAL PROPONEN SOLICITAR AL MINISTRO DEL INTERIOR INSTRUIR AL DELEGADO DE ESA SECRETARÍA DE ESTADO EN LA EX COLONIA DIGNIDAD, A FÍN DE ACORDAR CON SU COLONOS LA CONSTRUCCIÓN DE UN MEMORIAL EN RECUERDO DE LAS VÍCTIMAS DE VIOLACIONES A LOS DERECHOS HUMANOS EN ESE LUGAR

(S 857-12)

Honorable Senado:

Considerando:

1. Que el 4 de octubre de 2005, el Gobierno del ex Presidente Lagos, designó a don Herman Schwember Fernández, como delegado para el territorio ocupado por la ex Colonia Dignidad, mandato que expiraba en marzo de 2006 y que fuera prorrogado por la Presidenta de la República Michelle Bachelet. De acuerdo a las instrucciones presidenciales, los términos de dicho cometido están orientados por los siguientes principios.

a. La plena vigencia del derecho en el territorio bajo su jurisdicción.

b. La construcción de ciudadanía entre los habitantes de la ex colonia.

2. Que es un hecho público y notorio que la ex Colonia Dignidad sirvió de centro de detención y tortura durante la dictadura militar. En ese territorio se habría producido el principio de ejecución de la desaparición de personas y en sus dependencias se violaron los derechos fundamentales de cientos de chilenas y chilenos y también de colonos alemanes opositores al régimen imperante el interior de la ex colonia.

3. Que el 18 de abril del año en curso un grupo de colonos de la Villa Baviera remitió una carta a la Presidenta de la República, en donde reconocieron que al interior de la ex Colonia Dignidad se cometieron graves delitos. En esa misiva, trascendió además, la intención de ellos de “esforzarnos para ser perdonados y reinsertados” en la sociedad chilena que los ha acogido.

4. Que para posibilitar el cumplimiento de los principios orientadores de la acción del Estado en ese lugar y materializar las intenciones de los colonos, se hace necesario no solamente ejercer acciones en el ámbito de la educación, la salud y la integración social y cultural, sino que especialmente de actos simbólicos que contribuyan al objetivo de reforzar y recordar la vigencia de los Derechos Humanos como fundamento de nuestro Estado de Derecho.

En virtud de lo expuesto, venimos en presentar el siguiente

Proyecto de acuerdo

El Senado acuerda:

Solicitar al Sr. Ministro del Interior para que instruya al delegado del Ministerio del Interior en la ex Colonia Dignidad, señor Herman Schwember Fernández para que concuerde con los colonos de Villa Baviera la forma y procedimientos para que se construya, en terrenos de la Villa, un memorial visible y de acceso público en recuerdo de las víctimas de la violación de los Derechos Humanos ocurridas en ese lugar.

� Cita del Libro de la Defensa 1997: “…la defensa no es un problema exclusivo de las Fuerzas Armadas, ni siquiera de los Campos de Acción de la defensa y Diplomático combinados, sino que es una responsabilidad de toda la ciudadanía”, página 75, edición en rústica.


� LDN 1997, página 45. 


� LDN 1997, página 65.
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